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1. INTRODUCCION 
Desde hace ya unos años, un equipo de profesores del Departa-
mento de Derecho Eclesiástico del Estado de la Universidad Complu-
tense de Madrid venimos dedicando particular atención a los estudios 
de Derecho comparado (1). Naturalmente, no se trata simplemente 
de un afán de erudición. Ni tampoco está motivada esa atención pre-
ferente por las razones que habitualmente fundamentan los trabajos 
que -en cualquier país y en cualquier rama del Derecho- se llevan a 
cabo desde una óptica comparatista. Sólo eso ya justificaría sobrada-
mente el presente trabajo. 
Pero es que, además, estas páginas responden a una firme convic-
ción de quienes las firmamos: la de que, al encontrarse la ciencia del 
Derecho eclesiástico español en un período de especial renovación y 
desarrollo -por causa de los nuevos principios introducidos por la 
Constitución de 1978-, resulta obligado acudir a la experiencia 
jurídica de otros sistemas, con objeto d,e proporcionar -en la medida 
en que se consideren aceptables- criterios que sirvan de orientación 
a la labor legislativa y jurisprudencial que está todavía por realizarse 
en España en materia de libertad religiosa y de conciencia. 
De ahí que hayamos decidido abordar, desde esa perspectiva, un 
tema que no sólo carece de directa regulación legal en nuestro orde-
namiento, sino que ha sido escasamente enjuiciado por nuestra juris-
prudencia (yen nuestra opinión, además, de una manera poco mati-
zada y no del todo satisfactoria). 
1. Cfr. J. MARTINEZ.TORRON, La objeción de conciencia en ÚJjurisprudencia del 
Tribunal Supremo norteamericano, en "Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado" 
(1985), pp. 395-458; A. PANIZO ROMO DE ARCE, Los efectos del matrimonio canónico 
en el sistema francés de matrimonio civil obligatorio, en "Ius Canonicum" (1985), pp. 
725-780; R. NAVARRO-VALLS, La objeción de conciencia al aborto: Derecho comparado 
y Derecho español, en "Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado" (1986), pp. 257-310; 
J. MARTINEZ-TORRON, El derecho de libertad religiosa en ÚJ jurisprudencia en tomo al 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, en "Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado" 
(1986), pp. 403-496; R. NAVARRO-VALLS, El matrimonio concordatario en el Derecho 
italiano y en el Derecho español: problemas comunes, en "Anuario de Derecho Eclesiástico 
del Estado" (1988), en prensa. 
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Un primer punto de interés para el objeto de este trabajo es, 
por tanto, el atractivo que siempre ofrece el estudio de un ámbito 
jurídico todavía pocó explorado. Pero no es el único. A él se une la 
singularidad que poseen los temas relacionados con la objeción de 
conci~ncia: un campo en el que se entrecruzan -con fronteras a 
menudo nebulosas- las libertades de religión, pensamiento y con-
ciencia; y un campo, por otra parte, en el que parece más difícillegi-
timar una actuación restrictiva del Estado sobre el comportamiento 
individual, al consistir éste en una conducta de tipo negativo: abste-
nerse de hacer algo, lo cual comporta -al menos en principio- un 
menor grado de peligrosidad social, el elemento clave que justifica la 
injerencia estatal en el ejercicio concreto de las libertades personales. 
A lo anterior añádase el hecho de que se trata de un tema en el 
que se produce una inevitable concurrencia de aspectos jurídicos y 
deontológicos. Y todavía, en cuarto lugar, la circunstancia de que, en 
la objeción de conciencia a tratamientos médicos, el análisis jurídico 
no puede ceñirse a la sola con templación desde la perspectiva de la 
libertad religiosa y de conciencia: entran en juego otros derechos pe 
la persona que refuerzan la necesidad de respetar las opciones del in-
dividuo respecto al futuro de su vida. Fundamentalmente, el derecho 
sobre el propio cuerpo, el derecho a la intimidad personal y familiar, 
y el derecho que corresponde a los padres en relación con la educa-
ción y modo de vida de sus hijos. Derechos que, al producirse una ob-
jeción de conciencia en este ámbito, entran en colisión con dos inte-
reses públicos de primer orden: el interés del Estado en preservar 
la vida y la salud de sus ciudadanos, y el interés en mantener la inte-
gridad ética de la profesión médica, cuyo objeto es procurar la salud 
de quienes se confían a su cuidado. 
La sucinta descripción de los precedentes aspectos del proble-
ma permite deducir que, si cualquier supuesto de objeción de con-
ciencia nunca es fácil de resolver según criterios jurídicos, éste no es 
precisamente uno de los más sencillos. Y sus dificultades aumentan a 
medida que crece el pluralismo religioso de una sociedad. 
Por otra parte, con referencia a esta clase de objeción, conviene 
reparar en un dato de importancia no desdeñable. Antes se ha afirma-
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do que en la objeción de conciencia confluyen tres libertades que tra-
dicionalmente poseen una fuerte conexión entre sí: las libertades de 
religión, de pensamiento y de conciencia. Y es admitido comúnmen-
te que el principio de igualdad obliga a respetar con idéntica intensi-
dad las decisiones adoptadas por una conciencia religiosamente fun-
damentada y por una conciencia fundada en convicciones no religio-
sas (siempre, naturalmente, que se trate en rigor de decisiones adop-
tadas en conciencia, es decir, en virtud de imperativos morales que 
tienen para el sujeto el rango de instancia normativa suprema; de lo 
contrario, estaríamos ante meras opciones de conveniencia proceden-
tes de la libertad de pensamiento). La praxis jurisprudencial, sin em-
bargo, muestra inequívocamente que la objeción de conciencia a tra-
tamientos médicos procede de creencias genuinamente religiosas, 
siendo prácticamente desconocida la objeción basada en motivos éti-
cos desvinculados de una fe religiosa. 
En tal sentido, sin ser las únicas, son dos las principales confesio-
nes religiosas que han dado origen a conflictos de esta clase (2). 
Por un lado, los llamados testigos de Jehová, que tienen sus raíces 
en la Norteamérica de fines del siglo XIX, y se hallan actualmente 
extendidos, no sólo por el continente americano, sino también por 
amplias zonas de Europa y por otros países de matriz cultural 
anglosajona Para lo que afecta a este trabajo -dejando al margen 
otras cuestiones-, los miembros de ese grupo religioso consideran la 
ingestión de sangre como vetada por una prohibición divina, que tie-
ne por apoyo una particular interpretación de ciertos pasajes de la 
Biblia. Las transfusiones de sangre -incluido el plasma humano-
están comprendidas dentro de la prohibición: de ahí que las rechacen 
tajantemente, para sí mismos, y para sus parientes o hijos. Admitir-
las, incluso de modo forzado, significaría para ellos perder la posibi-
lidad de salvación eterna (3). 
2. Vid. al respecto A.C.M. SAMPSON, The Neglected Ethic. Oultural and Religious 
Factvl"S in the Care vf Patients, London 1982 (especialmente, pp. 47 Y IS.). 
3. Para mál detalles, vid. WATCH TOWER BIBLE AND TRACT SOCIETY, Jeho-
vah's Witnesses in the Twentieth Century, U.S.A. 1979; ID., Jehvvah's Witnesses and the 
Q;uestivn vf Blovd, U.S.A. 1977. 
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La segunda es la secta conocida con el nombre de Christian 
Sdence (o también, Church oi Christ, Scientist). Fue fundada en 
Boston, en 1879, por Mary Baker Eddy, y hoy día tiene adeptos en 
más de cincuenta países, sobre todo de América y de Europa 
occidental. El alcance de su objeción es más extenso: creen que 
cualquier dolencia puede sanar exclusivamente mediante la oración, 
y consideran ilícito el recurso a los tratamientos médicos de manera 
generalizada (únicamente, algunos aceptan recibir analgésicos para 
mitigar el dolor) (4). 
Junto a ellas -como se comprobará más adelante-, aparecen 
otras actitudes de objeción, que responden a grupos religiosos meno-
res, o bien a convicciones individuales de conciencia, pero siempre 
con el factor común de hallarse enraizadas en creencias estrictamente 
religiosas, colectivas o personales. 
Aún dos advertencias deben cerrar esta introducción, antes de pa-
sar a la exposición del Derecho comparado y español sobre el tema. 
En primer lugar, no existe en estas líneas una pretensión de ex-
haustividad por lo que al panorama del Derecho comparado se refie-
re. Tal pretensión, aparte de inviable, sería de dudosa utilidad, ya que 
el objetivo -como antes se dijo- es aportar alguna luz que oriente el 
futuro legislativo y jurisprudencial interno en la materia. Lo cual 
reclama inevitablemente un talante selectivo en la recopilación y 
explicación del dato jurídico extranjero. Con mayor o menor acierto, 
nuestra intención ha sido escoger los elementos más representativos 
que muestran los ordenamientos pertenecientes a las dos grandes tra-
diciones jurídicas de Occidente: la continental-europea y la anglo-
americana (5). Y, partiendo de esos presupuestos, realizar un análisis 
4. Para una exposición más ponnenorizada, vid. mE CHRISTIAN SCIENCE PU-
BIlSHING SOCIETY, Questions and Answers on Christian Science, Boston 1974; ID., A 
Century o[ Christian Science Healing, Boston 1966. 
5. Queremos dejar aquí constancia de nuestro agradecimiento a las diversas penonas 
que nos han ayudado a obtener parte de la documentación relativa al Derecho extranjero: 
Dr. De Jorge (University of California, San Diego); Justice R.W. Fox, de la Federal Court of 
Australia, y su ayudante, Miss S. Rothner; Prof. E. Caparros (Univenité d'Ottawa); Dr. R. 
Villey (Paris); Prof.G. Lo Castro (Univenira di Roma); Herr T. Bronneke (Universitiít 
Gottingen); Prof. I. Mittenzwekk (Universitiít Koln). 
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particular -ahí sí pensamos haber sido exhaustivos- de la jurispru-
dencia española, todavía muy escasa, y prácticamente centrada en el 
sectorial aspecto de la responsabilidad judicial al ordenar la aplica-
ción de un tratamiento médico contra la voluntad de un adulto o de 
los parientes de un menor. 
En segundo lugar, no ha sido nuestro intento realizar aquí una 
construcción fundamental o dogmática de la objeción de conciencia 
considerada en su conjunto. Nuestras ideas básicas a este respecto ya 
las hemos escrito en anteriores trabajos. Y no es que estimemos esa 
tarea innecesaria, o de poca importancia. Sucede que la complejidad 
del fenómeno denominado objeción de conciencia, y la diversidad de 
sus manifestaciones, hace imposible subsumir su tratamiento jurídico 
en una serie de reglas generales, aplicables de manera arquetípica a 
los conflictos concretos que la experiencia plantea. Por ello, nos pa-
rece imprescindible -antes de acometer ese importante objetivo-, 
dedicar un prolongado empeño a examinar el variado panorama con-
flictual de las objeciones de conciencia que revelan tanto el Derecho 
español como, sobre todo -por su mayor pluralismo-, el Derecho 
comparado. Aunque, naturalmente, esa opción metodológica no es 
incompatible con la conveniencia de incluir aquí algunas conclusio-
nes valorativas sobre el específico caso de la objeción de conciencia 
a tratamientos médicos: a ellas dedicamos las últimas páginas de este 
estudio. 
II. AREA ANGLOAMERICANA 
Cuando nos referimos a un país perteneciente al área angloameri-
cana, estudiar algún aspecto del ordenamiento jurídico significa, fun-
damentalmente, realizar un análisis jurisprudencial. En efecto, en la 
tradición jurídica de la Common Law puede decirse que la legislación 
aisladamente considerada tiene un valor relativo: lo importante es la 
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interpretación de los textos legales que lleva a cabo la jurispruden-
cia (6). 
Tal afirmación, con respecto al objeto de este trabajo, resulta par-
ticularmente cierta en el caso de los Estados Unidos, por el hecho de 
que no existe legislación federal (ni, prácticamente, tampoco estatal) 
que contemple específicamente la objeción de conciencia a trata-
mientos médicos. La doctrina judicial de ese país -abundante- se 
ha elaborado al hilo de la interpretación de las libertades constitucio-
nales contenidas en el Bill of Rights, y entre ellas, de modo singular, 
el derecho al free exercise of religion reconocido en la primera en-
mienda (7). 
Dentro de los estudios de Derecho comparado sobre la objeción 
de conciencia a tratamientos médicos, además, es especialmente nota-
ble el interés que ofrece la jurisprudencia norteamericana. En primer 
6. Entre las exposiciones generales del sistema de la Common Law más asequibles en 
nuestro país, pueden citarse: R. DA VID, Los grandes sistemas jurídicos contemporáneos, 
Madrid 1969; O. RABASA, El Derecho angloamericano, 2a. ed., México 1982; R. POUND, 
El espíritu del "common law", Barcelona 1954; A. COSSIO y CORRAL, La concepción 
anglosajona del Derecho, en "Revista de Derecho Privado" (1947), pp. 233·254. 
7. La primera enmienda a la Constitución norteamericana establece: "Congress 
shall make no law respecting an establishment of religion, or .prohibiting the free exercise 
thereof .•• ". Tradicionalmente, la doctrina y jurisprudencia estadounidense han distinguido 
dos cláusulas -llamadas religion clauses- en ese texto: la establishment clause, que instaura 
el separatismo como sistema de relaciones entre religión y Estado, y la free exercise clause, 
que garantiza el derecho de libertad religiosa de los ciudadanos. 
Entre la doctrina europea que ha estudiado la jurisprudencia norteamericana en esta 
materia, son bien conocidos los tres trabajos de F. ONIDA: n separatismo nella giurispru-
denza degli Stati Uniti, Milano 1968 üunto con N. CAPPONI, L.A. MISSIR y V. PARLA-
TO) ; UguaglÚlnza e liberta religiosa nel separatismo statunitense, Milano 1970; y Separatis-
mo e liberta religiosa negli Stati Uniti (degli anni sessanta agli anni ottanta), Milano 1984. 
Desde un punto de vista histórico, vid. M. TEDESCHI, Alle radici del separatismo america-
no, en "n Diritto EccIesiastico" (1984), pp. 83-118. 
Por lo que se refiere a la doctrina española, vid. J. MARTINEZ-TORRON, La objeción 
de conciencÚl en la jurisprudencia del Tribunal Supremo norteamericano, en "Anuario de 
Derecho Eclesiástico del Estado" (1985), pp. 395-458; R. NAVARRO-VALLS, La objeción 
de conciencÚl al aborto: Derecho comparado y Derecho español, en "Anuano de Derecho 
Eclesiástico del Estado" (1986), pp. 257-310; G. MORAN, La protección jurídica de la li-
bertad religiosa en U.S.A., Santiago de Compostela 1988 (en prensa). 
En esas obras pueden encontrarse abundantes referencias a la amplísima bibliografía 
estadounidense al respecto. 
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lugar -consecuencia del inusitado pluralismo religioso-, por la canti-
dad y diversidad de situaciones conflictuales que se producen, recla-
mando la intervención de los órganos judiciales; lo cual contrasta con 
la limitada experiencia europea, habituada a conocer solamente su-
puestos -escasos- relativos a transfusiones de sangre. En segundo lu-
gar, por esa tensión, tan típica del Derecho estadounidense, entre el 
extremado respeto de las libertades individuales y el firme manteni-
miento de ciertos principios sociales considerados inderogables, que 
lleva a la jurisprudencia a la continua búsqueda de un equilibrio nada 
fácil de lograr. A esos dos factores habría que añadir la gran claridad 
expositiva y la riqueza de matices que se encuentra normalmente en 
las sentencias dictadas por los tribunales americanos, con indepen-
dencia de la valoración que personalmente merezca el acierto de la 
decisión en cuan to al fondo del problema. 
Eso explica que, bajo este epígrafe, la mayor parte del espacio se 
dedique a la realidad jurídica norteamericana. Junto a ello, también 
se han incluido referencias a aquellos países anglosajones de los que 
hemos podido obtener alguna documentación: Australia y Canadá. 
Aunque, como se verá, poco aportan estos últimos datos a las líneas 
diseñadas por la jurisprudencia estadounidense. 
1. Estados Unidos de América 
1.1. Introducción 
Ya se ha dicho que, en los Estados Unidos, no existe propiamente 
legislación específica sobre la objeción de conciencia a los tratamien-
tos médicos. La elaboración de esta parcela del ordenamiento jurídi-
co americano es casi exclusivamente jurisprudencial, tomando como 
punto de partida las libertades constitucionales protegidas (8). 
8. Entre la bibliografía norteamericana específicamente centrada en esta materia, 
vid. el completo trabajo de H.L. lfiRSH-H. PHIFER, The Interface of Medicine, Religion 
and the Law: Religious Objections to Medical Treatment, en "Medicine and Law" (1985), 
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Se trata, además, de una doctrina judicial emanada de diversas 
cortes estatales o federales (9), ya que, hasta el momento, ninguno de 
los casos ha llegado hasta el Tribunal Supremo Federal. Sin embargo, 
a pesar de la independencia que poseen los tribunales de los diversos 
estados de la Unión, o de los distintos circuitos federales, puede ob-
servarse una cierta uniformidad de criterios de decisión. Uniformidad 
que, en buena medida, se debe a que la jurisprudencia de la Corte 
Suprema sí ha determinado los principios básicos que los demás tri-
bunales han adoptado como guía para la resolución de esta clase de 
conflictos; de hecho, esa jurisprudencia del Supremo es frecuente-
mente citada por los tribunales inferiores cuando se enfrentan a un 
rechazo de tratamientos médicos o de intervenciones quirúrgicas. In-
teresa dejar aquí constancia -aun sucintamente- de cuáles sean esos 
principios que constituyen como el trasfondo de las sentencias que 
posteriormente se analizarán_ 
El primero de ellos es el respeto del derecho al libre ejercicio de 
la reHgión, contenido en una de las llamadas "cláusulas religiosas" 
-la free exercise clause- de la primera enmienda a la Constitución. 
Desde antiguo, el Tribunal Supremo ha señalado inequívocamente 
que la libertad de creer (freedom to belz'eve) es aboluta, pero que la 
libertad de comportamiento según las creencias (freedom to act) es 
relativa, y limitable por el poder público (10). En cuanto a las cir-
cunstancias que legitiman una limitación estatal a la libertad religiosa, 
la jurisprudencia de la Corte Suprema ha evolucionado, desde la nece-
sidad de un peligro evidente e inminente para el interés público (cri-
pp. 121-139. Relativo a un ámbito temático más restringido, vid. M.L. MOORE, Their life 
is in the blood: Jehova's Witnesses, bloodtransfusions and the courts, en "Nortb Kentucky 
Law Review" (1983), pp_ 281-304. 
9. Para una detallada comprensión del sistema judicial norteamericano, vid. J.F. 
SPANIOL, The United States Courts. Their jurisdiction and work, Washington D.C. 1982. 
Una sintética exposición del sistema puede verse en el citado artículo de R. NA V ARRO-
VALLS, pp. 278-279, así como en A. FARNSWORTH, An introduction to the legal system 
ofthe United States, 2a. ed., New York 1983, pp. 33-40. 
10. Cfr. la sentencia Reynolds v. United States, 98 U.S. 145 (1879), relativa a la 
prohibición legal de la poligamia practicada por los mormones. 
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terio del clear and present danger) (11), hasta la simple exigencia de 
un interés prevalente del Estado (criterio del compellt"ng state 
interest) (12). Lo cual lleva a realizar, en cada caso singular, un ba-
lancing test que determine cuál de los intereses en juego predomina 
sobre el otro: si el derecho al libre comportamiento religioso o el 
interés público afectado. 
En segundo lugar, e Íntimamente relacionado con el anterior, se 
encuentra el derecho de los padres sobre la educación y el modo de 
vida de sus hijos menores, unido al derecho de ambos a practicar li-
bremente su religión. Un derecho que no es absoluto, sino que es 
también susceptible de sufrir la intervención del Estado (13). El fun-
damento que la doctrina judicial atribuye a esa limitabilidad es el in-
terés público del Estado en relación con la vida, la salud y el bienes-
tar de los menores, y la consiguiente autoridad que corresponde al 
Estado como parens patriae: autoridad que puede ser ejercida por 
encima de la paterna cuando esos bienes están en peligro. Ese plan-
teamiento se expresa con particular fuerza en el caso Prince, donde 
afirma el Tribunal Supremo: "Ni los derechos de la religión ni los 
derechos de la paternidad están exentos de limitación. Cuando actúa 
en salvaguarda del interés general en el bienestar de la juventud, el 
estado, como parens patriae, puede restringir el control de los padres 
( ... ). Su autoridad no es anulada simplemente porque los padres apo-
yan en la religión o en la conciencia su reclamación para controlar el 
modo de conducta del menor ( ... ). El estado tiene un amplio margen 
de potestad para limitar la libertad y autoridad de los padres en mate-
rias que afectan al bienestar del hijo; yeso incluye, en cierta exten-
sión, cuestiones de conciencia y de convicción religiosa" (14). 
11. Ese criterio fue empleado por vez primera en una sentencia concerniente a la liber-
tad de expresión: Schenck v. United S tates. 249 U.S. 47 (1919). De ahí se extendería poste-
riormente al tratamiento jurídico de los problemas conectados con la libertad religiosa. 
12. Cfr. Sherbertv. Vemer. 374 U.S. 398 (1963). 
13. Cfr. las sentencias Pierce v. Society o{ Sisters, 268 U.S. 510 (1925), West Virginia 
State Board o{ Education v. Bamette. 319 U.S. 624 (1943), Prince v. Massachusetts. 321 
U.S. 158 (1943), Wisconsin v. Yoder, 406 U.S. 205 (1972). 
14. Prince v. Massachusetts, 321 U.S. 158, at 166-167 (1943). Poco más adelante, el 
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Un tercer derecho que incide en la resolución de estos casos es el 
derecho a lo que podría llamarse intimidad familiar o marital, consi-
derado como un escudo que protege el ámbito familiar de decisiones 
frente a la intrusión del Estado. De modo claro, el right to marz"tal 
privacy se determina en la sentencia Griswold v. Connecticut, en la 
cual se explica que, aun no estando expresamente reconocido en el 
texto constitucional, el right to privacy se halla como "en la penum-
bra" del Bill of Rights, en el sentido de que es uno de los derechos 
que resultan precisos para hacer realmente efectivas las libertades 
explícitamente consignadas en la Constitución (15). 
Junto a ello, un punto nuclear en las decisiones que aquí se ex-
pondrán es el indiscutido derecho sobre el propio cuerpo, que com-
porta la ilegitimidad de cualquier intervención médica sobre el cuer-
po de un adulto sin el consentimiento de éste. La formulación más 
neta de este principio, en la segunda década del siglo, fue llevada a 
cabo por el Tribunal de Apelación de Nueva York, en sentencia re-
dactada por Cardozo (más tarde, uno de los' más prestigiosos magis-
trados del Tribunal Supremo estadounidense), y posteriormente 
aceptada por la en tera jurisprudencia norteamericana, como lo mues-
tran las frecuentes citas que de ella hacen los tribunales estatales y 
federales (16). 
A continuación se examina Una selección de las sentencias nortea-
mericanas relacionadas con la objeción de conciencia a tratamientos 
médicos: aquellas que nos han parecido más representativas de entre 
las numerosas decisiones en esta materia. En cuanto a la sistemática 
de exposición, hemos preferido, no tanto detallar una serie de princi-
tribunal añade enfáticamemnte: "Parents may be free to become martyrs themselves. But it 
does not follow they are free, in identical circumstances, to make martyrs of their children 
befare they have reached the age of full and legal discretion when they can make that 
choice for themselves" (ibid., 170). El caso no se refería a tratamientos médicos, sino a una 
menor que -acompañada de su tutora legal- había vendido revistas de los testigos de Jeho-
vá, contrariando una ley de Massachusetts que prohibía la venta de periódicos en la vía pú-
blica a los varones menores de 12 años y a las mujeres menores de 18. 
15. Griswold v. Connecticut, 381 U.S. 479 (1964). El caso se refería a la inconstitu-
cionalidad de una ley del estado de Connecticut que declaraba punible el uso de medicamen-
tos o artículos contraceptivos. 
16. Schloendorftv. Society ofNew York Hospitol, 211 N.Y.125 (1914). 
173 
R. NA VARRO- VALLS,]. MARTINEZ-TORRON y M.A.]USDADO 
pios generales -coordinados de manera lógica- que pueden ex traerse 
de las sentencias elegidas, sino utilizar un procedimiento más acorde 
con la tradición angloamericana, Es decir, analizar las sentencias por 
separado, aglutinándolas sobre la base de las distintas species lacti y 
de las reclamaciones que se realizan ante el órgano judicial competen-
te. Lo cual nos lleva a dividir el contenido de las páginas siguientes en 
tres apartados que contemplan, respectivamente: la legitimidad de 
una actuación judicial dirigida a ordenar la ejecución de un trata-
miento médico rechazado por un enfermo; los casos en que se cues-
tiona la responsabilidad criminal de quienes permitieron la muerte de 
otra persona por no procurarles el tratamiento médico que hubiera 
sido necesario; y los supuestos en que la objeción de conciencia a una 
intervención médica provoca una situación que el afectado califica de 
discriminatoria. 
1.2. La legitimidad de la imposición judidal de un tratamz'ento 
médico 
El planteamiento básico de la jurisprudencia americana es que, 
ante el rechazo de un tratamiento médico, debe respetarse la opción 
libremen te elegida por la persona -aun con riesgo para su vida-, 
salvo que la presencia de un interés público de mayor peso reclame 
que pueda ordenarse judicialmente la intervención. Desde ese punto 
de vista, el enjuiciamiento del tribunal se reduce a una labor pruden-
cial de equilibrio de intereses, determinando cuál debe prevalecer en 
el caso concreto. En tal sentido, es posible distinguir principalmente 
cuatro tipos de situaciones. 
a) Adulto capaz y sz'n hzjos: los casos Schloendorll y Matter 01 
Melideo 
El punto de partida lo constituye la afirmación del derecho del 
adulto sobre su propio cuerpo, realizada inequívocamente en 1914 
por el Tribunal de Apelación de Nueva York en la sentencia -antes 
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aludida- Schloendorllv. Society 01 New York Hospital (17). Lo que 
que se contempla en ese caso no es una objeción de conciencia, sino 
una simple negativa a sufrir una intervención quirúrgica. 
Los hechos muestran que a Mary E. Schloendorff, al ser asistida 
en el hospital de una dolencia estomacal, se le descubre un tumor 
fibroso. Los médicos que la atienden le explican la necesidad de pro-
ceder a un examen bajo anestesia para confirmar el diagnóstico. La 
paciente consiente en ello, expresando a la vez que se niega radical-
mente a sufrir cualquier operación. En lugar de un simple examen, y 
estando inconsciente por los efectos de la anestesia, le fue extirpado 
el tumor. En el período postoperatorio se le produjo una gangrena en 
el brazo izquierdo, que motivó la amputación de varios dedos yalgu-
nos días de intensos dolores. En consecuencia, Schloendorff reclama 
judicialmente una indemnización al hospital. 
En la sentencia, el juez Cardozo declara que "todo ser humano 
adulto y en sus facultades men tales tiene el derecho a. determinar lo 
que debe hacerse con su propio cuerpo; y un cirujano que efectúa 
una operación sin el consentimiento del paciente comete assault (18), 
y es, por tanto, responsable por los daños". Y añade: "Eso es cierto, 
excepto en casos de emergencia, cuando el paciente ha perdido el co-
nocimiento y es necesario operar antes de que pueda obtenerse su 
consentimiento" (19). 
Esa doctrina general, basada.primariamente en el derecho sobre 
el propio cuerpo, se ve reforzada en los casos en que el tratamiento 
médico es rechazado por una objeción de conciencia fundada en mo-
tivos religiosos: entonces entra en juego, además, la libertad de reli-
gión específicamente protegida por la primera enmienda constitucio-
17. 211 N.Y. 125, 105 N.E.92. 
18. El ténnino assault indica un concepto jurídico anglosajón, .de significado multi· 
forme, que no tiene una noción correlativa exactamente equivalente en castellano. La tra· 
ducción más adecuada tal vez sería ·'agresión". 
19. A pesar de confirmar que en este caso se ha producido trespass, el tribunal de 
Nueva York absolverá al hospital de toda responsabilidad, porque -al tratarse de una insti- · 
tución de beneficiencia- se estima que no hay propiamente una relación laboral empresario-
trabajador entre el hospital y el médico; la responsabilidad sería tan sólo de este último. 
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nal. Así queda patente, entre otros, en el caso Matter of Melideo, de-
cidido por la Corte Suprema de Nueva York en 1976 (20). Kathleen 
Melideo, casada, de 23 años, sufría una hemorragia uterina a conse-
cuencia de una operación. El descenso del nivel de hemoglobina ha-
cía previsible que fuera necesario, en un futuro próximo, realizar una 
transfusión de sangre. Esta posibilidad había sido expresamente re-
chazada -incluso por escrito- tanto por Kathleen como por su ma-
rido, ambos testigos de Jehová. Por esa razón, el centro hospitalario 
recurre al tribunal solicitando autorización para efectuar la transfu-
sión, si ésta se estimara indispensable pan;l salvar la vida de la pacien-
te. 
La corte deniega la solicitud con un razonamiento claro y lineal, 
apoyado en la jurisprudencia anterior. Tras recordar la regla general 
fijada en Schloendorff (21), afirma que no pueden ordenarse judicial-
mente transfusiones de sangre contra los deseos de un adulto que las 
rechaza por sus creencias religiosas, en tanto no se pruebe la existen-
cia de un compellíng state ínterest que justifique la intromisión. De 
otro modo, esa orden judicial violaría la free exercíse clause de la pri-
mera enmienda. 
Ese "interés prevalen te del estado" -prosigue la sentencia-
puede encontrarse cuando el tribunal asume la responsabilidad de la 
tutela de un paciente que no es compos mentís; o bien cuando se 
halla en peligro el bienestar de los hijos, lo cual autoriza la imposi-
ción judicial de cuidados médicos necesarios para salvar la vida de 
una madre con hijos pequeños, o incluso la de una mujer embaraza-
da. En el presente caso, sin embargo, no se da ninguna de esas cir-
cunstancias: la enferma es plenamente capaz, no está encinta, y no 
tiene hijos. Por tanto -concluye-, su decisión de no someterse a una 
transfusión debe ser respetada, incluso ante la certeza de que morirá. 
En parecidos términos se habían expresado anteriormente las 
20. 390 N.Y.S. 2d 523 (1976). 
2l. Vid. también, en el mismo sentido, Erickson v. Dilgord, 44 Misc.2d 27, 252 
S. 2d 705; Canterbury v. Spence, 150 U.S. App. D.C. 263, 464 F. 2d 772. 
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sentencias de los casos In re Brooks' estate (22) y Holmes v. Silver 
Cross Hospital (23), decididos, respectivamente, por la Suprema 
Corte de Illinois y por un tribunal federal de distrito (N.D. Illinois, 
E.D.). En la segunda, además, se añade un matiz interesante. Se 
afirma que, ciertamente, es posible restringir el libre ejercicio de la 
religión por un interés público. Pero ha de tratarse de un "interés 
sustancial" (substantial state interest), y no de un mero motivo 
razonable, por la especial protección que otorga la primera enmienda 
a la Constitución (24). Es decir, parece indicarse con mayor claridad 
la idea -implícita en Melideo- de que, cuando el rechazo del trata-
miento tiene lugar por razones religiosas, se acentúa la necesidad de 
un interés público suficientemente cualificado como para contrariar 
la voluntad del enfermo, amparada en un derecho específicamente 
garantizado por el primer artículo del Bill o[ Rights. Hasta qué punto 
llega esta exigencia, podrá comprobarse más adelante, al exponer el 
caso Osborne. 
Hemos visto cómo la sentencia Matter o[ Melideo enumera una 
serie de circunstancias que pueden legitimar la imposición judicial de 
un tratamieno médico a un adulto. Las examinaremos en los epígra-
fes siguientes. Aparte de ellas, parece claro que también las considera-
ciones de salud pública permiten obligar a un adulto a que reciba de-
terminados cuidados sanitarios. 
Así se desprende de la resolución del Tribunal Supremo federal 
en el caso Jacobson v. Massachusetts (25). El Comité de Salud Pública 
de Cambridge, de conformidad con la legislación vigente en el estado 
de Massachusetts, había decretado la vacunación obligatoria contra la 
viruela para los habitantes de esa ciudad. Henning Jacobson se niega 
a hacerlo, no por motivos de conciencia, sino por temor a los peligros 
22. 32 Ill. 2d 361,205 N.E. 2d 435 (1965). 
23. 340 F. Supp. 125 (1972). 
24. Se dice textualmente: "Before the state may restriet a penon's religious beliefs, it 
must proffer some substantial interest it elaims to possess whieh must be proteeted even 
at the eost of restrietion of the free exercise of religionby its citizens ( .•. ). A state's re-
strietion on the free exercise of religion may not be upheld merely because lome rational 
bada exists therefor; First Amendment rights do not rest on lueh slender grounds" (340 
F. Supp. 125, at 129·130). 
25. 197 U.S. 11,25 S. Ct. 358 (1905). 
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que -en su opinión- se derivan de la vacuna. La Corte Suprema re-
chaza sus alegatos, insistiendo en que los derechos de libertad no son 
absolutos, sino que admiten restricción en aras del bien social. Resul-
ta indudable que son legítimas esas restricciones a la libertad, por ra-
zones de salud pública, aun cuando se trate de la libertad religiosa; 
de hecho, así lo afirmaría de modo incidental el propio Tribunal Su-
premo, casi cuarenta años más tarde (26). 
b) Adulto con hzjos: In re Osborne 
La resolución del caso Matter of Melideo aludía a la existencia de 
hijos de menor edad, dependientes del enfermo, como una de las ra-
zones que podían justificar la imposición de un tratamiento médico, 
por parte de un tribunal, co~tra la voluntad expresa de un adulto, 
cuando ese tratamiento resultaba imprescindible para salvar su vida 
Dicho de otro modo, la importancia de asegurar a esos hijos unas 
adecuadas condiciones materiales de vida, y el ambiente familiar ne-
cesario para su educación, se considera un interés público suficiente-
mente compelling como para neutralizar una acción en principio pro-
tegida por el derecho de libertad religiosa. 
La cuestión aparece habitualmente incontrovertida para la juris-
prudencia norteamericana, que suele interpretar, además, en sentido 
amplio la noción de "hijo dependiente". Incluso se llega a ordenar la 
intervención quirúrgica sobre una madre embarazada, con objeto de 
impedir la muerte del hijo no nacido que se derivaría del fallecimien-
to de la madre (27). 
26. Concretamente, en la sentencia Prinee, antes citada, que afirma: "Thus, he (the 
parent) cannot claim freedom from compulsory vaccination for the child more than for 
himself on religious grounds. The right to practice religion freely does not include liberty to 
expose the community or the child to communicable disease" {321 U.S. 158, at 166-157). 
27. Cfr. Applieation 01 the President and Direetors 01 Georgetown CoUege, Ine., 331 
F. 2d 1000 (D.C. Cir. 1964), Raleigh-Fitkin-Paul Morgan Memorial Hospital v. Andf!TSOn, 
42 NJ. 421, 201 A. 2d 537 (1964), John F. Kennedy Memorial Hospital v. Heston, 58 NJ. 
576,279 A. 2d 670 (l971),/n re Baby Doe, N.E. 2d (1979: no publicado), In the matter 01 
01 an unnamed "inlant", child 01 Cheryl and Anthony Lancaster, No. C121-4104, Court of 
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Una decisión, no obstante, se aparte de esa regla general, 
mostrando el grado de protección concedido por la jurisprudencia a 
la objeción de conciencia a tratamientos médicos. Se trata del caso 
In re Osbome, en el que se rechaza la petición de un hospital, rela-
tiva a tina autorización judicial para practicar una transfusión de san-
gre a un miembro de los testigos de Jehová (28). 
El paciente -Charles P. Osborne- era un varón de 34 años, casa-
do y con dos hijos. Había sido ingresado en el Cafritz Memorial 
Hospital, de Washington, por sufrir diversas heridas y una hemorragia 
interna que le había originado un árbol al caer sobre él. Considerando 
imprescindible una transfusión, y al negarse a ello tanto el paciente 
como su esposa, el hospital se dirige a la Superior Court, solicitando 
que nombre un guardzoan a efectos de otorgar consentimiento a la 
transfusión en lugar de Osborne. Desestimada la solicitud, el hospital 
recurre ante la Corte de Apelación del Distrito de Columbia, que 
confirmará la sentencia anterior. 
El tribunal de apelación realiza un juicio basado en el análisis de 
dos cuestiones. La primera de ellas es si · el enfermo ha rechazado la 
transfusión de sangre estando en plenas facultades mentales y con un 
adecuado conocimiento de la situación. Los hechos muestran que ha 
sido así: es completamente consciente de que su vida está en peligro, 
y es él mismo -no su familia- quien efectúa la elección, comprobán-
dose que su estado no había sido debilitado ni por las dolencias ni 
por los fármacos administrados. En relación con esto -de un modo 
"adicional" ,dice la corte-, se hace notar que sus convicciones reli-
giosas son absolutamente firmes: considera que el obligado someti-
miento a una transfusión repercutiría inevitablemente de manera ne-
gativa -e irreparable- en su vida religiosa (privándole de la posibili-
Chancery for the State of Delaware, August 21 (1981). Las dos últimas sentencias están 
tomadas del citado trabajo de H.L. IDRSH-H.PHIFER, pp. 131 Y 128. 
No deja de llamar la atención el rigor con que algunas de estas sentencias contemplan 
el interés público en la conservación de la vida del no nacido, que contrasta con el enfoque 
de la cuestión observable en las sentencias del Tribunal Supremo norteamericano que libe-
ralizaron el aborto en ese país (vid., sobre estas últimas, el mencionado artículo de R. 
NAV ARRO-V ALLS, pp. 269 y ss.), 
28. 294 A.2d 372 (1972). 
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dad de salvación eterna), a pesar de la falta de adhesión de su volun-
tad a ese acto (29). 
La segunda cuestión se refiere a la even tual existencia de un 
"interés prevalente" del estado en mantener la vida de Osborne, to-
mando en consideración que tenía dos hijos de corta edad. El tribu-
nal declarará que, en este caso, no puede estimarse que el interés en 
el bienestar de los niños deba predominar sobre la conducta religiosa-
mente motivada: toda su familia está de acuerdo con su actitud (30), 
y las relaciones familiares son tan cercanas y cordiales, que parece 
asegurado tanto el sostenimiento material de los hijos como un ade-
cuado ambiente familiar para su educación. 
En consecuencia, la corte se muestra "incapaz de concluir que la 
intervención judicial sobre los deseos y creencias religiosas del pa-
ciente esté garantizada por nuestro Derecho". Y añade, en su última 
nota a pie de página, que, a pesar de sus escasas posibilidades de 
supervivencia, Osborne se recuperó y fue dado de alta por el hospital. 
b) Adulto incapaz: In re Boyd 
Los casos Osborne y Holmes, ya citados, ponen de relieve cómo 
los tribunales norteamericanos respetan el rechazo de tratamientos 
médicos por un adulto compos sui, aunque ese rechazo signifique un 
peligro inminente para su vida, especialmente cuando tal decisión 
esté fundamentada en sus personales creencias religiosas (31). Hasta 
tal punto llega el respeto de ese ámbito de libertad, que la Illinois Su-
29. La sentencia hace constar que Osbome creía finnemente que sería responsable an-
te Dios -perdería la salvación etema- si recibía una transfusión de sangre, aunque fuera de 
modo involuntario. Por contraste, se cita el caso United States v. George, de 1965 (2S9 F. 
Supp. 752): el paciente tenía una "conciencia clara", pero estima que la responsabilidad 
de la transfusión recaería sobre la conciencia del tribunal que la ordenase; es decir, no se 
resistiría ante un mandato judicial que impusiera la intervención. 
SO. De hecho, el padre de Osbome había muerto meses antes, por rechazar también 
una transfusión, y toda la familia sostuvo su decisión. 
SI. Para que un tribunal pueda imponer un tratamiento médico contra la decisión 
de un adulto enfenno mental, éste debe ler declarado legalmente incapaz. Cfr. Canterbury v. 
Spence, 150 U.S. App. D.C. 26S, 464 F. 2d 772 (1972). 
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preme Court afinnará -en el caso Brooks (32)- la imposibilidad de 
imponer un tratamiento prohibido por las convicciones religiosas de 
un enfenno que se muestra finnemente dispuesto a afrontar la muer-
te como consecuencia de su decisión, y ello incluso cuando las facul-
tades físicas y psíquicas del enfenno se encuentren tan debilitadas 
por la cercanía de la muerte que propiamente podría ser considerado 
como incapaz. 
El caso Brooks, no obstante, se refería a un adulto sin hijos, que 
previamente había realizado una elección clara sobre su futuro. En 
otras situaciones de emergencia, cuando un adulto -testigo de Je-
hová- con hijos menores había rechazado una transfusión de sangre 
y había sido declarado legalmente incapaz, los jueces ordenaron la 
transfusión para salvar su vida, basándose en la responsabilidad que 
corresponde al estado como parens patriae (33). O bien se pennitió 
la amputación de una pierna gangrenosa a un anciano diabético -67 
años- que no había ni autorizado ni rechazado la operación, y al 
cual se estimaba incapaz mentalmente de otorgar su consentimiento 
a la misma (34). 
El planteamiento jurisprudencial, sin embargo, es diverso por lo 
que concierne a supuestos en los que el tratamiento médico en cues-
tión no tiene por objeto preservar la vida del paciente: entonces re-
sulta más difícil apreciar la existencia de un compelling state interest 
que legitime la imposición de un tratamiento no expresamente con-
sentido por el enfenno, aunque éste haya sido declarado legalmente 
incapaz. Ciertamente, encontramos una decisión de un tribunal de 
pelación del estado de Nueva York en la que se admite tal imposi-
32. In re Brooks, 32 Il1.2d 361, 205 N.E.2d 435 (1965). 
33. Cfr. Application o[ the President and Directors o[ Georgetown College, Inc., 118 
U.S.App. D.C. 80,331 F. 2d 1000 (1964), John F. Kennedy Memorial Hospital v. Heston, 
58 NJ. 576, 279 A. 2d 670 (1971). 
34. Cfr. In the matter o[ Schiller, 372 A. 2d 360 (1977). Dos psiquiatras testificaron 
que el anciano era incapaz de entender plenamente su condición física, y de comprender que 
la amputación era necesaria para salvar su vida. Naturalmente, los motivos religiosos están 
ausentes en este caso: se ventila únicamente la legitimidad de una orden judicial que' impone 
una intervención quirúrgica no autorizada por el paciente. 
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ción (35). La corte afinnó que un juez puede autorizar al director de 
un centro psiquiátrico para realizar una operación a un enfenno men-
tal, con objeto de aliviar un hidrócelo masivo: cuando los hechos 
muestran la acucian te necesidad de una operación para eliminar un 
grave malestar en un incapaz mental, los tribunales pueden dar esa 
autorización, especialmente cuando no existe un pariente próximo en 
condiciones de otorgar su consentimento en lugar del paciente_ 
Sin embargo, en casos menos claros, la jurisprudencia norteameri-
cana tiende a ser más restrictiva, como lo muestra una sentencia de la 
Supreme Judicial Court de Massachusetts (36), relativa a un incapaz 
mental, enfenno tenninal, aquejado de leucemia mieloblástica mono-
cítica. El tratamiento que se solicitaba era quimioterapia, pero no 
con el propósito -imposible- de salvar al paciente, sino únicamente 
de prolongar su vida. El tribunal decidió la controversia recurriendo a 
la doctrina del substituted judgement, cuya finalidad es detenninar la 
opción que habría tomado la persona enferma si hubiera estado en 
sus facultades mentales. En este caso, se estimó que el enfenno 
habría rechazado la quimioterapia, y que su voluntad -presunta-
debía respetarse. 
Dentro de esta línea, el caso In re Boyd (37) es el que ofrece ma-
yor interés, por contemplar el rechazo de un tratamiento médico no 
necesario para salvaguardar la vida, motivado por las creencias religio-
sas de la paciente, y por los complejos matices de la sentencia dictada 
por la Court 01 Appeals del distrito de Columbia, que detalla los 
criterios que han de seguirse al aplicar la doctrina del substituted 
judgement. 
La situación de hecho es la siguiente. En marzode 1977, Lucille 
Boyd -de 67 años de edad-- fue ingresada por su hijo en un hospi-
tal, en circunstancias de emergencia: durante las últimas semanas se 
había comportado de manera irracional y, en ocasiones, peligrosa. 
Desde el momento de su admisión en el centro hospitalario, la con-
ducta de la señora Boyd fue a menudo irracional e incoherente, agra-
35. In the matter 01 Strauss, 391 N.Y.S. 2d 168 (1977). 
36. Superintendent 01 Belchertown v. Saikewicz, 372 N.E. 2d 435 (1977). 
37. 403 A. 2d 744 (1979). 
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vada con abundancia de alucinaciones auditivas. Su estado oscilaba 
entre ser agresivo y cataléptico, e incluso llegó a negarse a comer du-
rante tres meses, debiendo ser alimentada mediante sonda. Los médi-
cos diagnosticaron que sufría esquizofrenia, o bien algún síndrome 
cerebral orgánico causado por neurosífilis o por alguna enfermedad 
degenerativa del cerebro asociada a su avanzada edad. En cualquier 
caso, se le recetó la administración de drogas pSÍtótropas, con objeto 
de tranquilizarla y reducir el nivel de alucinaciones. 
Boyd, sin embargo, al ser internada, había manifestado que no 
aceptaría medicación alguna, como había hecho desde dos años 
antes, a partir de su vinculación con la secta llamada Christian 
Science (38). Como esa actitud se mantení~, el hospital inició los 
procedimientos judiciales pertinentes, que condujeron a que la pa-
ciente fuera declarada legalmente incapaz por enfermedad mental, 
y a que se decretase su internamiento en un centro apropiado para 
que pudiera recibir los oportunos cuidados médicos. Tras descartarse 
la posibilidad de que Mrs. Boyd fuera confiada a una institución 
dependiente de la Christian Scz"ence (39), se ordenó judicialmente 
que permaneciera por tiempo indefinido en el Saint Elizabeths Hos-
pital -donde se encontraba-, autorizando al hospital a suministrarle 
la medicación que considerase necesaria, La anciana apela contra esa 
decisión, alegando su derecho de libertad religiosa, protegido por la 
primera enmienda constitucional (40). 
38. Cuando fue hospitalizada, y declaró su tajante rechazo a recibir cualquier clase de 
medicación, dos capellanes del hospital mantuvieron una larga entrevista con ella, y confir-
maron que su fe religiosa respondía realmente a la doctrina de la Christian Science. Antes de 
ingresar en esa secta, en 1975, Mrs. Boyd había sido miembro activo de una iglesia 
pentecostal. A partir de su condición de christian scientist, informó a su hijo que se había 
curado de sus anteriores problemas para recuperarse de una histerectomía, añadiendo que 
no creía en los medicamentos, y que no los aceptaría debido a sus creencias religiosas. 
39. El único centro asequible de esa secta sólo admitía pacientes que estuviesen bajo 
el cuidado activo de un médico perteneciente a la Christian Science, y en aquellos momentos 
no pudo encontr~e una persona de esas caracteristicas que fuera aceptada por la señora 
Boyd. 
40. Junto a ello, alega otros motivos, como el derecho a la privacy y el derecho a 
disponer de su propio cuerpo. Sin embargo, no impugna la declaración judicial de incapaci-
dad por enfemedad mental. El tribunal de apelación afirma expresamente que, a la vista de 
su decisión relativa a la libertad religiosa de la paciente, considera innecesario analizar los 
además argumentos. 
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A la vista de los hechos, el Tribunal de Apelación del distrito de 
Columbia delimita el problema en los siguientes términos: se trata de 
decidir si, en ausencia de peligro para la vida, una corte judicial puede 
ordenar la administración de psicofármacos a una persona declarada 
incapaz, cuando esa persona había rechazado -mientras tenía capa-
cidad- cualquier clase de tratamiento médico, basándose en sus 
creencias religiosas (41). 
La respuesta -ampliamente fundamentada en la jurisprudencia 
anterior, estatal y federal- parte de una afirmación intangible: salvo 
que se demuestre la existencia de un compelling state in terest, la 
libertad religiosa reconocida por la Constitución ampara el derecho 
del individuo a rehusar un tratamiento médico, incluso en situaciones 
de vida o muerte. "La cuestión esencial, por tanto -precisa el tribu-
nal-, es cómo la incapacidad de la persona afecta al ejercicio de los 
derechos contenidos en la primera enmienda". Un tipo de solución 
-continúa la sentencia- es la que proporcionan algunas decisiones, 
en las que se autoriza una transfusión de sangre -contra la oposición 
de los parientes- a un testigo de Jehová que no estaba lúcido en el 
momento de realizar la elección: ahí se ejercita la autoridad del Esta-
do como parens patriae, para salvar la vida de la persona (42). Pero 
en el el caso presente -razona la corte- falta el factor de emergencia 
-evitar la muerte- que a veces mueve a un tribunal a infringir las 
convicciones religiosas del enfermo. Lo cual matiza el modo de de ter-
41. Tal como lo formula el tribunal, el planteamiento parece a primera vista impeca-
ble. Pero, observado más atentamente, puede detectarse un cierto fonnalismo en lo que a 
la incapacidad se refiere. Como se comprobará, la sentencia da por supuesto que no existe 
incapacidad mental de Boyd antes de que así se declare judicialmente. De modo que las deci-
siones tomadas por la enferma antes de la declaración se consideran como provenientes de 
una persona compos sui. Una visión menos fonnalista de la situación, sin embargo, podría 
conducir a estimar esas decisiones como viciadas por una incapacidad real previa a su decla-
ración judicial. La cuestión no resulta superflua -se verá enseguida-, cuando se repara en 
sus implicaciones respecto a la doctrina del substituted judgement, tal como la elabora el 
tribunal. 
42. Expresamente se citan los casos, ya mencionados,Applicatioft 01 the President and 
Directors 01 Georgetown CoUege y ¡ohn F. Kennedy Memorial Hospital v. Heston. Como se 
vio, en esos casos estaba también presente el interés público en la protección de hijos meno-
res. 
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minar el "mejor interés" del incapaz, que siempre ha de buscar el 
juez en estas circunstancias: es decir, surge el interrogante de si es 
posible localizar ese "mejor interés" sin tener en cuenta la oposición 
al tratamiento por motivos religiosos. 
En relación con ello, la Court o[ Appeals se inclina indubitada-
mente por responder de manera negativa,y declara que, en situacio-
nes de no emergencia como ésta, debe realizarse un deliberación que 
siga las pautas de la llamada doctrina del substituted judgement. Es 
decir, el juez debe intentar encontrar la decisión que habría adoptado 
el incapaz si hubiera tenido capacidad propia para elegir (43). Aun-
que esa tarea supone buscar una voluntad de algún modo ficticia, el 
tribunal piensa que es el procedimiento más adecuado para este tipo 
de supuestos, "porque es el único camino -afirma- para prestar el 
debido respeto a la individualidad y dignidad de una persona que 
-mientras era capaz- ha expresado sus inequívocas, profundamente 
sentidas, e incluso sagradas preferencias, pero que ahora ya no tiene 
capacidad para decidir". 
La búsqueda, de cualquier manera, no es fácil. Por ello, la corte 
proporciona ciertos criterios que han de orientar la labor del juez en 
estas situaciones. Hay, en primer lugar, casos claros en los que ha de 
concluirse que el individuo rechazaría el tratamiento médico, presu-
poniendo que su vida no está en peligro. Son los que se producen 
cuando se cumplen tres condiciones: la persona, antes de su incapa-
cidad, ha rehusado absolutamente los cuidados médicos por motivos 
religiosos; los hechos muestran una fuerte adhesión a los principios 
de su fe; y no hay evidencia alguna de vacilación en el sujeto. 
En casos menos claros, el juicio del tribunal debe tomar en consi-
deración una serie de elementos. Primero,la naturaleza, intensidad y 
duración de la objeción de conciencia del paciente: debe precisarse si 
la objeción -suponiendo que es religiosa- responde a las creencias 
43. La doctrina del substituted judgement (juicio de sustitución), como hace notar 
la propia sentencia, nació en Inglaterra, con ocasión de casos relativos al patrimonio de in· 
capaces. De ahí se fue extendiendo a diversos supuestos en los que se trataba de suplir la 
voluntad de un incapaz. La sentencia cita expresamente el ya mencionado caso Sailcewicz, 
y el caso In re Quinlan, 70 NJ. 10,335 A.2d 647 (1976). 
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de una confesión fácilmente identificable en cuanto a sus postulados 
(como los testigos de Jehová o la Christian Science); si la actuación 
de la persona indica una firme convicción respecto a esas creencias; y 
si esa fe ha sido mantenida desde largo tiempo atrás -quizá por tradi-
ción familiar- o si, por el contrario, es más reciente, y fruto de una 
experiencia demostrable como es una conversión religiosa, lo cual 
justificaría que esas creencias se estimaran como inequívocas. Segun-
do, si la medicación que se rechaza puede desencadenar efectos 
secundarios de suficiente entidad como para impulsar a un enfermo 
capaz mental a rechazarla por motivos no de conciencia Y tercero, la 
posibilidad de curación o mejora: cuando el tratamiento no se dirige 
a salvar la vida -bien porque es imposible, o bien, como en este caso, 
porque la vida no está en peligro-, es lógico pensar que hay menos 
razones para que una persona resuelva aceptar una medicación en 
contra de sus conviCciones morales. 
Tras esa detallada exposición, la Court 01 Appeals -aunque 
pueda intuirse cuál sería su opinión- no decide el caso por sí misma, 
sino que lo reenvía para ulteriores procedimientos a la trz·al court que 
resolvió en primera instancia, para que falle de nuevo según los crite-
rios antes mencionados. Más en concreto, se indica que el tribunal in-
ferior ha de considerar los siguientes extremos. En primer lugar, si la 
apelan te con tinúa siendo incapaz. En segundo, si puede concluirse 
-por la doctrina del substituted judgement- que Mrs. Boyd rechaza-
ría el uso de psicofármacos. En tal caso, para poder ordenar judicial-
mentc el tratamiento, será necesario mostrar la presencia de un con-
creto compelling state interest que justifique la actuación contra los 
dcsc(¡s de la enferma, teniendo en cuenta, además, que -de probarse 
c;c in terés- el tribunal está obligado a decretar la forma de trata-
nlic.lto menos lesiva para la voluntad de la paciente. 
J{esulta patente el interés de la presente elaboración jurisp ru den-
el,,1 de la doctrina del subsÚtuted judgement aplicada a la objeción de 
C'.I\I ¡encia a tratamientos médicos, en la que se detecta la particular 
su. 31bilidad de la judicatura estadounidense hacia el respeto de las 
li IJI I1 ades individuales y. cn concreto, de la libertad religiosa. No obs-
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tan te, parece conveniente añadir dos observaciones al respecto. Por 
un lado, los riesgos que comporta la tarea de determinar la voluntad 
presunta de un incapaz, que no deja de ser siempre ficticia e inelu-
diblemente teñida de subjetivismo; tal vez por ello, en varios mo-
mentos la sentencia hace notar expresamente que sus apreciaciones 
se refieren a un caso -como el de Lucille Boyd- en el que no hay 
una vida humana en peligro. Por otro lado, no es posible ignorar la 
dificultad de emitir ese "juicio de sustitución", por cuanto no es fá-
cil precisar cuándo comienza la incapacidad mental del enfermo y, 
por consiguiente, hasta qué momento de la vida de esa persona pue-
den recabarse los datos que permitan reconstruir su voluntad presun-
ta ante la medicación; salvo que se adopte la óptica formalista -que 
consideramos errónea- de estimar que sólo puede hablarse de inca-
pacidad desde t:.l instante en que ésta es declarada judicialmente. 
d) Tratamientos médicos a menores 
Hemos constatado cómo, cuando un adulto se opone a sufrir 
cualquier clase de intervención médica, la regla general es que debe 
respetarse la decisión del individuo aunque eso suponga dejar que 
pierda la vida. Regla -también se ha visto- que es matizada por la 
jurisprudencia, en tanto que ciertas circunstancias tienen la virtuali-
dad de hacer surgir un interés público que justifique la imposición del 
tratamiento por mandato judicial: lo cual puede suceder, sobre todo, 
cuando concurre una incapacidad mental del enfermo, o la existencia 
de hijos menores que dependen de él. 
Esa regla general se invierte en los casos en que es un menor la 
persona que necesita el tratamiento. Basándose en la doctrina estable-
cida por el Tribunal Supremo en Prince v. Massachusetts, los tribuna-
les norteamericanos consideran habitualmente que el interés del esta-
do en el bienestar de los menores de edad -se presume que carecen 
de capacidad para decidir por sí mismos en tema tan trascendente-
predomina sobre la autoridad que poseen los padres en orden a 
acomodar la conducta de sus hijos a sus propias convicciones mora-
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les. Lo cual comporta que sea legítimo ordenar que se efectúe un tra-
tamiento o se suministre una medicación a un menor, contra el deseo 
explícito de los padres, siempre que se pruebe lo que constituye el 
lógico presupuesto del interés estatal: que abstenerse de actuar 
produciría un daño grave para esa persona (44). Punto clave, por tan-
to, en esta clase de procesos, es la prueba del peligro de muerte o del 
grave perjuicio para la salud del menor. 
Casos daros, es este sentido, son los que se refieren a objeciones 
de conciencia con tra transfusi ones de sangre en las que la vida del 
enfermo aparece amenazada de manera inmediata. Así, en Staelens v. 
Yake (45), un tribunal federal de distrito declaró que no lesionaba 
la free exercz"se clause una orden judicial por la que se había retirado 
a los padres la custodia de un hijo confiado a un guardian, a los efec-
tos de que este último prestara su consentimiento a una transfusión. 
De modo parecido, en People v. Labrenz (46), la Corte Suprema de 
Illinois afirmó que, si los padres rehusan permitir una transfusión de 
sangre necesaria para evitar la muerte del hijo o daños mentales per-
manentes, ese niño debía considerarse abandonado (neglected), y po-
día nombrarse una persona que autorizase la intervención. Y, en 
Harley v. Oliver (47), otro tribunal federal estimó que un juez actuó 
dentro de sus competencias cuando, en una controversia entre los 
miembros de un matrimonio disuelto por divorcio, retiró temporal-
mente la custodia del hijo a la madre para entregarla al padre, de 
manera que éste -en relación con una intervención quirúrgica al 
44. Esa imposición judicial de una intetvención médica, a {ortion, queda legitimada 
también cuando la oposición de los padres no se apoya en sus c~encias religiosas, sino en 
una simple opción relativa a la conveniencia de la intetvención, con tal que se demuestre, 
tanto la viabilidad y oportunidad del tratamiento, como los daños que se seguirían de no 
llevarse a cabo. Ejemplo de ello puede hallarse en el caso In re Phitip B., en el que la Supre· 
·me Court de California ordenó la realización de una operación cardíaca a un niño de dos 
años -que padecía, además, del síndrome de Down- para corregir un defecto congénito del 
corazón, y prolongar así sensiblemente sus expectativas de vida (156 Cal Rptr. 48 (1979); 
citado por aL. HIRSCH·a PHIFER, ob. cit., p. 124). 
45. 432 F. Supp. 834 (1977). 
46. 411 Ill. 618, 104 N.E. 2d 769 (1952). 
47. 539 F. 2d 1143 (8th Cir. 1976). 
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hijo- pudiera autorizar los cuidados médicos que fueran necesarios, 
incluidas las transfusiones de sangre (48). 
También relativo a transfusiones de sangre, pero en ausencia de 
un peligro para la vida del niño, es el caso Muhlenberg Hospz·tal v. 
Patterson (49). Geraldine Patterson -testigo de Jehová, como su ma-
rido Donald- había dado a luz prematuramente un niño, tras 32 se-
manas de gestación, que padecía una ictericia <;:ausada por incompati-
bilidad con la sangre de la madre. A los seis días del nacimiento, el 
hospital acude a la Superior Court de New Jersey, solicitando un 
mandato judicial que permita efectuar una transfusión: de no practi-
carse ésta, aunque no hay peligro aparente para la vida del niño, sí 
existe un riesgo inmediato de daños cerebrales irreparables, que pro-
ducirían un notable retraso mental. A pesar de la oposición de los 
padres, el mandato judicial fue expedido, considerando que el peligro 
para el hijo era grave, y justificaba la interferencia en el ejercicio de la 
libertad religiosa de los padres. Entre otros fundamentos jurispruden-
ciales, la decisión cita tex tualmente un párrafo de la sentencia 
Prince: "Los padres pueden ser libres para ser mártires ellos mismos. 
Pero de ahí no se sigue que sean libres, en idénticas circunstancias, 
para hacer mártires de sus hijos, antes de que éstos hayan alcanzado 
la edad de plena discreción de juicio, cuando pueden hacer esa elec-
ción por sí mismos". 
Perfiles distintos presentan los hechos que contempla la sentencia 
People in interest oi D.L.E., de la Corte Suprema de Colorado (50). 
Como resultado de una lesión cerebral sufrida al nacer, D.L.E. (si-
glas con las que el niño es designado en la sentencia) padecía epilep-
sia. Su madre adoptiva, miembro de la General Assembly and Church 
oi the Fz·rst Born, a causa de sus creencias religiosas -que compartía 
el adoptado- se negaba a proporcionarle la medicación que hubiera 
48. Con una ratio decidendi similar a la de estas sentencias, vid State v. Perricone, 37 
NJ. 463, 181 A. 2d 751 (1962), Y jehova's Witnesses in State 01 Washington v. King Coun-
ty Hospital, 278 F. Supp. 488 (W.D. Wash. 1967). 
49. 128 NJ. Super. 498,320 A. 2d 518 (1974). 
50. 645 P. 2d 271 (1982). 
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sido adecuada: creían que su estado mejorar~a sólo mediante la 
oración y la asistencia de los ancianos de su iglesia. En 1978, cl1ando 
D.L.E. contaba doce años de edad, el Departamento de Servicios So-
ciales de su condado instó procedimiento judicial para que fuese de-
clarado abandonado (dependent and neglected) según la legislación 
de Colorado. Obtenida por el Departamento la custodia legal del me-
nor, se comenzó un tratamien to .anticonvulsivo' a ba,se ;de dil~tin, 
con objeto dé frenar sus ataques epilépticos. En apelación ~te la 
Corte Suprema de Colorado, esa decisión fue revocada en 1980, al 
considerarse que la medicación iba contra sus convicciones religiosas, 
y que no había peligro inminente para su vida. La medicación, como 
consecuencia, fue bruscamente interrumpida. Resultado de ello fue 
un rápido empeoramiento de la enfermedad, incluido un ataque que 
produjo parálisis permanente en el brazo y pierna izquierdos, dislo-
cación de mandíbula y ataques posteriores continuados; un electro-
encefalograma reveló que la parte derecha de su cerebro permanecía 
sin funcionar, al menos, el cuarenta por ciento del tiem¡>o. Además, 
los médicos opinaron que, de sufrir un ataque durante la comida, ha-
bía grandes probabilidades de que muriese atragantado. 
Ante esas nuevas circunstancias, la Supreme Court de Colorado 
modifica su decisión de 1980: teniendo en cuenta que hay una si-· 
tuación de peligro para la vida de D.L.E, afirma que es legítimo in-
terferir en el ejercicio de la libertad religiosa. Este derecho -declara-
no es ilimitado: lo que ocurre es que la primera enrnienda coloca 
sobre el estado o los tribunales la carga de probar que existe un inte-
rés público que justifique la interferencia en la libertad de religión. 
Por tanto, en este caso -concluye- puede considerarse a D.L.E. co-
moneglected, a los efectos de retirar la custodia de la madre para or-
denar la prosecución del tratamiento antiepiléptico. 
Aunque no se trate de un caso de objeción de conciencia, convie-
ne mencionar aquí una decisión de la Supreme Judicial Court de 
Massachusetts, que figura bajo el nombre de Custody o[ a minor 
(51), por el interés del razonamiento seguido por el tribunal y su 
51. 379 N.E. 2d 1053 (1978). 
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aplicabilidad a los supuestos en que el tratamiento se rechaza por 
motivos morales. Sintetizando, los hechos se refieren a un niño de 
dos años, afectado de leucemia, que inicia un tratamiento de quimio-
terapia. ,Los padres interrumpen el tratamiento, no porque vaya 
contra sus convicciones religiosas, sino porqúe lo estiman dañino pa-
ni el hijo y porque desconfían de que pueda producir resultados posi-
tivos: prefieren limitarse a rezar y a proporcionarle una dieta vegeta-
riana. El Massachusetts General Hospital obtiene un mandato judicial 
que retira a los padres la custodia del menor y ordena su internamien-
to hospitalario para que pueda proseguir el tratamiento quimiotera-
péutico. Los padres apelan contra esa resolución ante la Corte Supre-
ma del Estado. 
Dejando aquí de lado los aspectos procesales del problema, el 
Tribunal Supremo de Massachusetts se plantea, como cuestión sus-
tantiva, si el estado se encuentra legitimado para intervenir cuando 
los padres rehusan administrar al hijo el único tipo de medicación 
que puede salvar su vida. Presupuesto de su decisión es que, en este 
caso, considera suficientemente probado que la quimioterapia es el 
procedimiento exclusivo al que la ciencia médica, en ese momento, 
atribuye posibilidades de salvar la vida del niño; y que, efectivamen-
te, existe un alto porcentaje de probabilidades de que sobreviva y 
haga vida normal, si la quimioterapia se aplica en esa edad. 
La argumentación del tribunal parte de que, en un caso como el 
presente, confluyen tres factores: el derecho que naturalmente com-
pete a los padres sobre la educación y modo de vida de sus hijos; las 
responsabilidades del estado; y las necesidades personal~s del menor. 
Por lo que concierne al derecho de los paQres, se precisa que no es 
"un absoluto derecho de propiedad": no están investidos de au-
toridad para disponer de la vida y muerte de sus hijos. Por eso, cuan-
do el bienestar ,del niño está en juego, puede ordenarse un tratamien-
to médico contra la oposición de los padres -retirándoles la custodia 
del hijo-, fundándose en el interés del estado y, sobre todo, en el 
bien del menor. 
En lo referente a este último -continúa la corte-, es conocido 
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que la decisión sobre un incapaz puede tomarse bajo la guía de la 
doctrina del substituted judgment (52), que implica de suyo un plan-
teamiento subjetivo del problema. Pero, en una situación como ésta 
-incapacidad por minoría de edad-, ese criterio viene a coincidir 
con otro criterio posible, de marcado carácter objetivo, que es el de 
buscar los best interests 01 the child: coincidencia que proviene del 
hecho de que -a diferencia de lo que ocurre con un adulto que devie-
ne incapaz- no es posible indagar la presunta voluntad del menor, 
porque nunca ha tenido previamente la madurez de juicio necesaria 
para decidir por sí mismo. De ahí que sea obligado preguntarse 
cuál es la solución que, de modo objetivo, responde más plenamente 
al "mejor interés del niño". Y la respuesta es patente: proseguir el 
tratamiento quimioterapéutico, que aparece como el único medio 
disponible para ofrecer una esperanza -notable- de curación y evitar 
la muerte del menor, al tiempo que presenta unos riesgos mínimos 
cuando se comparan con las fatales consecuencias que desencadena-
ría dejar que la enfermedad mantuviera su curso. 
Lo cual, a su vez, motiva que sea legítimo sustraerla custodia del 
hijo a los padres, si éstos se niegan a permitir la medicación indicada 
Legitimidad que procede del triple interés que el estado tiene en un 
caso como el que se examina: proteger el bienestar de los menores, 
preservar la vida de sus ciudadanos, y tutelar la integridad ética de 
la profesión médica, cuyo objeto es procurar la salud de quienes se 
hallan bajo su cuidado. 
Interés del menor e interés del estado, por tanto, se conjugan en 
la mente del tribunal para limitar los derechos derivados de la patria 
potestad. La Corte Suprema de Massachusetts, en consecuencia, con-
firma el mandato judicial anterior por el que se decretaba la hospitali-
zación del niño. Y no cabe duda de que su decisión hubiera sido la 
misma si los padres se hubieran opuesto a la quimioterapia por moti-
vos estrictamente religiosos, a la vista de la conexión que -por la mi-
52. Vid., sobre el substituted judgement, los comentarios a la sentencia In re Boyd, 
supra, epígrafe 11. 1.2.c de este trabajo. 
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minoría de edad- muestran los criterios del substz'tuted judgement y 
del best interest of the chüd. 
Todavía podrían añadirse dos casos a la jurisprudencia ya citada, 
en los que los jueces se enfrentan a la situación de unos padres que, 
por razones de índole religiosa, no aceptan que su hijo reciba un tra-
tamiento médico no necesario para salvar su vz·da. 
En uno de ellos, State of Oregon v. Jensen (53), la Court of 
Appeald del estado de Oregón confirmó la sentencia de un tribunal 
juvenil que retiraba a los padres la custodia de un hijo de quince me-
ses, para posibilitar una operación dirigida a solucionar la retención 
del fluido en el cráneo del niño, que provocaba un crecimiento anó-
malo de la cabeza. De no realizarse a tiempo la operación, tendrían 
lugar graves daños mentales y físicos. A pesar de que no existía peli-
gro de muerte, y por encima de las convicciones religiosas de los pa-
dres -que prohibían cualquier otro medio curativo que no fuera la 
oración-, el tribunal de apelación consideró que "la más fundamen-
tal calidad de vida del niño está amenazada por el curso que los pa-
dres desean dar a los acontecimientos; sus derechos deben ceder". 
En el otro, en cambio, la solución adoptada por el tribunal -en 
Pennsylvania- fue la opuesta (54). Una niña retrasada mental había 
sido excluida de la asistencia al colegio a causa de su extremada de-
formación física. Su madre rehusaba permitir una intervención qui-
rúrgica para corregir la desfiguración. La sen tencia se negó a imponer 
la operación, afirmando que el derecho de libertad religiosa de la fa-
milia poseía mayor importancia que el interés del estado en la educa-
ción de la niña. 
53. No. C.A. A.21918, September 14, 1981 (citado por H.L.HIRSH-H. PHIFER, ob. 
cit., pp. 126-127). 
54. In re Creen, 448 Pa. 338,292 A.2d 387 (1972). 
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1.3_ La responsabilz'dad en'minal de quz'enes permz'ten la muerte 
del objetor 
Los casos encuadrados en el epígrafe anterior contemplan situa-
ciones en que, ante un estado patológico -de mayor o menor grave-
dad- que requiere tratamiento médico, se cuestiona si ese tratamien-
to puede ser impuesto por intervención de la autoridad judicial, con-
tra la negativa expresa del propio enfermo o de sus padres. O bien si-
tuaciones en las que el tratamiento llegó efectivamente a llevarse a ca-
bo y, como consecuencia, quienes se oponían a él reclaman judicial-
mente responsabilidad civil a las personas que tomaron parte en su 
realización (55). 
El problema es diverso cuando el faz't aecompli ,con que se en-
cuentra el tribunal es la muerte de un enfermo -objetor de concien-
cia- producida por no haberle sido prestados los cuidados médicos 
que hubieran sido necesarios para salvar su vida. Entonces, lo que se 
plantea directamente no es ya la legitimidad o no de una imposición 
judicial del tratamiento, sino la responsabilidad penal de quienes, 
por su proximidad al fallecido, podían heber tenido la obligación de 
procurarles la oportuna asistencia sanitaria. 
Al con trario de lo que sucede en la experiencia europea, no nos 
consta la existencia, en los Estados Unidos, de procesos en los que se 
ventile la responsa,bilidad criminal de padres que dejaron morir a un 
hijo por no buscar los auxilios médicos prohibidos por sus convic-
ciones religiosas_ Sí hay, en cambio -al igual que en el Derecho 
europeo-, dos casos relativos a cónyuges que permiten la muerte de 
55. Naturalmente, la responsabilidad es nula si -como sucedía en el caso Staelens-
se estimaba en apelación que la imposición judicial del tratamiento había sido legítima. Las 
dificultades surgen cuando, a! revisar la decisión de un tribuna! inferior, se considera que el 
tratamiento había sido impuesto con violación de los derechos de la persona, como ocurre 
en el caso Holmes. Ante tales situaciones, la jurisprudencia norteamericana determina la 
responsabilidad o no de los implicados sobre la base de criterios que sólo tienen pleno senti-
do desde la perspectiva del Derecho interno estadounidense (por ejemplo, la doctrina de la 
inmunidad judicial, o de la actuación under color o[ sta te law). Es menor, por tanto, su inte-
rés para el Derecho comparado en materia de objeción de conciencia -óptica que preside 
este trabajo-, y de ahí que se haya omitido el análisis de esos aspectos. 
194 
OBJECION DE CONCIENCIA A TRA TAMIENTOS MEDICOS 
su esposo por respetar la objeción de conciencia de éste. En uno de 
ellos, la conducta es meramente pasiva; y en el otro, se da un cierto 
comportamiento activo -de colaboración- dirigido a mantener la fir-
meza de una elección anterior adoptada en con<dencia por el enfer-
mo. 
a) La pasividad ante el rechazo de la medicación por el enfermo: 
People v. Robbins (56) 
Pamela Robbins -mujer de salud frágil- sufría desde años atrás 
de epilepsia y diabetes, lo cual le exigía tomar frecuentemente feno-
barbitol y dilantin, y dos inyecciones diarias de insulina. En abundan-
tes ocasiones había entrado en coma diabético; en tales circunstan-
cias, su marido -Robert- había solicitado una ambulancia o la había 
llevado a la sección de urgencias del hospital. 
Tanto Pamela como Robert Robbins, profundamente religiosos, 
se consideraban cristianos "nacidos de nuevo". Poco tiempo antes, 
se habían adscrito a una secta religiosa fundada y dirigida por un in-
dividuo llamado J erome Stephanski. Los Robbins compartían con 
Stephanski la creencia en que Dios sanaba cualquier enfermedad si 
se tenía suficiente fe. Durante una reunión religiosa, Pamela creyó 
tener una revelación en la que se le comunicaba que había sido cura-
da, y decidió interrumpir completamente la medicación. Su marido y 
Stephanski estaban de acuerdo con ella en que no debía continuar 
tratándose. Resultado de todo ello fue que Pamela sufrió varios ata-
ques, entró en un estado de extrema debilidad y, más tarde, entró 
en un coma diabético que le produjo la muerte, sin que su esposo 
buscara asistencia médica. 
Iniciado proceso penal contra Robert Robbins, por homicidio 
culposo (criminally negligent homicide), y contra Stephanski, acusa-
do de complicidad, ambos fueron absueltos por la Niagara County 
Court. El ministerio público interpuso recurso de apelación ante la 
56. 83 A.A.2d 271, 443 N.Y.S.2d 1016 (1981). 
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Supreme Court de Nueva York, que confinnó la sentencia anterior. 
La argumentación del tribunal parte de un dato incontrovertible: 
existe un deber marital de procurar atención médica al propio cónyu-
ge. No obstante, lo que se trata de examinar es cuándo y en qué 
circunstancias quebrar ese deber implica responsabilidad criminal. En 
tal sentido, la jurisprudencia anterior revela un hilo conductor en 
las diversas decisiones: no se vacila en apreciar que hay responsabili-
dad criminal cuando el cónyuge difunto estaba desvalido, de manera 
que no se hallaba en condiciones de poner por obra sus deseos o de 
realizar una elección racional de rechazo del tratamiento médico. 
Aquí, sin embargo, no se produce esa situación. Al contrario, consta 
que Pamela tomó una decisión consciente de no recibir ayuda médica 
y de confiar exclusivamente en la intervención divina; incluso, poco 
tiempo antes de morir, rezaba junto a su marido, que trataba de ali-
viar su malestar del modo más solícito p.osible. 
Todo lo cual significa -continúa la corte- que en este caso debe 
aplicarse la regla jurisprudencial, uniformemente aceptada, de que 
un adulto capaz tiene derecho a elegir si se somete o no a un trata-
miento médico, salvo que su negativa comporte una amenaza para la 
vida o la salud de otras personas. Regla que posee tanta importancia 
como para considerar civilmente responsable a quien efectúa un tra-
tamiento sin el consentimiento del enfermo, incluso aunque sea im-
prescindible para preservar su vida(57). 
La consecuencia resulta nítida para el Tribunal Supremo de Nue-
va York. Sería "no sólo paradójico, sino totalmente irracional, y 
fundamentalmente injusto", imponer sanciones penales a una perso-
na que respeta el rechazo de un tratamiento por parte de su esposa, 
cuando se consideraría civilmente responsable al médico que verifica-
ra ese tratamiento sin la autorización de la paciente. No puede impu-
tarse, por tanto, delito alguno a Robert Robbins, ni tampoco a 
Stephanski, ya que la responsabilidad criminal de este último sería 
derivada de la de aquél. 
57. Entre la jurisprudencia que a este respecto menciona la corte, están las sentencias 
Schloendorffy Melideo, ya comentadas en el epígrafe anterior. 
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b) La actitud de colaboración en la negativa del enfermo al tra-
tamiento: Commonwealth v. Konz (58) 
En este segundo caso, los hechos son más complejos que en el 
anterior. El reverendo David G. Konz, pastor evangelista de 34 años, 
padecía de diabetes, y durante 17 años se había administrado él mis-
mo dosis diarias de insulina En septiembre de 1973, con ocasión de 
su trabajo como profesor y capellán del United Wesleyan College, 
conoce a Stephen R.C. Erikson, estudiante de dicho centro, con 
quien traba una estrecha amistad, basada en su común interés por los 
temas religiosos. En marzo de 1974, tras una reunión religiosa, Konz 
expresa su decisión de no volver a tomar insulina, confiando en que 
Dios curaría su enfermedad; aunque asegura, tanto al presidente del 
college como a sus alumnos, que controlará cuidadosamente su esta-
do, y que -si es necesario- acudirá a la insulina (cosa que hizo sólo 
una o dos veces a partir de ese momento). Quince días después, Konz 
-con el conocimiento y aprobación de su esposa, Dorothy- acuerda 
con Erikson que rezarán juntos para ayudarle a resistir la tentación 
de recurrir al medicamento. 
La crisis se desencadena una semana más tarde. Por la mañana de 
un sábado, Konz, sintiendo la necesidad del fármaco, acude a buscar-
lo al refrigerador; descubre entonces que su mujer ha escondido la in-
sulina y que se niega a proporcionársela, a pesar de su excitada insis-
tencia. Intenta recorrer la casa para encontrarla, pero Erikson le 
impide el paso y le fuerza a permanecer en su dormitorio, donde ellos 
dos y Dorothy mantienen una conversación de media hora. Durante 
ese lapso de tiempo, Konz trata de llamar a la policía, pero Erikson y 
su esposa se lo impiden, y acaban por inutilizar el teléfono.Tranquili-
zados sus ánimos tras esa tensa situación, David Konz empleó el resto 
del día en diversas actividades, acompañado de su esposa, incluyendo 
la visita a un hospital para contratar una enfermera. A partir del sá-
bado por la noche, fue empeorando progresivamente, hasta morir de 
58. 450 A.2d 638 (1982). 
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cetoacidosis diabética en la madrugada del lunes. En ningúnmomen-
to poterior a la violenta discusión del sábado hizo Konz ademán algu-
no de solicitar insulina. Su esposa y Erikson, por otra parte, tampoco 
hicieron nada por proporcionársela, ni por buscar ayuda médica: su 
actuación se limitó a cuidados caseros destinados a aliviar el malestar 
que padecía. 
En un juicio mediante jurado, Dorothy Konz y StephenErikson 
fueron declarados culpables de homicidio involuntario (z'nvoluntary 
manslaughter), de acuerdo con las disposiciones del Código Criminal 
de Pennsylvania. Apelan ante la Corte Suprema del estado, que los 
absolverá. 
La pregunta que el tribunal se formula es si la señora Konz tenía 
el deber de pedir asistencia médica para su marido. Y la respuesta se 
apoya en una interpretación de los hechos distinta a la que hiciera 
la sentencia apelada, unida a una sencilla argumentación que apenas 
tiene en cuenta los factores relacionados con la libertad de concien-
cia. 
En efecto, el punto de partida es la regla jurisprudencial de que 
un ser humano no tiene obligación legal alguna de socorrer a otra 
persona. Tal obligación sólo surge cuando existe cierta relación entre 
ambos: el caso paradigmático es la relación entre padre e hijo, por la 
dependencia de éste respecto a sus padres, y por su incapacidad para 
evaluar su estado físico y pedir ayuda por sí mismo. También la rela-
ción matrimonial -matiza la sentencia- provoca un deber de esa cla-
se, pero restringido: concretamente, en las situaciones en que uno de 
los esposos está desvalido y no podría consciente o racionalmente re-
chazar la asistencia médica. 
En el caso de David Konz, sin embargo, no parece que su progre-
sivo estado de agonía fuera inintencionado, o que fuese incapaz de 
pedir auxilios médicos por sí mismo. Al contrario, todo hace pensar 
en una decisión racional y consciente de rechazar la medicación y de 
confiar exclusivamente en la curación divina. La corte hace notar en 
este sentido que, tras los violentos incidentes del sábado por la maña~ 
na, Konz tuvo abundantes oportunidades para solicitar insulina, y no 
198 
OBJECION DE CONCIENCIA A TRA TAMIENTOS MEDICOS 
lo hizo; basta pensar en su marcha al hospital 'para encontrar una 
enfermera -que le acompañaría de hecho a su residencia'-, o en la 
atención -breve- que dispensó a unos visitantes que acudieron a su 
casa el domingo por la tarde. Y la gravedad de su estado, por otra 
parte, difícilmente podía pasarle inadvertida, al poseer 17 años de ex-
periencia en el tratamiento de la diabetes. 
En cuanto a lo sucesos protagonizados por Mrs. Konz y por Erik-
son el sábado por la mañana, afirma el tribunal que -con indepen-
dencia de lo reprobable de su conducta- no es posible establecer una 
conexión causal entre éstos y la muerte de Konz. El reverendo Konz 
murió por su propio mantenimiento racional de una decisión tomada 
en conciencia. Y por tanto -concluye la corte-, no hay hechos que 
permitan determinar la responsabilidad criminal por negligencia de 
Dorothy Konz y de Stephen Erikson: deben ser absueltos (59). 
De los casos Robbins y Konz, en consecuencia, pueden deducirse 
dos afirmaciones. Primera, que la omisión de la búsqueda de cuidados 
médicos para el propio cónyuge sólo es punible cuando éste se 
encuentra incapacitado, física o mentalmente, para conseguirlos por 
sí mismo. Y segunda, que en esta clase de procesos "-relativos a res-
ponsabilidad penal- los motivos de conciencia tienen una importan-
cia muy secundaria: lo verdaderamente relevante es que la persona 
haya rehusado someterse a tratamiento médico por una decisión ra-
cional y consciente. 
1.4. La objeción de conciencia a tratamientos médicos y el princi-
pio de igualdad 
Hasta ahora hemos visto las soluciones aportadas porlajurispru-
dencia norteamericana a supuestos en que se producían objeciones de 
conciencia a tratamientos médicos de notable relevancia para la vida 
o la salud del enfermo. Por un lado, qué circunstancias determinan la 
59. Dos de los jueces de la Supreme Court 01 Pennsylvania escriben una dissenting 
opinion" fundándose principalmente en la apreciación de los hechos llevada a cabo por el 
jurado en la sentencia apelada. 
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legitimidad de una imposición judicial del tratamiento contra las con-
vicciones de conciencia de los ciudadanos. Y por otro, lo relativo a la 
responsabilidad criminal del cónyuge que permanece inactivo ante un 
comportamiento en conciencia de su esposo que le conduce a la 
muerte. En ambos casos, la cuestión de fondo es hasta qué punto 
debe respetarse o no una decisión moral contraria a una intervención 
médica: y ello en términos absolutos, considerado cada supuesto 
aisladamen te. 
Hay otros conflictos, sin embargo, en que el enjuiciamiento de 
las situaciones discurre por los cauces de un análisis comparativo. Son 
aquellos en los que, de uno u otro modo, está en juego el principio 
de igualdad. En esta dirección, encontramos jurisprudencia estado-
unidense referida principalmente a dos clases de problemas. Primero, 
el hecho de una posible violación relativa de la libertad de concien-
cia: cuando alguien formula objeción a un tratamiento y queda en 
una posición de desigualdad que el afectado califica de discriminato-
ria. Segundo, la circunstancia de que una norma general exima 
expresamente a los objetores de conciencia de una medicación que se 
impone a todos: lo cual plantea ante el juez el interrogante de si esa 
exención es o no compatible con el separatismo que implica la 
establishment clause de la primera enmienda constitucional. 
a) La negativa a una operación como factor de discriminación 
en materia de pensz'ones: el caso Montgomery (60) 
Della Robena Montgomery había trabajado para el Condado de 
Kern, durante diez años, como empleada de contabilidad; pertenecía 
a la Kern County Employees' Retirement Association, que velaba por 
el mantenimiento de aquellos de sus miembros que había.Ii quedado 
inhabilitados para trabajar. A causa de un tumor uterino, Montgome-
ry queda incapacitada para el trabajo. Según la opinión de los médi-
60. Montgomery v. Board 01 Retirement 01 Kern County Employees' Retirement 
Association, 33 C.A.3d447, 109 Cal. Rptr. 181 (1973). 
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cos, el tumor es seguramente benigno, y fácil de extirpar mediante 
una operación; de no efectuarse ésta, hay un alto porcentaje de 
probabilidades de que su vida se vea sensiblemente acortada. 
Montgomery, no obstante, rehusa tajantemente someterse a una 
intervención quirúrgica, que su conciencia considera inaceptable. Es 
miembro -y docente- de la Church 01 God (Evening Light Saints), 
en cuyos postulados tiene fe absoluta. La doctrina de su iglesia cree 
en la curación divina de las enfermedades, y se opone a los trata-
mientos médicos que comporten uso interno de fármacos o cirugía. 
Hasta el extremo de que -desde su punto de vista- someterse a una 
operación constituiría una trangresión de las leyes divinas, por sig-
nificar un desafío al poder de Dios. 
La empleada solicita al Board 01 Retz·rement, que le conceda una 
pensión por invalidez para el trabajo. La Junta deniega su petición, 
alegando que, al ser corregible quirúrgicamente, su incapacidad no 
es permanente según el sentido de las leyes de California (61). 
Montgomery acude a la vía judicial, y la Superior Court del Kern 
County confirma la decisión del Board 01 Rett"rement. En conse-
cuencia, apela ante la Court 01 Appeals del quinto distrito, que 
revocará la sentencia anterior, dando la razón a la enferma. 
La presente controversia ofrece una notable analogía con el ca-
so Sherbert v. Verner, decidido por el Tribunal Supremo federal 
en 1963 (62). Consciente de ello, el tribunal californiano seguirá ex-
presamente la doctrina allí sentada por el Supremo (63), partiendo 
61. El parágrafo 31720 del Govemment Codede Califonúa dispone que se conceda 
pensión de invalidez cuando un miembro de la Employees' Retirement Association ha sido 
jubilado por incapacidad pennanente para el trabajo. 
62. 374 U.S. 398 (1963). El caso se refería a una adventista del séptimo día, que no 
lograba encontrar un nuevo empleo por ,su negativa a trabajar en sábado, según los dictados 
de su religión. Por ese motivo, le fue denegado el derecho a percibir el subsidio de desem-
pleo. El Tribunal Supremo fallaría a favor de la trabajadora. Vid. un comentario a esa sen-
tencia -y una exposición más detallada de la misma- en J. MARTINEZ-TORRON, La ob-
jeción de conciencia .•. , cit., pp. 436-4!8. 
63. También se fundamenta en una sentencia de la Supreme Court de Califonúa, que 
sigue asimismo las huellas de Sherbert: People v. Woody, 61 CaI.2d 716, 40 Cal. Rptr. 69, 
394 P. 2d 813 (1964). 
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de que la cuestión a la que debe responder es si Montgomery tiene 
derecho a la pensión de invalidez, a pesar de que su enfermedad 
puede ser corregida mediante una operación que no entraña particu-
lares riesgos, pero que va en contra de sus sinceras convicciones reli-
giosas. 
Su análisis, de gran pragmatismo, se desarrolla en dos fases. En 
primer término, se pregunta si la decisión del Board 01 Retirement 
grava de alguna manera el ejercicio de la libertad religiosa de Montgo-
mery. y la respuesta es patente: su descalificación para obtener la 
pensión supone una carga indirecta (indirect burden) sobre el libre 
ejercicio de la religión, ya que la apelante debe elegir entre ser fiel a 
los dictados de su conciencia -rechazando la intervención- o recibir 
el subsidio de jubilación; no puede simultanear ambas posibilidades 
(64). 
En consecuencia, surge la segunda pregunta: si hay algún interés 
prevalen te del estado (compelling state interest) que justifique la in-
terferencia en los derechos constitucionales de la empleada Y para 
contestarla, ha de tenerse en cuenta que no es suficiente demostrar la 
existencia de un mero interés racional: "en este área constitucional, 
extremadamente sensible -afirma, citando a Scherbert-, sólo los 
más graves abusos, que pongan en peligro intereses fundamentales, 
dan ocasión a que se permita una restricción". 
Sobre esa base, se examinan los tres intereses alegados por el 
Board 01 Retirement como justificantes de su rechazo de la petición 
de Montgomery: preservar la vida y la salud de los ciudadanos; con-
servar en el condado una fuerza de trabajo capaz y productiva; y 
mantener la integridad financiera a los fondos de pensiones, mediante 
unas pautas médicas razonables que determinen las circunstancias 
que son verdaderamente constitutivas de incapacidad permanente. La 
corte concluye que no aparece demostrado que ninguno de es()s 
intereses sea sustancialmente amenazado por el hecho de permitir a 
64. A este propósito, se citan unas expresivas palabras de la sentencia Scherbert: "La 
imposición de semejante elección grava el libre ejercicio de la religión del mismo modo como 
lo haría una multa que se impusiera a la apelante por practicar su culto el sábado". 
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los trabajadores que rehusen tratamientos médicos por causa de su 
objeción de conciencia. Al contrario, haciendo previsiones sobre los 
empleados que podrían observar una conducta como la de Montgo-
mery, su escaso número hace pensar que sería mínimo su impacto 
sobre la salud de los funcionarios públicos, y que sería prácticamente 
imposible que produjeran desajustes en los servicios públicos o que 
resultara en peligro la integridad económica de los fondos para pen-
siones (65). Por tanto, se afirma el derecho de la apelante a percibir 
la pensión de invalidez. 
Todavía afronta el tribunal una última cuestión, y es)a alegación, 
por parte del Board of Retirement, de una sentencia de 1956 -tam-
bién en Califomia- decidida en sentido opuesto en relación con una 
situación de hecho similar a la presente: Martin v. Industrial Acci-
dent Commission (66). En ese caso, un trabajador, herido en un acci-
dente laboral, había fallecido en el hospital al no querer someterse, 
por motivos religiosos, a una transfusión de sangre. A la viuda y los 
hijos del trabajador les fue denegada la indemnización que les hubiera 
correspondido, ya que la muerte de Martin se debió a su rechazo vo-
luntario del tratamiento médico que le habría salvado la vida. El tri-
bunal sostuvo entonces que Martin era libre de actuar según sus 
convicciones, pero que ello no daba derecho a exigir al empresario la 
responsabilidad de indemnizar por un fallecimiento que había sido 
consecuencia de la práctica voluntaria de su religión. 
La. dificultad que plantea la existencia de ese precedente es tam-
bién resuelta de modo muy práctico por la Court of Appeals. Se afir-
ma que la doctrina jurisprudencial establecida en Martin ya no es vá-
lida, puesto que ha sido revocada por los principios contenidos poste-
riormente en Sherbert y Woody. Prueba de ello -se subraya- es que 
no ha sido citada como fundamento en ninguna sentencia ulterior. 
65. Con referencia a este último punto, la corte hace una alusión adicional, tomada de 
una sentencia del Tribunal Supremo federal: en el contexto constitucional de los derechos 
fundamentales, la preservación de los fondos económicos no es de primera importancia (cfr. 
Goldbergv. KeUy (1970),397 U.S. 254). 
66. 147 Cal. App. 2d 137,304 P. 2d 828 (1956). 
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Aunque coincidimos sustancialmente con la argumentación que 
el tribunal lleva a cabo en Montgomery, no se nos oculta una obje-
ción que podría formularse, si se adoptara una diversa perspectiva de 
enjuiciamiento. Hemos visto que la corte enfoca el problema desde la 
óptica del free exercise 01 religion garantizado por una de las cláusu-
las de la primera enmienda constitucional. Y ciertamente, así 
con templado, apenas cabe dudar de que se produce un gravamen 
indirecto sobre la libertad religiosa, no justificado suficientemente 
por un interés predominante del estado en denegar la pensión de 
invalidez. 
Pero la cuestión puede contemplarse también desde el punto de 
vista de la establishment clause, con su connotación de un trato de 
igualdad vinculado al separatismo. Entonces, surge el interrogante re-
lativo a si el derecho que ahora se reconoce a Montgomery sería 
igualmen te reconocido a quienes rehusaran la intervención quirúrgica 
por motivos no religiosos (por ejemplo, por una simple opción de 
oportunidad fundada en el derecho sobre el propio cuerpo). La res-
puesta sería probablemente negativa. Lo cual, a su vez, provoca una 
segunda pregunta: ¿es legítimo dar un trato más favorable a quien 
actúa por motivos religiosos que a la persona que actúa por otras 
razones? ¿no constituye eso una violación de la igualdad impregna-
da de separatismo que implica la establishment clause? (67). A nues-
tro juicio, la duda debe despejarse en el sentido de que sí es legítimo 
ese trato más favorable, por la mayor cualificación de la libertad reli-
giosa y de conciencia. Mayor cualificación que procede de que quien 
actúa en conciencia cumple un deber: deber, además, que posee 
para la persona el mayor rango normativo. Al contrario, quien ac-
túa basándose sólo en el derecho al propio cuerpo no cumple deber 
alguno, sino que ejercita una mera opción de conveniencia. 
67. Téngase en cuenta que, desde la sentencia del Tribunal Supremo Everson v. Board 
01 Education; en 1947 (330 U.S. 1), la establishment clause ha sido entendida por lajuris-
prudencia norteamericana, no sólo como prohibición de ayudar a una concreta religión con 
preferencia sobre las . demás, sino como prohibición de ayuda pública -de cualquier clase- a 
la religión en general. Sóbre el origen histórico de esa cláusula constitucional, vill el reciente 
y completo trabajo de TJ. CURRY, The First Freedoms. Church and State in America to 
the Passage 01 the First A mendment, New York 1986. 
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Que eso, por otra parte, no infringe la igualdad establecida en la 
establishment clause resulta claro si se considera que esta cláusula no 
es independiente, sino necesariamente vinculada -complementaria-
a la free exerdse clause. Entenderlo de otro modo significaría conde-
nar ambas cláusulas a un perpetuo antagonismo, sin duda no preten-
dido por los redactores de la Constitución norteamericana: la primera 
enmienda se convertiría en un monstruo bicéfalo, cuya esquizofrenia 
se traduciría en una continua incertidumbre sobre la solución que 
habría de darse a una controversia, dependiendo de la cláusula que 
el tribunal escogiera como criterio para su decisión (68). 
b) La inconstitucionalidad de la exención de vacunaciones obli-
gaton'as por objedón de conciencia: Davis v. Maryland 
Acabamos de ver cómo el caso Montgomery plantea un problema 
relativo al derecho de libertad religiosa y de conciencia en conexión 
con el principio de igualdad, ante el hecho de que a una persona se 
le deniega un beneficio que se concede a la generalidad, por causa de 
una decisión que le resulta ineludible según sus convicciones religio-
sas. Pero los problemas referentes a la libertad religiosa y a la igual-
dad pueden también surgir a la inversa: cuando se cuestiona la legiti-
midad de una nonna general que exime a los objetores de conciencia 
de una obligación impuesta a todos los ciudadanos. 
Esa es la circunstancia que contempla la sentencia Davis v. Mary-
land, dictada en 1982 por la Court of Appeals del estado de Mary-
larid (69). Las leyes de Maryland -y su reglamentación complemen-
taria- prohibían que las escuelas públicas admitieran alumnos que no 
hubieran sido inmunizados contra ciertas enfermedades. Pero las pro-
pias nonnas permitían una excepción: es posible admitir en esos cen-
tros a quienes sean miembros o seguidores de iglesias o confesiones 
-reconocidas legalmente- que se opongan a esa clase de medicación. 
68. Vid. a este propósito las observaciones de J. MARTINEZ·TORRON, La objeción 
de concienaa. •. , cit., pp. 448 y ss. 
69. Davis v. Maryland, No. 100, Court of Appeals of Maryland, October 5, 1982 (ci-
tada por lU .. HIRSH-H. PHIFER, oc.cit, p. 137). 
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El tribunal aborda la cuestión desde la perspectiva de la establish-
ment clause de la primera enmienda. En primer lugar, afinna que exi-
gir las vacunas prescritas entra dentro de las competencias que cons-
titucionalmente son propias de las autoridades estatales. Y a conti-
nuación, considera que pennitir la exención de los objetores de con-
ciencia va contra la mencionada cláusula constitucional: implicaría 
un cierto establishment 01 religion por parte de las autoridades del 
estado. En consecuencia, concluye que la inmunización debe ser 
obligatoria para todos los estudiantes, con independencia de sus 
convicciones religiosas (70). 
A primera vista la argumentación del tribunal de apelación de 
Maryland parece incontrovertible, si se acepta de manera radical el 
separatismo a que responde la establishment clause. Pero, desde un 
punto de vista más crítico, podría pensarse con fundamento que se 
ha escogido, en este caso, la menos adecuada de las dos cláusulas 
religiosas de la primera enmienda. 
En efecto, consideramos más riguroso aplicar a esta situación la 
free exercise clause. Cláusula que impulsa a no limitar injustificada-
mente la conducta religiosa de los ciudadanos, y que prohibe por tan-
to -lo vimos en Montgomery- que sean discriminados por causa de 
un comportamiento basado en sus creencias. En la presente contro-
versia, la solución habría sido probablemente la misma, ya que la im-
posición de la vacuna podría fácilmente justificarse por razones de 
salud pública. Pero el planteamiento jurisprudencial hubiera sido más 
correcto, y más respetuoso con los derechos constitucionalmente 
protegidos. 
Repárese en que el razonamiento seguido aquí por la corte po-
dría aplicarse igualmente a las exenciones del servicio militar armado 
70. En sentido análogo, años antes, se pronuncia la Corte Suprema de Arkansas, en 
Wright. v. De Witt School, 385 S.W.2d644 (1965). Ahí se matiza que, para la legitimidad de 
la exigencia de la vacuna obligatoria en los colegios, bastaba mostrar que tal obligación esta-
ba motivada por criterios de salud pública, y no por hostilidad hacia las religiones que prohi-
bían .esa medicación. 
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que tradicionalmente ha otorgado la legislación federal a los objeto-
res de conciencia en períodos de reclutamiento forzoso. Lo cual con-
duciría a la conclusión -descabellada para la jurisprudencia delTribu-
nal Supremo norteamericano- de que tales exenciones serían contra-
rias a la establishment clause. Sin ánimo de entrar ahora detallada-
mente en la cuestión, lo que en nuestra opinión prohibe dicha cláusu-
la es conceder a la conciencia religiosamente fundamentada una pro-
tección que no se concede a la conciencia fundamentada sobre bases 
no religiosas. Entenderla de otra manera supondría -ya se dijo 
antes- una difícil compatibilidad entre las dos religz'on clauses de la 
primera enmienda a la Constitución de los Estados Unidos. 
2. Canadó. y Australia 
Ciertamente, una panorámica exhaustiva del área angloamericana 
requeriría examinat la legislación y jurisprudencia de los diversos paí-
ses pertenecientes a esa tradición jurídica. Aparte de las dificultades 
técnicas y documentales de tal empeño -y de la excesiva longitud 
que alcanzarían estas páginas-, su utilidad, aunque real, sería sólo 
relativa, ya que en ninguno de esos países existe un pluralismo 
religioso tan acentuado como para dar lugar a las variadas situaciones 
que ha debido afrontar la jurisprudencia estadounidense. De ahí que 
limitemos nuestro análisis a unos breves apuntes sobre algunos de los 
problemas surgidos en los sistemas jurídicos de los que hemos podido 
obtener alguna documentación al respecto: el canadiense y el austra-
liano. 
Por lo que se refiere a Canadó. (71), los principales conflictos se 
71. En la doctrina europea, una exposición del panorama jurídico de la libertad reli-
giosa y de conciencia en Canadá puede encontrarse en F. CIULLINI, F .ONIDA Y V. PAR-
LATO, Studi sulgiurisdizionalismo pluriconlessionista nell'ordinamento canadese, Milano 
1973, y en F. ONIDA, Stato e religione nel nuovo ordinamento costituzionale canadese, en 
un Diritto Ecclesiastico" (1985), pp. 37 Y ss. Sobre los problemas planteados por los trata-
mientos médicos, vid. CANADIAN RED CROSS SOCIETY, Blood transfusions without 
consent: a symposium 01 the Medico-Legal Society 01 Toranto, Toronto 1961; E.W. KEI-
SERLINGK, Consent to tretment. The principIes, the provinci41 sta tu tes, and the Charter 01 
Iüghts and Freedoms, en "Canada's Mental Health" (1985), pp. 7 Y ss. 
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han producido en relación con la práctica de transfusiones de sangre 
a menores, cuando sus padres -habitualmente testigos de J ehová- se 
oponían a esa intervención por prohibirlo su conciencia religiosa 
Aunque no hay legislación federal al respecto, las leyes provinciales 
suelen contemplar el problema, otorgando a las autoridades compe-
tencia para imponer forzosamente el tratamiento hemotransfusional. 
Una de las leyes más recientes es la Cht"ld Welfare Act de la pro-
vincia de Alberta, de 1984, sobre cuya constitucionalidad ya ha teni-
do ocasión de pronunciarse -positivamente- la judicatura canadien-
se. Se trata, concretamente, de la sen tencia McTavish v. The Director, 
dictada en 1986 por el tribunal de Queen's Bench de Calgary (72). 
Un matrimonio de testigos de Jehová apelaba contra una serie de 
órdenes judiciales de Provincial Courts cuyo efecto había sido trans-
ferir la custodia de su hijo al Children's Guardian, de manera que pu-
diera recibir transfusiones de sangre y otros tratamientos médicos 
que habían sido considerados esenciales por los tribunales. El niño 
había nacido tras un período de gestación de 26 semanas, con un pe-
so de 400 gramos. 
En apelación, la sentencia rechaza las distintas alegaciones de los 
padres, en los siguientes términos. Por un lado, considera acertadas 
las conclusiones a que llegan las cortes provinciales en relación con 
la necesidad del tratamien too Aunque son muy escasas las posibilida-
des de supervivencia del recién nacido, los jueces han valorado correc-
tamente las evidencias médicas de que puede intentarse salvar su vida 
mediante diversas intervenciones (que requerirán transfusiones de 
sangre). Esas intervenciones, por tanto, son calificables como essen-
tial medical services, según el significado del artículo 20 de la 
Child Welfare Act (73). 
72. Roben Edward Douglas MeTauiah et aL v. 'lhe Director et aL, 32 D.L.R. (4th) 
394 (1986); Queen's Bench, J. D. Calgary. 
73. A continuación, la sentencia aborda una cuestión de estricto derecho interno ca-
nadiense. Desestima que los artículos 20 y 29 de la Child Welfare Act - con cuyo funda-
mento actuaron las Provincial Courts- sean nulas por ambigüedad: cumplen los requisitos 
de claridad y definición exigidos por la jurisprudencia en 1983 (cfr. Re: Ontario Film and 
Video, 41 O.R. (2d) 583). 
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Por otro lado, en lo concemien~e a la confonnidad de la citada 
ley con la Charter 01 Rights and Freedoms, se subraya que, en esta 
clase de situaciones, el derecho de la persona a la vida, libertad y se-
guridad -que reconoce el artículo 7 de la Carta- se refiere principal-
mente al derecho del niño a la vida. Incluso admitiendo que en ese ar-
tículo se incluye el derecho a los padres a verse libres de la injerencia 
del Estado, el interés en la vida del menor resulta prevalen te al con-
trastarse ambos derechos. De igual modo, la protección de la vida del 
incapaz se impone también sobre la libertad de conciencia y de reli-
gión que ampara el artículo 2 de la Charter (74). Asimismo, se indica 
que ni la legislación ni las decisiones judiciales apeladas van contra 
el principio de igualdad (artículo 15 de la Carta): aquí, los padres 
no son discriminados por causa de las creencias religiosas, ya que la 
misma solución se aplicaría a todos los padres que se negaran a auto-
rizar la prestación de servicios médicos esenciales a sus hijos (75). 
Esa misma protección a la vida de los menores contra las conse-
cuencias de una objeción de conciencia de sus padres puede observar-
se en el Derecho australiano. En Australia, esta temática se encuentra 
inequívocamente precisada en la legislación de los diferentes estados 
y territorios -sin que nos conste la existencia de una nonnativa fede-
ral al respecto-, hasta el punto de que difícilmente podría plantearse 
una demanda judicial en la materia con posibilidades de éxito. Son 
muy parecidos los ténninos en que se expresan las diversas leyes, que 
parten, además, del presupuesto de que debe ser considerado ch,·ld la 
persona no casada menor de 18 años. 
74:. El tribunal rechaza también que se infrinja el artículo 8, que protege el derecho a 
la seguridad frente a un ataque o indagación no razonable (unreasonable search or seizure): 
diñcilmente puede pensarse que es unreasonable una acción destinada a salvar la vida del 
niño. Igualmente, se niega que la transfusión de sangre constituya un "castigo cruel y 
desusado" (cruel and unusual punishment), en el sentido en que lo emplea el artículo 12 de 
la Carta. 
75. Según informa National -revista editada por la Asociación Nacional canadiense de 
colegiol de abogados-, en su número de octubre de 1987, existe un caso parecido pendiente · 
ante la Supreme Court of NewfoundJand's Unifted Family Court. Un matrimonio de testigos 
de Jehová -a quien se .retiró la custodia de un hijo recién nacido- impugna la constituciona-
lidad de la Child Welfare Act de Newfoundland, basándose en que la ley permite que el 
Director of Child Welfare detraiga la custodia de un hijo a los padres para que se proceda a 
una transfusión de sangre, sin que tenga obligación · alguna de justificar su decisión o de 
someterla a revisión. La ley, promulgada en 1972, no hacía referencia inicialmente a las 
transfusiones, pero fue reformada dos años más tarde, para autorizar la imposición de ese 
tratamiento a niños cuyos padres se negaban a dar su consentimiento. 
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Como muestra representativa, puede citarse aquí la normativa del 
estado de New South Wales. La Public Health Act, de 1902, estable-
ce -en el artículo 39 B- que un médico legalmente cualificado pue-
de practicar una transfusión de sangre a un menor, sin el consenti-
miento de los padres, cuando se cumplen tres condiciones. Primera, 
que los padres hayan denegado su autorización, o bien -ante una si-
tuación de urgencia- no hayan podido ser encontrados. Segunda, 
que otro médico coincida con el primero en el diagnóstico sobre el 
niño, en que la transfusión es razonable, y en que es esencial para sal-
var la vida del enfermo. Tercera, que el médico en cuestión posea una 
experiencia previa en transfusiones y que se haya cerciorado de que 
la sangre que va a inyectarse es compatible con la del menor. Si se 
dan esos tres requisitos, se considerará, a todos lo efectos, que la 
transfusión se realizó con el consentimiento de los padres (76). 
En términos similares se pronuncia la Medical Practitioners Act 
de 1938, en su artículo 49 B, aunque contemplando no sólo las trans-
fusiones de sangre, sino cualquier clase de tratamiento médico o 
76. "Section 39B. (1) A legally qualified medical practitioner may perform the opera-
tion of transfusion of human blood upon a minor wihout the consent of the parents or sur-
viving parent of such minor or any other person legally entitled to consent to such operation 
if: a) such parents, parent or other person when requested so to do have or has not consen-
ted to such operation, or after such search and inquiry as is reasonably practicable in the 
emergency such parents, parent or other person cannot be found; and (b) such legally quali-
fied medical practioner and at least one other legally qualified medica! practitioner have 
agreed: (i) upon the condition from which the minor is suffering; and (ü) that such opera-
tion is a reasonable and proper one to be perfomed for such condition; and (iü) that such 
operation is essential in order to save the life of such minoró and (c) such lega!ly qualified 
medical practiotioner has had previous experience in perfoming the operation of transfusion 
of human blood and before commencing such operation has assured himself that the blood 
to be transfused is compatible with that of the minoro (2) Where an operation of the nature 
referred to in subsection (1) has been perfomed on a minor without the consent of the 
parents or surviving parent of such minor or any other person legally entitled to consent to 
such operation and in respect of such operation the requirements and conditions of the said 
lubsection have been complied with such operation shall be deemed to have been perfomed 
with the consent which but for the provisions of this section would have been required fOl 
the perfomance of such operation. (3) The powers conferred on a legally qualified medical 
practitioner by this section shall be in addition to and not in derogation of any other powers 
of the legally qualified medical practitioner in relation to the perfomance of the operation 
of transfusion of human blood upon a minor". 
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intervención quirúrgica en una situación de emergencia; y aclarando 
que la operación efectuada en esas circunstancias no releva al médico 
de la responsabilidad que le correspondería si hubiera actuado con la 
autorización de los padres (77). Disposiciones análogas se contienen 
en las leyes de otros estados australianos (78). 
En otro orden de cosas, la jurisprudencia australiana ha conocido 
diversos casos en que una persona alegaba que era objeto de trato 
discriminatorio como consecuencia de su negativa a someterse a cier-
tos tratamientos médicos. El caso más representativo es Fazlic v. 
Milingimbi Community Inc., decidido en 1982 por la High Court 01 
AustraHa (79). Los hechos se refieren a un empleado que sufrió una 
77. "Section 49B. (1) In thia section: "child" means a person who has not attained 
the age of 18 years; "parent", in relation to a child, includes a guardian of the child and any 
other person who stands in loco parentis to the child. (2) A registered medica! practitioner 
may carry out medica! or surgica! treatrnent upon a child (including the administration of a 
blood transfusion to the child) without the consent of a parent of the child if that medica! 
practitioner and at least one other registered medica! practitioner are of the opinion that: (a) 
the child is in imminent danger of dying; and (b) the carrying out of the treatrnent upon 
the child is necessary for the preseIvation of the life of the child. (3) Subsection (2) does 
not entitle a registered medica! practitioner to carry out medica! or surgica! treatrnent upon 
a child unless: (a) a parent of the child has been asked to consent to the carrying out of the 
treatrnent, but has failed to give that coment; or (b) the medica! practitioner is of the opio 
nion that, in the circumstances, it is not practicable to delay the carrying out of the treat-
ment untilthe consent of a parent of the child is obtained. (4) Where medical or surgical 
treatment is carried out upon a child in accordance with this section, the treatrnent shall, for 
all purposes, be deemed to have been carried out with the consent of a parent of the child. 
(5) Nothing in this section relieves a registered medica! practitioner from liability in respect 
of the carrying out of medica! or surgica! treatrnent upon a child, being a liability to which 
the medica! practitioner would have been subject if the treatrnent had been carried out with 
the consent of a parent of the child". 
78. Vid. Emergency Medical Operation Act, de 1973, Northern Territory; Tra1uplan-
tanon and Anatomy Ordinance, de 1978, Australian Capital Territory; Human Tissue Act, 
de 1982, estado de Victoria; Transplantation and Anatomy Act, de 1979-1984, estado de 
Queensland; Human Tissue and Transplant Act, de 1982·1984, estado de Westem Australia; 
Human Tissue Act, de 1985, estado de Tasrnania. 
79. 38 A.L.R. (1982). La High Court es el tribuna! supremo -federa!- del sistema 
judicial australiano. Existen por debajo, además, otros dos tribunales federales, que pueden 
conocer causas que les son atribuidas corno competencias propias, y causas que les llegan en 
apelación contra sentencias de tribuna!es estatales: la Federal Court 01 Australia y la Family 
Court. Una síntesis de! sistema judicial de ese país puede verse en 1ñe Law Handbook, 
Redfem Legal Centre (Australia) 1986. 
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lesión de espalda mientras trabajaba como mecánico y capataz en una 
empresa del Northern Territory. Al quedar incapacitado laboralmen-
te, comenzó a recibir subsidios económicos semanales de acuerdo con 
la Workmen's Compensation Ordinance del territorio. Tras un reco-
nocimiento médico, se le recomienda someterse de inmediato a 
una operación, que podía sanar su dolencia. Fazlic rechaza la posibi-
dad, no por motivos religiosos, sino por su miedo a esa clase de in-
tervenciones. Más tarde, Fazlic reclama una indemnización y el dere-
cho a continuar percibiendo el subsidio por incapacidad. El Tem·to-
ry Workmen's Compensation Tribunal da la razón al trabajador. El 
empresario recurre ante la Supreme Court del Northern Territory, y 
obtiene sentencia favorable, que será confirmada además por la Fede-
ral Court of Australia. Fazlic apela ante la High Court of Australia, 
que revocará la sentencia anterior. 
En su exposición de motivos, la corte declara que su misión no 
es calibrar si la intervención quirúrgica es razonable, sino más bien 
determinar si la negativa de la persona a someterse a ella es o no 
razonable, a la vista de la información médica que se le ha proporcio-
nado y de su conocimiento de las circunstancias. El análisis de los 
hechos -a juicio del tribunal- muestra que el rechazo de Fazlic a la 
operación no es irrazonable y, por tanto, ha de concedérseleel dere-
cho al subsidio, tal como había sido estimado en primera instancia. 
Posteriormente, las sentencias Peattie, Dragojlovic y Koutsakis, 
de la Federal Court of Australia, adoptarían este mismo planteamien-
to (80). 
Ciertamente, las decisiones aludidas se refieren a tratamientos 
médicos que no son rechazados por objeción de conciencia, sino por 
80. Doroth-y Rub-y Peattie v. Gregory Eric Murray, A.C.T. No. G8 de 1981 (decidida 
el 10 de abril de 1982; hemos manejado el manUlCrito original de la sentencia, por lo que 
omitimos la referencia a las colecciones jurisprudenciales australianas); Dragojlovic v. Direc-
tor-General o{ ~ocial Security, a F.C.R. 301 (1984); Koutsakis v.Director-General o{ Social 
Securit-y, 10 F.C.R. 42 (1985). Las dos últimas sé: refieren a reclamaciones de pensiones de 
seguridad locial por incapacidad laboral. La primera, a una reclamación de daños por la inva-
lidez producida por un accidente de tráfico. En ninguna de ellas es rechazo de la interven-
ción médica se basa en motivos religiosos. 
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motivos bien distintos. Aun así, la argumentación de los tribunales 
australianos resulta interesante para el objeto de este trabajo. En 
efecto, la solución de la controversia se centra fundamentalmente 
en un punto: precisar si la intervención quirúrgica es rehusada por 
motivos calificables como unreasonable o reasonable. En el segundo 
caso, debe concederse a la persona la prestación económica que soli-
cita, a pesar de que -de un modo objetivo- el tratamiento aparezca 
como la opción médicamente más razonable. Desde ese punto de 
vista, difícilmente podría pensarse que los jueces australianos consi-
derarían unreasonable una negativa a cuidados médicos que se funda-
mentara en sólidas convicciones personales de conciencia. Lo cual, 
en definitiva, conduciría a que tales supuestos fuesen resueltos de 
manera semejante a como actuó la jurisprudencia norteamericana en 
el caso Montgomery, antes citado (81). 
III. DERECHO CONTINENTAL-EUROPEO 
A la hora de analizar los problemas que, en el ámbito del Derecho 
continental-europeo, crean las objeciones de conciencia a los trata-
mientos médicos, conviene hacer algunas observaciones previas. 
La primera es que, a diferencia de otras formas de objeción de 
conciencia más consolidadas -al servicio militar o al aborto, por 
ejemplo (82)-, los ordenamientos europeos no suelen disponer de le-
gislación específica y directamente aplicable al caso. La normativa, 
cuando existe, se refiere más bien a los límites que encuentra la acti-
vidad sanitaria en la imposición de tratamientos médicos en general, 
SIn puntualizar los matices que implica la negativa por motivos de 
81. Vid. supra, epígrafe 11. 1.4. a de este trab~o. 
82. En ambas formas de objeción, el Derecho europeo ha consolidado una abundante 
legislación. Vid., al respecto: F. AMERIGO, La objeción de conciencia al servicio militar, en 
"Anuario de Derechos Humanos" (1985), pp. 11 Y ss.;R. BERTOLINO, L'obiezione die os-
cienza negti ordinamenti giuridici contemporanei, Torino 1967; R. NA V ARRO·V ALLS, La 
objeción de conciencia al aborto en el Derecho europeo, en el volumen "Dimensiones jurídi-
cas del factor religioso. Estudios en homenaje al Profesor López Alarcón", Murcia 1987, pp. 
399-409. 
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conciencia. De ahí que la jurisprudencia europea se haya enfrentado 
con la temática argumentando desde presupuestos constitucionales, 
o aplicando normas inferiores -en especial las penales- sólo indirec-
tamente aplicables a estos supuestos. Y de ahí también que hayamos 
tenido que recurrir -más que en el Derecho anglosajón, donde la 
abundante jurisprudencia ha suplido las lagunas legales- a normativa 
no estrictamente jurídica, cual es la contenida en las directivas deon-
tológicas emanadas de los distintos colegios médicos. 
La segunda observación -ya se advirtió en su momento- se refie-
re a que los casos contemplados por la jurisprudencia se han circuns-
crito casi exclusivamente a negativas a la recepción de tratamiento 
hemotransfusional. 
y la tercera, que la jurisprudencia a la que hemos tenido acceso 
ha sido fundamentalmente francesa, alemana e italiana. No obstante, 
reconociendo lo limitado de la panorámica que presentamos en las 
páginas que siguen, nos parece suficientemente ilustrativa de las 
orientaciones que, en materia de objeción de conciencia a trata~ 
mientos médicos, muestra el Derecho continental. 
Por lo demás, cuando se la compara con la jurisprudencia anglo-
americana -en especial con la estadounidense-, la jurisprudencia 
europea en este campo no sólo es mucho más escasa, sino que aborda 
los problemas con un talante más especulativo, analizando con fre-
cuencia in abstracto las cuestiones que plantean los derechos consti-
tucionales implicados. Ello hace su lectura un tanto farragosa, y obli-
ga a realizar numerosas citas textuales para hacer posible la exacta 
comprensión de su significado. 
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1. República Federal de Alemant'a 
1.1. Introducción 
El planteamiento en el Derecho alemán de la necesidad del con-
sentimiento de tercera persona (cónyuge o padres) para la aplicación 
de un tratamiento médico (en especial, transfusiones de sangre) nece-
sario para salvar la vida de un adulto o de un menor ha obtenido un 
tratamiento jurisprudencial complejo. Es decir, no sólo se ha movido 
en el estricto plano de la posibilidad de sustz'tución de dicho consen-
timiento por la autoridad judicial en el conflicto entre el precepto 
constitucional que proclama que "la libertad de creencia y de con-
ciencia y la libertad de profesión religiosa e ideológica son inviola-
bles" (83) y la norma de la misma Constitución que proclama el dere-
cho a la vida como un bien fundamental (84), sino que se ha desli-
zado también hacia el plano penal. En este último sentido, se ha tra-
tado de definir la responsabilidad criminal en el marco del delito de 
omisión del deber de socorro (85), en su aparente o real colisión con 
la libertad de creencia, tal y como la conceptúa el mencionado art. 
4.1. de la Ley Fundamental de Bonn. 
Ambas cuestiones han saltado del puro campo de la dogmática 
jurídica al de la realidad fáctica en la jurisprudencia alemana, tanto 
de los Tribunales ordinarios como del Tribunal Federal Constitucio-
nal. Nos referimos a la sentencia de 10 de octubre de 1967 del Tribu-
nal Supremo de Hamm (86) y a la sentencia de 19 de octubre de 
1971 del Tribunal Federal Constitucional (87). 
Naturalmente, en ambos pronunciamientos el tema central es el 
del alcance de la libertad de creencia y sus límites. Sin perjuicio de 
83. Art. 4.1 de la Ley Fundamental de Bonn: Grundgesetz. Se citará en adelante con 
las siglas GG. 
84. "Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física. .... (art. 2.2. GG). 
85. Cfr. arto 330 del Código Penal alemán: Strafgesetzbuch (en adelante StGB). 
86. Síntesis y comentario en "Neue juristiche Wochenschrift", 1968, págs. 212-215 
(en adelante "NJW"). 
87. Texto en Colección oficial de sentencias del Tribunal Constitucional alemán 
-BWerfGE-, tomo 32, págs. 98-11l. 
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que debamos volver sobre el tema al analizar ambas sentencias, con-
viene sintetizar el status quaestionis en el marco del Derecho alemán. 
Moviéndonos en el estricto campo jurisprudencial (88), la 
conciencia es definida por el Tribunal Supremo Administrativo (89) 
como "el propio conocimiento de lo permitido y prohibido, y el 
convencimiento personal de estar obligado a actuar según ese conoci-
miento; y asimismo es la certeza natural de una persona ... acerca de 
la obligación de hacer u omitir algo". A su vez el Tribunal Constitu-
cional (90) delimita la decisión de conciencia como "la decisión éti-
ca seria, es decir la basada en las categorías de lo bueno y lo malo, 
que una persona toma en una cierta situación y siente como absolu-
tamente obligatoria para sí, de manera que no puede actuar contra 
ella, sin un grave cargo de conciencia". 
y al precisar cuál es el alcance de la libertad de conciencia ante 
situaciones concretas, el propio Tribunal Constitucional observa 
(91): "el arto 4.1. G.G. garantiza al individuo un marco normativo de 
libertad, en el cual puede elegir aquel modo de vivir que responda a 
su conciencia. Lo cual no solamente incluye la libertad (interna) de 
creer o no creer, sino también el derecho del individuo a orientar 
todo su comportamiento de modo concorde con su creencia y de 
actuar conforme a su convencimiento interno". De modo que "no 
solamente son protegidas por la libertad de creencia convicciones de 
carácter imperativo, sino también convicciones religiosas, que inclu-
yen la idea de que el mejor modo para actuar en cada situación sea 
reaccionar según ellas mismas, aunque desde fuera y objetivamente 
parezca que caben reacciones distintas de las convicciones religiosas. 
En caso contrario, el derecho fundamental de la libertad de creencia 
no tendría plena realización". 
88. Que, por lo demás, el el mayoritariamente aceptado por la doctrina alemana: cfr. 
l. MÜNCH (editor), Grundgesetz-Kommentar, vol. 1, 3a. ed., Munich 1985, p. 233; R. 
WASSERMANN, Kommentar zum Grundgesetz für die Bundesrepublik Deustschland, voL 
1, Neuwiedl Darmstadt, 1984, p. 440. 
89. Colección oficial de sentencias del T.S.A. -BWerWGE~, tomo 7, p. 246. 
90. BVerfGE, t. 12, p. 45. 
91. BVerfGE, t. 25, p. 28 y t. 32, p. 106. 
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Así definida la libertad de creencia, en materia de límites a la 
misma el propio Tribunal Constitucional ha precisado: "Sólo los de-
rechos fundamentales de terceros y otros valores de rango constitu-
cional pueden, excepcionalmente, por la ,unidad de la Constitución, 
limitar en ciertos aspectos los derechos fundamentales, siempre que 
sean limitados explícitamente por el texto constitucional. De modo 
que los conflictos que puedan producirse solamente pueden resolver-
se... indagando qué norma de rango constitucional tiene mayor 
importancia para el caso que concretamente ha de decidirse ... La 
norma inferior puede restringirse solamente en tanto parece, lógica y 
sistemáticamente, imperioso; pero su alcance -por lo menos en 
cuanto al fondo- ha de ser respetado en todo caso" (92). Conclu-
yendo (93) que al arto 4.1 G.G. garantiza "aun a excéntricos y secta-
rios el libre desarrollo de su personalidad conforme a su conciencia 
subjetiva, mientras no estén en contradicción con otros valores de 
rango constitucional y su comportamiento vaya a producir percepti-
ble perturbaciones en la comunidad o en los derechos fundamentales 
de terceros". 
Desde estas premisas se hace más inteligible el desenlace jurispru-
dencial adoptado ante situaciones difíciles que ponen en peligro la 
vida de un adulto o de un menor, por la negativa de parientes próxi-
mos a otorgar su consentimiento para una transfusión de sangre. 
1.2. La cooperaczon con la objeción de conciencia del propio 
cónyuge . a un tratamiento médico: sentencia de 19 de 
octubre de 1971 del Tribunal Federal Constitucional 
Es el pronunciamiento jurisprudencia! clave en materia de negati-
va de adulto a recibir una transfusión de sangre, tema en el que se 
entrecruza -además- la responsabilidad criminal del cónyuge 
92. BVerlGE, t. 28, p. 26l. 
93. BVerlGE, t. 33, p.29. 
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teóricamente obligado a imponer su voluntad al otro, que se niega 
a recibir el tratamiento médico. 
a) Antecedentes de hecho 
El arranque es una resolución del juzgado municipal de Geislinger 
Steige (25 de septiembre de 1962) que condena a ocho meses de pri-
sión, por homicidio por imprudencia, a un adepto a la Evangelischen 
Brüderverein (Unión religiosa de la Hermandad Evangélica) que no 
quiso interferir en la negativa de su esposa -perteneciente a la misma 
confesión- a recibir una transfusión de sangre necesaria para sobrevi-
vir a un parto difícil. Efectivamente, la esposa del acusado dio a luz 
su cuarto hijo. La comadrona asistente a dicho parto aconsejó llamar 
a un médico, dado el estado de la parturienta. Aquél, ante la grave-
dad de la situación, aconsejó al esposo el ingreso de su mujer en un 
hospital para efectuársele una transfusión de sangre. El marido expli-
có al médico -al negarse a dicho traslado,- que su mujer curaría sin 
ningún tratamiento hemotransfusional, pues bastaría "dirigirse a Dios 
pidiéndole ayuda". Sin embargo habló con su mujer y le dejó en total 
libertad de decisión, aunque recordándole el texto escriturÍstico de 
que "si uno está enfermo debe llamar a los ancianos de la comunidad 
para que recen por él, y la oración hecha con fe ayudará al enfermo". 
La esposa respondió que se negaba al tratamiento en el hospital y so-
licitó que viniera un ministro de la comunidad evangélica para que re-
zara por ella. Así se hizo. No obstante, poco después, la mujer murió. 
La sentencia condenatoria del juzgado municipal justificó su fallo en 
que el marido "omitió su influencia como esposo al no intentar con-
vencer a su mujer, reforzando además su postura negativa citando las 
enseñanzas de su comunidad". 
Apelada la sentencia ante el Tribunal de Ulm, éste, por sentencia 
de 7 de noviembre de 1963, acoge la demandadel apelante declarán-
dole inocente del delito imputado. Asu 'vez el Fiscal apela ante el 
Tribunal Supremo de StUttgart, quien casa la sentencia del de VIm, 
devolviendo el caso a la instancia inferior (sentencia de 6 de julio de 
1964). El T.S. entiende que el tribunal inferior ha hecho una inter-
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pretación errónea del supuesto, pues una interpretación correcta del 
arto 330 del Código penal hubiera exigido del demandante "la obli-
gación, impuesta por su unión matrimonial, de intentar convencer 
a su mujer para que accediese al tratamiento según el consejo de los 
médicos que la atendían, sin que ello hubiera contradicho el art. 4.1. 
de la Constitución". 
En la nueva vista, el Tribunal de Vlm (sentencia de 14 de enero 
de 1965) declara al esposo culpable de un delito de omisión de soco-
rro debido, condenándolo a una multa pecunaria de 200 DM o, en 
su defecto, a diez días de prisión. La revisión de esta sentencia 
-solicitada por el condenado ante el T.S.- es denegada el 9 de junio 
de 1965. 
Ante esto, el demandante recurre en amparo ante el Tribunal Fe-
deral Constitucional por violación de sus derechos fundamentales, ba-
sándose en los arts. 2.1 (94) Y 4.1 de la Constitución. Su recurso es 
aceptado. 
b) La doctrina del Tribunal Constitucional 
Diversas cuestiones aborda el pronunciamiento constitucional. La 
primera de ellas es el radio de protección que abarca el principio de 
libertad religiosa, es decir, si protege solamente las convicciones reli-
giosas que dimanan de la disciplina moral de las grandes iglesias reco-
nocidas, o también las que toman su punto de apoyo en sectas meno-
res. El T.C. sienta como doctrina que "la libertad religiosa no es sola-
mente garantizada a los miembros de las iglesias y comunidades reli-
giosas reconocidas, sino también a los pertenecientes a otras colectivi-
dades religiosas menores (sectas), ya que la protección no depende 
del número de los miembros de una determinada comunidad religiosa 
ni de su relevancia social, sino que encuentra .su fundamento en el 
principio de igualdad de iglesias y confesiones"(95). 
94. "Todos tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad siempre que no 
vulneren los derechos de otro ni atenten al orden constitucional o a la ley moral". 
95. BVerfGE, 32, p. 106. 
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La segunda cuestión analizada es el campo de acción que protege 
el principio de libertad religiosa. Sobre este punto, la sentencia con-
cluye que "en un Estado en el que la dignidad de la persona es el má-
ximo valor y que reconoce la libre autodeterminación de la persona 
como valor constituyente de la colectividad, en este Estado se 
garantiza la libertad de creencias al margen de intervenciones estata-
les, de forma que el individuo pueda elegir el modo de vivir que res-
ponda a sus convicciones. De modo que la libertad religiosa es más 
que tolerancia religiosa ( ... ), por ello abarca no solamente la interior 
libertad de creer o no creer, sino también la libertad externa de ma-
nifestar la fe, confesarla y extenderla. Lo que implica también el de-
recho del individuo de orientar todo su comportamiento según las en-
señanzas de su fe y obrar según ellas" (96)_ 
Naturalmente la sentencia no ignora que el principio de libertad 
religiosa tiene unos límites, "pero solamente la Constitución puede 
establecerlos ( ... ). Como la libertad de creencia no tiene ninguna re-
serva legal para el legislador ordinario, no se la puede relativizar a tra-
vés del orden jurídico general ni a través de una cláusula indetermi-
nada ( ... ), más bien se tiene que resolver cualquier conflicto que se 
produzca a través del orden de valores subjetivos establecido por la 
Constitución, y siempre en el marco de la unidad de este sistema de 
valores" (97). 
A la luz de esos principios generales, la sentencia aborda ya el su-
puesto de hecho objeto de amparo constitucional. Y la cuestión fun-
damental que se plantea es si una reacción penal del ordenamiento se 
justifica en el caso contemplado. La respuesta es negativa: "Quien ac-
túa en una determinada situación conforme a sus creencias puede 
verse de hecho en conflicto con las opiniones morales dominantes 
en una sociedad y con las obligaciones legales que de ellas dimanan. 
Si con su actuación conculca un precepto penal, habrá que preguntar-
se, respecto al arto 4.1G.G., si por las espedfieas circunstancias del 
96. Ibídem. 
97. BVertGE, 32, pág. 108. 
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caso, la penalización habría de aplicarse. Un actor de este tipo no se 
subleva contra el orden legal por falta de sentido jurídico. El bien 
jurídico protegido por la sanción penal lo quiere conservar también. 
Pero percibe una situación límite, en la cual la normativa general 
entra en conflicto con los dictados de su creencia personal, y el actor 
realiza la obligación: obedecer al dictado más importante, el de su 
creencia. Objetivamente habría que condenar esta decisión si nos ate-
nemos a los juicios de valor que dominan en la sociedad. Sin embar-
go, en este caso tal decisión no puede reprocharse a su autor ( ... ) apli-
cándole la medida más vigorosa de que la sociedad dispone, es decir, 
el derecho penal. Una sanción penal -independientemente de su gra-
do- no es en este caso una sanción adecuada respecto de ningún as-
pecto de sus fines (retribución, prevención, reincorporación social del 
autor, etc.). La obligación que recae sobre todo poder público de res-
petar las convicciones personales en sus más amplios límites (art. 
4.1 G.G.), tiene como inevitable resultado un retroceso del Derecho 
penal en aquellos supuestos -como es el contemplado- en los que 
existe un conflicto entre una obligación legaL. , y el dictado de las 
creencias. En este caso la sanción penal -que le clasifica como delin-
cuente- sería una reacción social demasiado dura y que vulneraría 
la dignidad humana" (98). 
Por lo demás, la sentencia no pasa por alto que la mujer difunta 
-en plenitud de facultades mentales- decidió por sí misma; lo que 
plantea la cuestión de si su marido, y recurrente ahora en amparo, 
debió suplir con su voluntad la negativa de su esposa. La sentencia 
-sobre este extremo- hace una doble consideración. Por un lado, 
que "no se puede exigir penalmenteque dos personas de idénticas 
creencias influyan una sobre la otra para desistir de una decisión 
arriesgada basada en la misma fe". Por otro, " .que el recurrente tam-
poco tenía la obligación de suplir con su decisión la de su mujer, lo 
que hubiera sido necesario si ella no hubiera podido decidir por sí 
misma. Sin embargo, su decisión de rechazar tratamiento hospitalario 
98. Ibidem, págs.. 108 y 109. 
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se basaba en su propia libertad de acción, protegida por el arto 2.1 
G.G. Y tal libertad estuvo, hasta el último momento y en todo el es-
pacio de tiempo relevante para el Derecho penal, bajo el libre y 
claro control de su voluntad" (99). 
En fin, una última temática aborda la sentencia reseñada: la de 
si, por haber hijos menores en ese matrimonio, el marido debió 
-precisamente por sus obligaciones con ellos- actuar vigorosamente 
y suplir con su afirmación la negativa de su esposa. La sentencia ini-
cialmente detecta esa obligación, pues hace notar que la decisión 
jurisprudencial podría ser otra ante este hecho, sin embargo, inmedia-
tamente añade que el marido no quiso en ningún momento "quitar a 
sus hijos la madre", sino justamente lo contrario, pues para él "la ora-
ción era el camino más efectivo para evitar este resultado". Conclu-
yendo que "sus obligaciones para con sus hijos no van tan lejos ... 
como para abandonar la línea de conducta que subjetivamente 
consideraba con más posibilidades de éxito", es decir, la que otorga-
ba prevalencia a la oración sobre el tratamiento médico. Incluso 
aunque los generalizados puntos de vista morales en la sociedad 
actual hubieran exigido optar por ambos caminos a la vez (oración y 
tratamientos médicos), "si esto no le era posible al recurrente a causa 
de sus arraigadas convicciones religiosas, entonces no está justificado 
proceder contra él penalmente" (100). 
1.3. Negativa de los padres a la transfusión de sangre a un menor: 
sentencia de 10 de octubre de 1967del Tribunal Supremo de 
Hamm 
a) Los hechos 
El condenado por la Audiencia Territorial (Sala de lo Penal) por 
un delito de omisión del deber de socorro pertenece a los testigos de 
Jehová, y denegó su consentimiento para la transfusión de sangre 
99. Ibídem, pág. 110. 
100. Ibídem, pág. 111. 
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de su hijo recién nacido, afectado de una hepatitis ocasionada por 
una degradación de los glóbulos rojos. Los hechos en que se basa la 
condena son los siguientes. El recién nacido fue trasladado, por reco-
mendación médica, a un hospital infantil alrededor de las 11,00 ho-
ras. El padre declaró estar de acuerdo con todos los tratamientos mé-
dicos necesarios, excepto con el cambio de sangre. Sin embargo, tal 
cambio de sangre se hacía absolutamente necesario -según los médi-
cos que atienden al niño- para salvarle la vida. Así se lo comunican 
al padre a las 17,00 horas, declarando éste que, según su opinión, ha-
bría otras posibilidades diversas para curar al niño enfermo. Como el 
equipo médico insistiera en lo inevitable de la muerte sin la transfu-
sión de sangre aconsejada, el padre continuó negando su permiso, 
basándose explícitamente en sus convicciones religiosas. 
Ante esta actitud, el médico-jefe pone los hechos en conocimien-
to del juez-tutelar, que comparece a las 18,30 en el hospital y advier-
te al acusado de que, con su comportamiento, se hacía reo del delito 
de omisión de socorro. Aun así, el padre persiste en su negativa. Ante 
esto el juez desposee al padre y a su mujer de la patria potestad sobre 
el menor, instituyendo al médico-jefe como "cuidador del derecho 
de tutela" sobre el niño. Este -en uso de su derecho- aprobó de in-
mediato el cambio de sangre, salvándose así el niño. 
Sin embargo, la sentencia de la Audiencia es apelada ante el Tri-
bunal Supremo, quien casa la sentencia. 
b) La doctrina del Tribunal Supremo 
La absolución del acusado la basa el Tribunal de Hamm en una 
complicada argumentación, que toma como punto de partida el mo-
mento de la aparición del juez-tutelar en el hospital. Hasta ese mo-
mento -reconoce el Tribunal- el consentimienro del padre era abso-
lu tamen te necesario y su negativa podría,.en efecto, subsumirse en el 
supuesto de hecho descrito en el arto 330. c StGB. Sin embargo, la 
"ayuda objetiva" debida por el padre hasta las 18,30 (momento de la 
comparecencia del juez tutelar) no es imprescindible a partir de esa 
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hora (101). Y ello porque el acusado sabía que,aun cuando él mismo 
no. diera el consentimiento, el juez tutelar, ya presente, con seguri-
dad iba a ordenar las necesarias medidas jurídícas para el cambio de 
sangre. En este caso no se puede considerar el pequeño retraso 
temporal de prestación de ayuda que se dio por la intervención del 
juez tutelar, ya que la eficacia de la ayuda no disminuyó ni pudo ha-
ber disminuido. Tampoco la circunstancia jurídica de que el juez tu-
telar sólo podía actuar después de haber negado su consentimiento el 
padre -y, por tanto, el consentimiento del "cuidador del derecho de 
tutela" sólo era subsidiario- puede alterar el hecho de que el consen-
timiento del acusado no era necesario. El Código Penal, en el arto 
330.c, no prevé penalización para una actitud negativa que deniega 
ayuda, sino tan sólo para la omisión de prestación de ayuda. "Ilegal 
es la omisión en el sentido del arto 330. c, sólo cuando no estén 
presentes otras personas que puedan y quieran prestar ayuda" (102). 
Además -según el sentir del del T.S.-, "sopesando los intereses 
personales del acusado y el peligro físico que amenazaba asu hijo, 
sería exigir demasiado al acusado actuar contra un mandato para él 
divino -y, por tanto, contra su conciencia- sólo para liberar al juez 
tutelar y al "cuidador de tutela" de una decisión que para esas dos 
personas no presentaba duda alguna" (103). 
El Tribunal pasa luego a considerar si la actitud del acusado a las 
17,00 horas (es decir, cuando le comunican los médicos por primera 
vez que la vida de su hijo está en peligro si no se aplica transfusión 
de sangre) era "objetivamente" encuadrable en el delito de omisión 
de socorro. Aquí la afirmación del T.S. es tajante: "el consentimien-
to para el cambio de sangre era razonablemente exigible al acusado". 
y ello porque al estar en juego la vida y la salud del hijo "no se puede 
aceptar la decisión en conciencia del acusado, motivada por cuestio-
nes religiosas ( ... ). La Constitución no protege toda actuación y con-
ciencia religiosa sino únicamente aquélla que se ha desarrollado en la 
101. "NJW", cit., p: 213. 
102. Ibidem. 
103. Ibidem. 
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cultura de los pueblos de hoy y que se basa en una ética fundamental 
aceptada en el curso de la evolución histórica ( ... ). Considerando es-
tos principios, no cabe duda de que aquÍ la conciencia del acusado 
debe posponerse a su obligación de salvar la vida de su hijo" (104). 
No obtante, esta doctrina "objetiva" sentada por el Tribunal no 
es aplicada al caso por dudas fundadas acerca de si "subjetivamente" 
el acusado era jurídicamente consciente de que sólo su consentimien-
to podía salvar -antes de la llegada del juez-tutelar- al menor. "El 
acusado creía, y así loha afirmado en su comparecencia, que no se le 
podía pedir actuar contra su conciencia, ya que la Constitución 
protege expresamente la libertad de conciencia. De ahí que el acusa-
do creyera (erróneamente) que el arto 330.c del Código Penal no era 
aplicable en su situación y por tanto incurrió en un error de aprecia-
ción". La valoración de la magnitud de tal error y su incidencia en la 
culpabilidad del acusado -concluye el Tribunal- habrá de ser 
evaluada por la otra Sala de lo Penal a la que se reenvía el caso: "Esta 
tendrá también que considerar que en toda equivocación de incum-
plimiento de ley, ésta será tanto más evitable cuanto más evidente 
sea el mandato contra el que el autor actúe" (105). 
2. Italia 
2.1. Introducción 
En el marco del ordenamiento italiano la negativa a someterse a 
tratamiento médico en el que se incluye una transfusión de sangre ha 
sido calificada de objeción de conciencia "impropia" (106), en la 
medida en que no hay disposición de ley que la imponga como obli-
gatoria y, consecuentemente, no cabe hablar propiamente de un 
"conflicto" entre un mandato que proviene de la propia religión y 
otro mandato que emana de la ley estatal. 
104. "NJW", cit., pág. 214. 
105. "NJW", cit., pág. 415. 
106. A. VITALE, CONO di diritto ecclesiastico, Milano, 1986, pág. 182. 
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Sin embargo, como se verá enseguida, la jurisprudencia ha confi-
gurado supuestos en los que el deber de solidaridad in abstracto se 
traduce en un deber in concreto de imponerla en determinados casos. 
Antes de abordar tales supuestos conviene resumir el status 
quaestionis legal, tal y como lo configura el ordenamiento italiano 
(107). 
La primera fuente a la que hay que referirse es la propia Constitu-
ción italiana, que en su arto 32.2 establece: "Nadie puede ser obliga-
do a un determinado tratamiento médico si no es por disposición de 
ley". Añadiéndose "que la ley no puede en ningún caso violar los lí-
mites impuestos por el respeto a la persona humana". Y este designio 
constitucional de salvaguardar, en el ámbito general de la salud, la 
dignidad y la libertad de la persona se reafirma por el legislador en el 
arto 1 de la ley de 23 de diciembre de 1978, n. 833, que regula e ins-
tituye el servicio sanitario nacional y que, a su vez, recoge el arto 1 de 
la ley de 13 de mayo de 1978, n. 180, en estos términos: "la tutela 
de la salud física y psíquica debe ejercitarse dentro de los límites de 
la dignidad y libertad de la persona humana". Completándose el dic-
tado legal declarándose en el apartado 50 del mismo arto 1 que los 
tratamientos sanitarios obligatorios "deben ser acompañados de ini-
ciativas dirigidas a asegurar el consentimiento y la participación de la 
parte que viene obligada a ellos", aunque tales límites no siempre se 
configuren como condición stne qua non para la imposición del tra-
tamien to (108). 
El caso es que las transfusiones de sangre no aparecen en el elen-
co de los tratamientos sanitarios obligatorios, tal vez porque la impo-
107. Sobre este punto, véase M. ANTONELLI. Emotrasfusione obligatoria e liberta 
religiosa, en un diritto di famiglia e delle persone", oct.-dic. 1985, en especial, págs. 1004-
1006. 
108. En este sentido -cfr. Antonelli, cit. pág. 1066-, son varios los casos de tratamien-
tos sanitarios que impone COIDO obligatorios el ordenamiento italiano: enfennedades infec-
ciosas y contagiosas (art. 225 y ss. del R.O. de 27 de julio de 1934, n. 1256); enfennedades 
venéreas (art. 6 de la Ley de 25 de julio de 1956, n. 537); vacunaciones obligatorias: antite-
tánica: arto 1 de la Ley de 6 de junio de 1939, n. 891; antipoliomelítica: ley 4 de febrero de 
1966, ete.; tratamiento psiquiátrico en enfennos mentales (art. 34, ley 23 de diciembre de 
1978, n. 833). 
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sición de un tratamiento hemotransfusional (por lo menos en el caso 
de un adulto) no encuentre ningún fundamento jurídico que lo legiti-
me, salvo el que hipotéticamente pudiera derivarse del arto 5 del Có-
digo civil italiano, que prohibe "los actos de disposición del propio 
cuerpo cuando implican una disminución permanente de la integri-
dad física o cuando son contrarios a la ley, el orden público o a las 
buenas costumbres". Sin embargo; esta disposición no avala una in-
terpretación impositiva de las transfusiones de sangre sin el consenti-
miento del adulto, precisamente porque supondría una excepción a 
la reserva de ley establecida en el arto 32.2 de la Constitución italiana 
De ahí que se haya concluido (109) que1a salud es un concepto mu-
cho más amplio que la integridad física, y que el artículo citado del 
Código civil se refiere más bien a la pérdida de un órgano, externo 
o interno, o de una función sensorial. Las transfusiones de sangre de-
ben incluirse en órbita distinta de la del arto 5 C.c., de modo que su 
imposición, en caso de un adulto consciente, sólo puede justificarse 
sobre la base de su libre consentimiento; 
Distinto es el supuesto de menores o incapacitados. En estos ca-
sosIa doctrina es concorde en afirmar que el equilibrio entre el dere-
cho a la libertad religiosa y el de la vida de un menor debe resolverse 
a favor del segundo, siendo este último, en el contexto del sistema 
constitucional, el valor principal en cuanto no derivado sino origina-
rio y fundamental (110). Conclusión que también se deriva del arto 
30.1 de la Carta constitucional, que impone a lo padres la obligación 
de mantener, instruir y educar a la prole, y de los arts. 147 y 648 del 
Código civil que la reafirma (111). Por su parte, el arto 590 del 
Código penal configura como ilícito penal el abandono de las obliga-
ciones de asistencia inherentes a la patria potestad de los padres. 
109. Cfr. ANTONELLI. ob. cit.. págs. 1007-1008. 
no. Cfr. G. FIANDACA. Comentario a la sentencia de 10 de mayo de 1982 de la 
Corte Penal de Cagtiari, "Foro italiano", 1983, U, p. 29, y bibliografía allí citada; P. FLO-
RIS, LibertG de coscienza, doveri dei genitori, dirittidel minore, "Foro italiano", 1984, IU. 
pág.,362 Y ss.. Y bibliografía allí citada. 
111. Sobre este punto: G. FUNGIUELE. Diritto del minore al trattamento medico-
sanitario. libertG religiosa del genitore. intervento e tutela statuale, "Giur. it. ... 1983, IV, p. 
350; F. MANTOV ANI, Le corps humain et la liberté individuelle en Droit italien, en el vol 
"Le corps humain et le droit .. , Toulouse, 1975. pág. 492. 
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2.2. La jurisprudencia italiana 
Con un intervalo de tres años (1982-1985) los Tribunales italia-
nos han abordado con cierta frecuencia el problema de la negativa a 
la realización de tratamiento médico mediante transfusiones de san-
gre. En todas las sentencias emitidas en este lapso de tiempo los pro-
tagonistas son miembros de la secta de los testigos de Jehová. 
Sin embargo, la solución a las distintas temáticas son diversas si 
los afectados son menores o incapacitados o, al contrario, adultos. 
A) El poder de deez"sión de los padres sobre enfermos menores 
a) Responsabilidad criminal: el caso de lsabella Oneda 
Tres sentencias sucesivas (la S. de 10 de marzo de 1982 de la Cor-
te Penal de Cagliari,de 13 de diciembre de 1982 de la Corte de Ape-
lacióri de Cagliari, y de 13 de diciembre de 1983 de la Corte de Casa-
ción) se refieren al caso más clamoroso de los conocidos por la juris-
prudencia italiana en la materia que nos afecta. La protagonista es la 
niña Isabella Oneda, nacida en el año 1977 en el seno de una humilde 
familia italiana de isla de Cerdeña. Por el interés y el patetismo del 
supuesto contemplado enunciaremos con cierta emplitud las vicisitu-
des del caso (112). 
La mencionada Isabella, a los siete meses de edad, comienza a 
presentar unos síntomas preocupantes, que hacen que sus padres la 
trasladen a un hospital donde se le diagnostica una anemia medite-
rránea de especial gravedad (thalassemia homozigota), enfermedad 
que exige "periódicas transfusiones de sangre para que el paciente se 
112. El texto de las tres aentencw que escalonadamente conocen la cue.tión puede 
verse en : Foro italiano, 1983,11, pp. 27-46, con comentario de G. FIANDACA, Giurispru-
denza italiana, 1983, 11, págs. 364-376, en la misma revista, 1983, IV comentario de G. 
FUNGIUELE, págs. 349-359; Foro italiano, 1984, 111, págs. 362-385, con comentario de P. 
FLORIS. También: F. DALL'ONGARO, La vita e la morte de IsabeUa Oned4: lo Stato 
davanti ai Testimoni di Geová, "n dir. di famiglia e delle perlone", oct.-dic., 1985, pág. 
801-807. 
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mantenga con vida". En principio los padres no se oponen a que se 
lleven a cabo las transfusiones de sangre, por lo que Isabella las reci-
be hasta mayo del año 1979. 
Sin embargo, en esa época los padres entran a formar parte de la 
secta de los testigos de Jehová (antes eran cristianos católicos), y de-
ciden que la hija no debe someterse a más transfusiones de sangre 
porque las prohiben los principios de la secta. Así, la niña acude a la 
clínica el 7 de junio de 1979, pero no el día 19, fecha que los médi-
cos habían señalado para una nueva transfusión. Las autoridades sa-
nitarias informan, el 28 de julio, al Tribunal de menores de Cagliari, 
pidiendo una inmediata intervención, y explicando que las transfusio-
nes son necesarias para la supervivencia de Isabella. El mismo 28 de 
julio, el Tribunal de Menores emite una disposición por la que ordena 
que la niña sea alejada de la casa de sus padres y hospitalizada en la 
Clínica Universitaria donde era atendida, para que tuviera lugar la te-
rapia prescri tao 
Surgen dificultades, ya que los padres se niegan a llevar a la niña 
al hospital, y los carabineros de Sarroch (pueblo donde vivía Isabe-
lla), a los cuales se les solicitaba la ejecución de la diposición, decla-
ran no tener medios adecuados para transportar a la criatura, pues el 
transporte ha de realizarse fuera del municipio. Estas dificultades son 
tramsmitidas al Tribunal de Menores, quien emite una nueva disposi-
ción, por la que se establece que el acompañamiento deberá ser reali-
zado por la Oficina de Policía Femenina de la comisaría de Cagliari. 
El 4 de julio, acompañada de una asistente de la policía, es ingresada 
Isabella, no sin previamente hacerse constar la protesta de los padres. 
Reincorporada de nuevo a su casa, Jos padres continúan sin que-
rer acompañar a la niña a las periódicas transfusiones, por lo que se 
producen nuevos diálogos telefónicos entre miembros del hospital, 
asistentes sociales y el Tribunal de Menores de Cagliari, en el curso de 
los cuales surge un nuevo problema: la policía femenina informa que 
no puede acompañar más a la niña, y afirma que ha de· ser el oficial 
sanitario de Sarroch el que la acompañe, Como el 8de agosto Isabella 
no ha sido lleVada a Cagliari, se informa de nuevo al Tribunal de 
Menores, que ordena a los carabineros de Sarroch que informen a los 
padres de . sus responsabilidades civiles y penales. 229 
R. NA VARRO- VALLS,]. MARTINEZ-TORRON y M.A. ]USDADO 
Una vez más, la niña es llevada al hospital el 17 de agosto, y se 
somete a las periódicas transfusiones hasta el mes de diciembre de 
1979. Pero, como en anteriores ocasiones, los padres dejan de llevar-
l~, y son entonces los abuelos quienes se dirigen al Tribunal de Me-
nores para que éste intervenga. El citado órgano emite, el 22 de fe-
brero de1980, una nueva disposición por la que dispone en vía de 
urgencia que Isabella sea trasladada a la clínica e ingresada, quedando 
esta vez la ejecución a cargo del alcalde de Sarroch. 
El 29 de febrero de 1980, Isabella es acompañada por un guardia 
urbano de Sarroch a Cagliari, ingresada en el hospital y sometida a 
transfusión de sangre. 
Entretanto, el Tribunal de Menores, para dejar de tener que recu-
rrir a actuaciones singulares, emite el 3 de marzo de 1980 una nueva 
disposición en la que establece que la niña, salvo diversa opinión de 
los médicos, debe someterse cada 28 días al examen de éstos para 
controlo transfusión, y manda a los padres que cumplan estos requi-
sitos y al ayuntamiento que colabore en lo indicado. Pero los padres 
no hacen caso, y la disposición carece de efectividad. 
ElIde julio, los padres de la niña, convocados por los carabine-
ros, confirman que no le han sido realizadas transfusiones a la niña 
desde el 13 de marzo de 1980. Se requiere al alcalde para que haga 
acompañar a la niña a Cagliari, y la mañana del 2 de julio un guardia 
urbano se presenta en casa de los padres para recoger a Isabella. Los 
padres se niegan en principio a que se lleven a la niña, siendo necesa-
ria la intervención del comandante de la policía para hacerles entrar 
en razón. Todo esto hace que se retrase el viaje, e Isabella entra en es-
tado preagónico. Pese a la transfusión de urgencia que se le practica 
en el momento en que es ingresada en el hospital de Cagliari, muere 
a las 19,15 h. de ese día. 
Los documen tos médicos aclaran que en el momen to del in-
gresoIsabella estaba en condiciones de anemia agudísima, con sínto-
mas de grave insuficiencia cardíac.a, y que la muerte le sobrevinó por 
la insuficiencia provocada por la anemia. 
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Denunciado el caso ante la magistratura de Cagliari, se inicia 
acción penal contra los padres de Isabella, emitiéndose sentencia 
por la Corte Penal de Cagliari -el 10 de marzo de 1982- por la que 
se condena a ambos progenitores a la pena de 14 años de reclusión, 
como responsables de homicidio agravado por ser cometido en la 
persona de un descendiente (113). 
- Conviene observar que la Corte configura el supuesto como un 
"delito de homicidio doloso",no entendiendo inaplicable la atenuante 
de los motivos de particular valor moral o social contemplados en el 
arto 62.1 del Código penal, aunque los padres -en el supuesto descri-
to- actuaran "para no violar una prohibición religiosa del culto de 
los testigos de Jehová". Por lo demás, excluyen de la amplísima 
tutela que a la libertad religiosa confiere el arto 19 de la Constitución 
toda acción u omisión que colisione con la vida humana, de modo 
que en el supuesto contemplado no operará la- eximente del "ejerci-
cio de un derecho", sino la tutela penal del derecho lesionado. 
En el cuerpo de la sentencia explícitamente se afinna que la ate-
nuante del arto 62.1 se refiere a la "finalidad y a los principios que, 
por la especial densidad de su contenido ético o social, son aprobados 
por la conciencia común". Añadiéndose que "la conciencia común 
respeta el rechazo de las transfusiones de sangre motivado por la 
observancia de un precepto religioso, cuando no esté en cuestión la 
vida humana", pero rechaza dicho precepto cuando "produce siste-
máticamente la violación del derecho a la vida, el derecho primario 
entre todos los derechos". Concluyendo que el peculiar motivo que 
llevó a los Oneda a impedir el tratamiento hemotransfusional de su 
hija no integra de por sí ninguna de las circunstancias atenuantes 
específicamente previstas en el Código penal, aunque deberá ser 
tenido en -cuenta solamente a los efectos de "la concesión de las 
atenuantes genéricas y de la gradación de la pena". 
113. Hay· que advertir que en el Código penal italiano, a diferencia del español, el parri-
cidio no comprende el homicidio en la persona de descendientes o cónyuge. 
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Apelada la sentencia, la Corte de Apelación de Cagliari confinna 
(sentencia de 13 de diciembre de 1982) la anterior en todos sus ex-
tremos, salvo en aquél que declara inaplicable la atenuante de moti-
vos de particular valor moral o social, reduciendo la pena de reclusión 
a 10 años. 
La motivación de la Corte de Apelación es que "debe reconocerse 
que la causa del delito omisivo impropio cometido por los imputados 
ha sido la de no violar un precepto religioso, motivo que tiene un 
contenido eminentemente ético, no sólo bajo el punto de vista indivi-
vidual, sino también bajo el colectivo, ya que la conciencia popular 
acoge la obediencia a los propios principios religiosos observados 
también cuando supone el sacrificio de afectos personales",. Conclu-
yendo que la disponibilidad absoluta de los condenados "a 10 que 
ellos han reputado y reputan como voluntad de Dios ( ... ), manifiesta 
un valor particular que corresponde a un sentimiento de especial ca-
lidad ética cual es el d~ la fe religiosa", 10 que implica "un contenido 
que se inspira en valores morales aceptados como tales por la colecti-
vidad y que se insertan en la atenuante del arto 62.l. del Código 
penal". 
Con posterioridad, la Corte de Casación, en su Sección 1 a. de 10 
Penal, con sentencia de 13 de diciembre de 1983, casa la sentencia de 
segundo grado con reenvío de la causa a un Tribunal de Roma, en-
tendiendo oportuna una mayor profundización sobre el elemento ins-
titucional del delito, es decir, "por vicio de motivación en orden a la 
decidida subsistencia del homicidio doloso". 
Sin embargo, esta última sentencia entiende "manifiestamente in-
fundada" la cuestión de legitimidad constitucional -planteada por 
los Oneda- de los artículos 147 del Código civil y 570 del Código pe-
nal (de los que desciende la obligación jurídica de impedir un evento 
relevante a los efectos del arto 40 del Código penal) en la parte en la 
cual no prevén una excepción a las obligaciones de asistencia familiar 
en los casos en que éstas contrasten con los preceptos de una fe reli-
giosa, o no prevean que tal contradicción . pueda dar lugar a aquellas 
situaciones de incapacidad, que representan el presupuesto de la 
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inteIVención sustitutiva del Estado, con referencia a los artículos 2, 
3, 19, 21 Y 30 de la Constitución. 
b) La z·mposición de un tratamiento contra la voluntad de los 
padres 
Con fecha 8 de julio de 1985, el Tribunal Administrativo Regio-
nal del Lazio (TARL) emitió tres sentencias que contemplan supues-
tos diferentes, aunque los tres conexos con negativas a tratamientos 
sani tarios hemotransfusionales. 
La segunda de dichas sentencias (que es a la que ahora nos referi-
mos) contempla el caso de los padres de una menor de edad, hija legí-
tima sobre la que ejercen la patria potestad, que recurren ante el 
TARL, pidiendo la anulación de una orden del alcalde de Roma por 
la cual -en base al arto 33 de la Ley de 23 de diciembre de 1978, n. 
833-, ante la negativa de los padres (basada en convicciones religio-
sas) de que se imponga a la menor una transfusión de sangre con ca-
rácter de urgencia, dispuso la ejecución obligatoria del tratamiento 
sanitario. 
Los recurrentes motivan las razones de su disconformidad 
fundándose en el arto 32 de la Constitución, en exdeso de poder, ca-
rencia de presupuestos, insuficiencia de la motivación e incompeten-
cia funcional. A su vez, el ayuntamiento de Roma aporta auto del 
juez tutelar de menores que convalida la orden de inteIVención, pos-
tulando la inadmisibilidad del recurso. La sentencia confirma la vali-
dez de la orden del alcalde, . basándose en que, al no haber sido im-
pugnado el auto del juez tutelar, los padres del menor no están legi-
timados para hacer valer su disconformidad respecto al tratamiento 
sanitario practicado en régimen de internamiento hospitalario. 
Concluye la sentencia sin imponer expresamente las costas a los 
recurrentes, entendiendo que las motivaciones de los mismos -tutela 
de la esfera de la libertad religiosa- entran en el más amplio campo 
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de la tutela de la persona humana, en la que se incluyen la observan-
cia de los preceptos de orden religioso (114). 
B) La potestad de los médicos y autoridades gubernativas en los 
tratamientos sanitarios impuestos a los adultos 
Otra sentencia del TARL, de fecha idéntica a la anteriormente 
descrita, deniega a los padres y herederos del hijo fallecido la preten-
sión de anular la orden del alcalde d~ Roma por la que B.A., hijo del 
citado matrimonio y mayor de edad, fue obligado a recibir una trans-
fusión de sangre (115). 
El matrimonio, alegando que al ser testigos de Jehová pueden re-
chazar por motivos religiosos la transfusión de sangre, sostiene que se 
ha producido por la citada orden una violación de la Constitución y 
un abuso de poder. El Tribunal rechaza la tesis de los recurrentes, 
afirmando que "la acción orientada a declarar la legitimidad del tra-
tamiento sanitario por violación de un derecho inherente a la perso-
na, como es el de profesar una fe religiosa, tiene carácter personalísi-
mo y puede por tanto ser ejercitada solamente por el sujeto interesa-
do, si es mayor de edad y capaz, con exclusión de sus padres y here-
deros". Concluyendo la sentencia que "el paciente, en ausencia de 
una norma con rango de ley que prevea la posibilidad de un determi-
nado tratamiento sanitario obligatorio ( ... ), es el único que puede 
manifestar su consentimiento o negativa al tratamiento, y por consi-
guiente hacer valer ante la autoridad judicial competente su propia 
voluntad. Tal voluntad no puede ser suplida por la de los padres o pa-
rientes, cuando el paciente es mayor de edad, de modo que ninguna 
otra persona está legitimada para hacer valer esta personalísima posi-
ción del paciente, en lo referente a la elección del tratamiento sanita-
114. Cfr. resumen de la sentencia en "n diritto di famig1ia e delle persone", oct.-dic., 
1985, págs. 998-1ool. 
115. Cfr. resumen de la sentencia en "n diritto di famig1ia e delle persone", cit. págs. 
996-998. De la exposición de hechos no aparece claro si el enfermo estaba o no incapacitado 
para otorgar su consentimiento. 
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rio O a su rechazo, pudiendo tan sólo socorrer el estado de necesidad 
( ... ) el médico que actúe cuando el paciente no esté en condiciones 
de pronunciarse'. 
Si esta sentencia deja aclarado en el campo del ordenamiento ita-
liano que el derecho a negarse a un tratamiento hemotransfusional, 
por motivos religiosos, es un derecho personalísimo que solamente 
puede ser ejercido por el paciente mayor de edad, parece claro que ni 
el médico ni las autoridades tienen potestad al respecto. 
Respecto al médico, conviene añadir que tiene capacidad para 
decidir sobre la transfusión en los casos en que el paciente no pueda 
prestar su consentimiento. En estos supuestos el médico viene ampa-
rado por el estado de necesidad, sin que quepa luego exigírsele res-
ponsabilidad penal por delito de coacciones, salvo que exista docu-
mento firmado por el paciente excluyendo en cualquier supuesto el 
referido tratamiento médico. 
Respecto a las autoridades, ya vimos anteriormente que juegan 
un importante papel cuando el paciente es menor de edad, pues son 
las que han de disponer la separación del menor de la custodia de 
sus padres y la práctica del tratamiento cuando se vea necesario. Re-
párese bien en que nos referimos a autoridades judiciales, en especial 
al Tribunal de Menores, bien directamente, o bien convalidando ex 
post actuaciones de autoridades administrativas, pero nunca la autori-
dad civil aisladamente, en especial cuando se trata de adultos. 
Expresamente confirma estas observaciones la tercera de las sen-
tencias emitidas por el TARL. de idéntica fecha que las anteriores 
(116). 
Contempla este pronunciamiento el caso de un paciente adulto al 
que, por orden del alcalde de Roma, se impuso una transfusión de 
sangre -necesaria para su supervivencia- a pesar de que tanto el pa-
ciente como su esposa (ambos testigos de Jehová) habían rechazado 
expresamente dicho tratamiento -por escrito- y, además, el propio 
paciente había ratificado oralmente su protesta ante la transfusión 
de sangre realizada. 
116. Cfr. un resumen de la misma en "n diritto di famiglia e delle persone", cit., págs. 
1001-1017. 
235 
R. NA VARRO- VALLS, ¡. MARTINEZ-TORRON y M.A. ¡USDADO 
La viuda del paciente, en su nombre y en el del esposo falleci-
do, recurre contra la orden del alcalde, que la había emitido sobre 
la base del arto 33 de la Ley de 23 de diciembre de 1978, n. 833, en 
cuanto las condiciones físicas del paciente hacían indispensable el 
tratamiento sanitario rechazado. 
El TARL invalida ex post la orden emitida por el alcalde, hacien-
do notar que "cualquier tratamiento previsto como obligatorio en 
abstracto por la ley -y, en el supuesto contemplado, no existe ningu-
na previsión para las transfusiones de sangre y para la conexa hospita-
lización obligatoria- no puede en ningún caso infringir los derechos 
inviolables de la persona humana". Entre estos derechos asume par-
ticular relevancia el de la fe religiosa, que incluye, en el concepto de 
profesión (art. 19 Constitución), no sólo el aspecto interno del culto, 
sino el derecho a vivir y a obrar observando los preceptos religiosos, 
con el único límite de las buenas costumbres y de la observancia de 
los otros deberes inderogables que establece la Constitución. De ahí 
que no pueda el alcalde imponer al paciente la transfusión rechazada 
por sus convicciones religiosas, "porque se trata de un poder que en-
cuentra un límite insuperable en la obligación al respecto de la per-
sona humana y de sus derechos inviolables". Sentando la sentencia, 
en fin, el defecto de jurisdicción de cualquier poder de la Administra-
ción pública que "pueda degradar la posición del derecho en examen 
a posición de interés legítimo". 
3. FRANCIA 
La objeción de conciencia a la recepción de algunos tratamientos 
médicos -muy en especial, transfusiones de sangre- encuentra en el 
ordenamiento francés solución legal o jurisprudencial diversa, según 
se trate de objetores mayores de edad, o menores de edad cuando sus 
padres o tutores legales se oponen -sobre la base de convicciones 
religiosas- a dichas transfusiones. 
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3.1. Mayores de edad 
El Código civil no con tiene alusión alguna al respecto. Sin embar-
go, en el Código de Deontología Médica (117) se incluye una disposi-
ción -su art. 7-- en la que expresamente se establece que "la volun-
tad del enfermo debe ser respetada siempre, en la medida de lo posi-
ble. Cuando el enfermo, por razón de su estado de salud, no puede 
expresar su voluntad, sus parientes deben ser prevenidos e informa-
dos, salvo urgencia o imposibilidad". 
No obstante la claridad de la disposición mencionada, la doctrina 
francesa, cuando se ,plantea el problema de la negativa de un adulto a 
recibir transfusiones de sangre por motivaciones religiosas -en espe-
cial, las de los testigos de Jehová-, se muestra de algún modo procli-
ve a una acción médica orientada a imponerla cuando peligra la vida 
del paciente. En este sentido se pronuncia el comentario oficial del 
"Bulletin de l'Ordre des Medecins" al transcrito artículo 7: cuando la 
transfusión no es indispensable, el médico se abstendrá de aplicarla; 
pero, cuando la vida del paciente está "real o inmdiatamente amena-
zada, se comprende que el médico, no queriendo ser cómplice de lo 
que se considera una aberración criminal (sic), haga lo que está de 
acuerdo con su conciencia y bajo su responsabilidad" (118). 
René Savatier se plantea incluso la responsabilidad criminal y ci-
vil del médico en este supuesto, al comentar la sentencia de 30 de oc-
tubre de 1974 de la Corte de Casación (Sección de lo Penal) francesa. 
En ningún momento la Corte -como enseguida veremos- hace refe-
rencia a la cuestión, pero es sintomático que -incidentalmente- el 
ilustre jurista francés se fije en este extremo. 
El supuesto contemplado por la Corte -que casará la sentencia 
117. Aprobado por Decreto nO 79-506 de 28 de junio de 1979, "Joumal Officiel de la 
R.F .... de 30 de junio de 1979. rectificado en eIJ.O. de 24 de julio de 1979. 
118. Cfr. nO de abril de 1982. p. 83. Hay que advertir que tal publicación, naturahnen-
te. no tiene valor legal alguno: se trata de simples recomendaciones que se hacen a los médi-
COi desde una perspectiva deontológica. 
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de la Corte de Apelación de Besan~on- es el siguiente (119). Se 
produce un accidente de circulación y la víctima es trasladada a un 
hospital. El médico que la atiende constata la existencia de una he-
morragia interna, que hace absolutamente necesaria una transfusión 
de sangre. El paciente rehusa por razones religiosas (es miembro de la 
secta de los testigos de Jehová) y fallece. 
El responsable del accidente automovilístico es condenado penal-
mente por un delito de homicidio involuntario, y civilmente es igual-
mente condenado a pagar una indemnización a la viuda y los hijos, 
indemnización reducida por el Tribunal en su cuantía "al no constar 
claramente si el desenlace fatal se hubiera podido evitar si el acciden-
tado hubiera aceptado los tratamientos y cuidados que su estado 
exigía". 
El condenado recurre a la Corte de Apelación negando toda obli-
gación de indemnizar a los parientes del fallecido, dado que la vícti-
ma ha rechazado una oportunidad de sobrevivir al negarse a recibir la 
transfusión de sangre. La Corte de Apelación -rechazando de plano 
el recurso- incrementa la indemnización civil (reformando la senten-
cia de los jueces de primera instancia), estimando que los herederos 
tienen derecho a una indemnización sustancial por entender que "no 
hay ninguna razón que permita afirmar que el accidentado hubiera 
salvado su vida en el supuesto de haberse producido la transfusión". 
En fin, la Corte de Casación, sin entrar en el aspecto penal del 
problema, casa la sentencia de la Corte de Apelación en base a que la 
motivación no ha justificado adecuadamente "si la víctima, por su 
culpa, se ha visto privada de una posibilidad de mejora o superviven-
cia, no aceptando, a sabiendas, los cuidados que necesitaba. Esta falta 
debe tenerse en cuenta para la reparación del perjuicio, ya que ha 
concurrido en la realización del daño". Es decir, la Corte estima una 
119. Cfr. Recueil DaUoz Sirey, 1975, p. 178-179, con comentario de R. SAVATIER; 
"La Nouvelle Presse Médicale", 17 mayo 1975, págs. 1513·1518. El ori~n del fallo radica 
en otro anterior del Tribunal correccional de Besaru;on, de 9 de mayo de 1973: Cfr. J. 
ROBERT, Le corps humain et la liberté individueUe en Droit frarn;ais, en el vol. "Le corpa 
humain et le Droít", Toulouae, 1975, pág. 469. 
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suerte de compensación de culpas, del mismo modo que en algunos 
supuestos reconoce el ordenamiento civil español, tanto en el arto 
1902 del Código civil, como en la jurisprudencia del Tribunal Supre-
mo que, por ejemplo, en sus sentencias de 13 de octubre de 1981 y 
de 27 de junio de 1983 -entre otras-, ha señalado que "existiendo 
comportamiento culposo tanto en el causante del daño como en el 
perjudicado, tal concurrencia, si bien no excluye la obligación de in-
demnizar, · determina la equitativa moderación en el montante econó-
mico a satisfacer a la víctima". 
y es al comentar esta sentencia cuando Savatier (120) inciden-
talmente se plantea si los terceros (los herederos de la víctima) po-
drían haber exigido responsabilidades al médico por haberse absteni-
do de someter al paciente al tratamiento hemotransfusional, que la 
propia sentencia califica de "tratamiento banal, sin contraindicación 
alguna". Savatier no resuelve la cuestión que hipotéticamente sugiere, 
pero el propio hecho de planteársela ya es sintomático de la definida 
orientación de un sector doctrinal francés. 
3.2. Menores de edad 
Para los pacientes menores de edad, el tratamiento jurídico viene 
adecuadamente perfilado en su casuística, tanto si la necesidad de im-
poner la transfusión se produce en caso de urgencia sin la presencia 
de los padres del menor, como si el supuesto acaece estando presente 
los padres. La solución legal en el ordenamiento francés se deduce 
claramente de los arts. 371-375 del Código civil -tal y como han 
quedado redactados después de la ley nO 70-459 de 4 de junio de 
1970-, el arto 28 del Decreto nO 74-27 de 14 de enero de 1974, rela-
tivo a las reglas de funcionamiento de los centros hospitalarios (121), 
y los artículos 43 y 44 del Código Deontológico ya citado. 
120. Loc. cit., pág. 179. 
121. "Joumal Officiel de la R.F.", 16 enero 1974, pág. 28. 
239 
R. NAVARRO-VALLS. ¡. MARTINEZ-TORRON y M.A. ¡USDADO 
En caso de ausencia de los padres -y aunque hubiera certeza de 
que éstos se opondrían a la transfusión por razones de conciencia-, 
el médico debe tomar y ejecutar las decisiones que le dicte su con-
ciencia profesional. La Corte de Casación, en sentencia de 8 de no-
viembre de 1955, expresamente ha reconocido ese derecho (122). Y 
el artículo 43 del Código Deontológico Médico prescribe que, en es-
tos supuestos, el médico "debe prestar los cuidados necesarios", so-
bre todo si se tiene en cuenta que el arto 63.2 del Código penal fran-
cés sanciona la denegación de asistencia a una persona en peligro. In-
cluso, el hecho de que el menor sea portador de un escrito prohi-
biendo la transfusión no altera la solución legal, pues la doctrina es 
concorde (123) en afirmar que el escrito en sí mismo carece de valor 
jurídico, ya que de él no puede deducirse apodícticamente que, en el 
momen.to de llevarse a cabo la transfusión, el autor de dicho escrito 
hubiera perseverado en su negativa en caso de estar presente. 
El caso más frecuente, sin embargo, es el de la oposición de los 
padres al tratamiento médico por razones de conciencia ante el re-
querimiento médico. En este supuesto, el art. 375 del Código civil 
permite hacer una interpretación favorable al menor. 
Efectivamente, el arto 371.2 del Código civil francés confía la pa-
tria potestad a los padres, precisamente para "proteger al niño en su 
seguridad, su salud y su moralidad". De ahí que, cuando una decisión 
conjunta de los padres atente a la salud del menor, el arto 375 del 
Código civil indica que el médico lo pondrá en conocimiento del 
Procurador de la República, el cual prevendrá al juez tutelar, quien 
transferirá la guarda del menor a alguna persona apta para tomar las 
medidas de urgencia necesarias, normalmente el médico que atiende 
al menor. 
En el supuesto de dificultad para localizar al fiscal o sustituto, la 
solución dada a un supuesto de emergencia, descrito por Gombault 
(124), aclara la cuestión. Un menor había sido víctima de un acci-
122. Cit. por A. GOMBAULT. L'enfant du témoin de Nhovah. en "C.M .... 1980, pág. 
5565. 
123. Ibidem. 
124. Ibidem. 
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dente de motocicleta. Transportado al hospital, se vio necesaria una 
transfusión de sangre. Sin embargo, el padre, empleado del hospital 
y testigo de Jehová, se opuso a ella. Los médicos telefonearon a la 
Comisaría más cercana, que inmediatamente entró en contacto con el 
fiscal de guardia. Este informó al Juez titular, que transfirió la guarda 
del menor al médico-jefe. La transfusión se llevó a cabo mientras la 
policía impedía la intervención de los familiares. 
A pesar de que las medidas de urgencia corresponden en todo ca-
so al juez, el arto 375.5 autoriza al Procurador de la República a 
adoptarlas en supuestos excepcionales bajo su responsabilidad, aun-
que en el plazo máximo de ocho horas deberá comunicarlas al juez 
competente, quien las ratificará o modificará (125). 
En fin, el art. 44 del Código Deontológico prevé el supuesto de 
que el médico, convencido de la necesidad de una medida terapéuti-
ca, entre en colisión con la voluntad de los padres. En estos supuestos 
(126), y teniendo en cuenta -como se deduce del arto 371 del Códi-
go civil- que los padres tienen derechos no tanto sobre su hijo 
cuanto para su hijo, la solución deontológica cojncide con la solu-
ción legal ya descrita anteriormente. 
125. Por su parte, el arto 28 del Decreto de 14 de enero de 1974, ya citado, dispone 
que "cuando la salud o la integridad corporal del menor aparecen comprometidas por la 
negativa del representante legal del menor, el médico responsable del servicio puede recu· 
nir al ministerio público a fin de provocar las medidas de asistencia educativa que le permi-
tan prestar los cuidados necesarios". 
126. Cfr. Comentario al arto 44, "BulIetin de l'Ordre des Medecins", jumo 1985, pág. 
80. 
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IV. DERECHO ESPANOL 
1. Coordenadas jurúprudenciales 
1.1. Introducción 
La jurisprudencia española se ha ocupado de la objeción de con-
ciencia a los tratamientos médicos desde una doble y limitada pers-
pectiva. La primera, abordando tan sólo supuestos de negativa a la re-
cepción de tratamiento hemotransfusional; la segunda, haciéndolo so-
lamente desde su vertiente penal. Vertiente, por lo demás, exclusiva-
mente centrada en la posible responsabilidad del juez que ordena 
-ante la negativa de un adulto capaz o de los padres de una menor 
-la aplicación de dicho tratamiento, arrogándose una autoridad simi-
lar a la que, en el Derecho anglosajón, ha dado en llamarse parens 
patriae. 
Hay que advertir que todos los supuestos contemplados lo son en 
el ámbito de procedimientos de antejuicio previos a la exigencia de 
responsabilidad a los jueces implicados. Y, por tanto, resueltos direc-
tamente por el Tribunal Supremo en autos a los que nos referiremos 
enseguida. El Tribunal Constitucional también se ha pronunciado in-
directamente al llegar, por la vía del recurso de amparo, uno de tales 
supuestos al ámbito de su competencia. 
Con lo cual, ya implícitamente quedan apuntadas las lagunas que, 
en el marco judicial, se observan respecto al área anglosajona o el De-
recho continental europeo. Es decir, la riqueza de pronunciamientos 
extranjeros con la consiguiente pluralidad de supuestos (responsabili-
dad de los padres o cónyuges, incidencia de la objeción en el marco 
laboral o en el de la responsabilidad estrictamente civil, directa potes-
tad de los médicos en la aplicación del tratamiento, responsabilidad 
de estos, últimos, compensación de culpas en accidente seguido de 
muerte, atribuciones de la autoridadgubemativa, etc.) contrasta con 
lo limitado de las conductas típicas contempladas en el ámbito del 
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litigio civil o penal español. De ahí que haya sido la doctrina la que 
-aunque no de modo exhaustivo- ha debido, incidental o monográ-
ficamente, apuntar soluciones a supuestos no directamente contem-
plados por la jurisprudencia, a la vez que ha tomado posiciones 
-críticas o concordes- con la solución dada por los órganos judicia-
les. Razón por la que -en epígrafe aparte- habremos de referimos a 
tales posiciones doctrinales. 
1.2. Ausencia de responsabilidad criminal por parte del juez al 
ordenar transfusiones de sangre a una menor sz·n consentz"-
miento de sus padres 
El único supuesto que conocemos es el contemplado por el auto 
del Tribunal Supremo de 26 de septiembre de 1978 (127). Dicho au-
to abordó la posible colisión entre el derecho de libertad religiosa 
(cuyo atentado se castiga en el art. 205 del Código penal) yel dere-
cho a la vida, cuya eliminación se sanciona por el delito de homici-
dio del arto 407 del mismo Código. Colisión hipotéticamente plan-
teada ante la firme negativa de un matrimonio -ambos adeptos a la 
secta de los testigos de Jehová- a que se impusiera tratamiento mé-
dico hemotransfusional a una hija menor de edad, cuya vida peligraba 
si no se procedía urgentemente a la aplicación de dicho tratamiento. 
El juez en servicio de guardia -requerido por el equipo médico-
ordenó que se practicara la transfusión de sangre, desoyendo las argu-
mentaciones de Índole religiosa planteadas por los padres. 
futerpuesta por los padres de la niña querella de antejuicio contra 
el juez, el Tribunal Supremo repelió dicha querella, aduciendo como 
fundamento de su posición que el derecho de patria potestad no 
127. Incidentalmente aludido en el de 14 de marzo de 1979 (fuente propia), y que no 
hemos podido manejar directamente, por más que intentamos -con resultado negativo-
localizarlo en los archivos del propio T.S. 
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podía extenderse a la menor que se encontraba en situación de in-
minente peligro de muerte, de modo que la actuación del juez de 
guardia fue ajustada a derecho sin que incurriera en la conducta tipi-
ficada en el nO 2 del arto 205. 
l.3. Ausencia de responsabilidad del juez al ordenar transfusio-
nes de sangre a un adulto capaz contra su consentimiento 
a) La doctrina del Tribunal Supremo 
Dos autos del Tribunal Supremo, de fecha 14 de marzo de 1979 
y 22 de diciembre de 1983 (Sala Segunda), abordan esta cuestión. En 
ambos la species facti es muy similar, lo que explica también la simi-
lar fundamentación jurídica que en los d~s aduce el Tribunal supre-
mo para exonerar de responsabilidad criminal a los jueces que orde-
naron la transfusión sanguínea 
En el primero de ellos (14 de marzo de 1979) los hechos contem-
plados son los siguientes. Una mujer perteneciente a la Asociación de 
los testigos de Jehová (128) ingresa en una residencia sanitaria, dicta-
minando los médicos la urgente necesidad de proceder a una ope~a­
ción. Operación a la que se procedió con conocimiento y aceptación 
-por parte de los componentes del equipo quirúrgico- de la negativa 
de la paciente a recibir transfusiones de sangre. Con posterioridad, el 
médico encargado de la vigilancia del curso pos-operatorio solicitó 
del marido de la enferma una declaración exoneradora de responsabi-
lidad a su favor, por las consecuencias negativas que por la falta de 
tratamiento hemotransfusional ·pudieran derivarse. Ambos -paciente 
y cónyuge- firmaron tal declaracjón. Sin embargo, el médico-jefe de 
los servicios de guardia volvió a comunicar al marido la urgente nece-
128. En el propio auto -segundo resultando- se hace notar que entre las convicciones 
religiosas de la querellante "profesaba la de abstenerse de la sangre, incluyendo en tal absten-
ción la recepción de sangre por vía de transfusión, por razones fundamentalmente bfblicas 
y de conciencia". 
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si dad de realizar en su esposa una transfusión de sangre. Ante la nue-
va negativa de aquél, fue requerido mandato judicial, que se otorgó 
telegráficamente (129). 
Para su ejecución intervino la policía que, no obstante comprobar 
personalmente la total lucidez de la enfenna y su rotunda negativa a 
recibir el tratamiento hemotransfusional, ordenó la aplicación de la 
transfusión de sangre. 
La pacien te formuló querella promoviendo el antejuicio necesario 
para exigir responsabilidad al titular del juzgado, por estimar que se 
había cometido por éste" un delito contra la libertad humana en 
general" y, más en concreto, "un delito contra la libertad religiosa, 
configurado en el arto 205 del Código penal". 
La fundamentación jurídica del Tribunal Supremo, por la que 
exonera de responsabilidad al juez de instrucción, se vertebra sobre 
la esencial conjunción del ordenamiento jurídico, en virtud de la cual 
el juez actuó confonne a Derecho en el conflicto de nonnas que pro-
tegen, por un lado, las convicciones religiosas de la querellante y, por 
otro, su propia vida. 
Ante el choque entre estos dos bienes jurídicos el T.S. estima que 
el juez obró correctamente al valorar como interés preponderante el 
de la vida de la pacien te. 
La licitud del hecho la justifica el T.S. en base a la distinción 
entre antijuridicidad formal y material, entendiendo esta última 
como "una nonna -de cultura o de convivencia social- que está tras 
de la ley, dotándola de todo su profundo sentido antijurídico". Pero, 
si tal nonna de convivencia se decantara hacia una ofensa de valores 
de más alta estima comunitaria (en este caso, la vida misma), enton-
ces -según el sentir del T.S.- "no hay duda de que la conducta que, 
aparentemente, infringiera una nonna en beneficio de otra de supe-
rior rango, lejos de constituir un injusto típico estará plenamente 
129. El texto del telegrama del juez de guardia fue de este tenor: "si el equipo médito 
considera necesaria la transfusión que actúe de inmediato y si alguien opone resistencia que 
pase a comisaría. ..... 
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justificada y habrá de considerarse como afirmadora del Derecho" 
(130). De este modo, el tipo penal del arto 205 del Código penal hay 
que situarlo dentro del total ordenamiento jurídico, pues sólo cuan-
do el uso de amenaza, violencia o apremio contrario a la libertad re-
ligiosa haya sido ilegítimo podrá ser sancionado, cosa que no ocurrió 
-siempre según el T.S.- en el supuesto contemplado (131). 
Así, se estima el estado de necesidad (art. 8, 7 del Código penal): 
"porque el precepto legal autoriza también el llamado auxilio nece-
san'o para evitar un mal propio o ajeno ( ... )de modo que al autorizar 
el juez la transfusión sanguínea ( ... ) lesionó un bien jurídico de dicha 
persona, su derecho de libertad religiosa, pero con ello causó un mal 
menor que el que se trataba de evitar, como era la muerte de la 
querellante" (132). 
Más adelante habremos de volver críticamente sobre esta valora-
ción axiológica en el supuesto de adulto capaz; ahora bastemanifes-
tar nuestro estupor ante la tajante declaración del propio Tribunal 
Supremo cuando incidentalmente hace notar (133) "que de haberse 
inhibido (el juez) en su actuación y de ello se hubiera seguido la 
muerte de la paciente, pudo haber incurrido ( ¡entonces sí!) en ver-
dadera responsabilidad penal". 
130. Considerando segundo. 
13l. En el propio considerando se añade: "El juez contra el que se dirige la querella de 
antejuicio obró, en virtud de dicha conjunción del ordenamiento jurídico, legítimamente o 
conforme a Derecho, al proteger un bien jurídico, como es la vida, que es indispensable para 
su titular, sin que al respecto pueda hablarse de un "derecho a morir" basado en la impuni-
dad del suicidio, pues éste sigue siendo un acto de antijuridicidad normativa, aunque impune 
por razones de política criminal, como lo prueba que sean castigados tanto el auxilio e in-
ducción al suicidio como el homicidio consentido (art. 409), hasta el punto de que esta Sala 
consideró el no impedir el suicidio como acto de auxilio moral y material pasivo (S. de 23 de 
junio de 1916), como, en general, la omisión, cuando se tiene el deber jurídico de actuar, 
implica cooperación al delito (Sentencias de 22 de enero de 1921, 2 de enero de 1940,30 
de enero 1945); tesis que sube de punto al ser introducida porley de julio de 1951 la figura 
punible de la omisión del deber de socorro; conjunto de preceptos que revelan hasta la sacie-
dad que el Juez implicado en el caso de autos no incurrió en responsabilidad, sino que afir-
mó el Derecho al actuar de acuerdo con la norma jurídica superior, conformando su conduc-
ta a un fin reconocido por el Estado (el terapéutico) ... ". 
132. Considerando tercero. 
133. Considerando segundo. 
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El segundo auto mencionado (de 22 de diciembre de 1983, con-
firmado por otro de la misma Sala de 25 de enero de 1984 al resolver 
el recurso de súplica contra aquél) ratifica la doctrina del Tribunal 
Supremo, ya expuesta en el de 1979. 
La species facti es semejante a la antes extractada, aunque con 
la diferencia de resultado de muerte de la paciente, no obstante la 
aplicación del tratamiento hemotransfusional. En esta ocasión, a la 
esposa del que luego sería actor en la subsiguiente querella de ante-
juicio se le sugirió por parte del médico que la atendía la convenien-
cia de una transfusión de sangre, para resolver diversos problemas he-
morrágicos derivados de un parto previo. Ante su negativa, y reitera-
da oposición del esposo, motivada por razones de conciencia al ser 
ambos cónyuges testigos de Jehová, se recabó del correspondiente 
juzgado de guardia autorización para practicarla, autorización otorga-
da primeramente por auto y luego por providencia. Practicadas las 
transfusiones de sangre, la paciente murió cuatro días después. 
La querella de antejuicio promovida por el esposo de la paciente 
fallecida fue desestimada por los autos ya mencionados, con funda-
mentación jurídica similar -ya se dijo- al emitido en 1979 (134) . 
. Sin embargo, la importancia de estos dos últimos autos estriba en 
que van a ser la ocasión de un pronunciamiento indirecto del propio 
Tribunal Constitucional sobre la cuestión que nos ocupa, al recurrir 
en amparo el esposo que vio desestimada su querella de antejuicio 
por el Tribunal Supremo. 
b) La doctrina del Trz'bunal Constitucional 
La demanda en recurso de amparo se interpuso el 14 de febrero 
de 1984, y fue resuelta por auto de 20 de junio de 1984. Aunque el 
demandante alegará fundamentalmente indefensión, lo más significa-
tivo para el objeto de este trabajo es que la pretensión de nulidad de 
las mencionadas resoluciones de 22 de diciembre de 1983 y 25 de 
enero de 1984 del Tribunal Supremo será fundamentada por el 
l!I4. Se explicitará lIlgo más la concreta doctrina del T.S. cuando analicemos el auto 
del T.e.qúe resuelve el recurso de amparo planteado contra el tos autos. 
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recurrente en amparo en la vulneración .del arto 15 de la Constitución 
-al suponer presuntamente que la autorización para la transfusión 
aplicada supuso un peligro para la vida de la esposa- y en la infrac-
ción c;lel arto 16 de la Constitución, "al no tener en .cuenta las convic-
ciones religiosas de la hoy fallecida" (135)_ 
No obstante, el Tribunal Constitucional, al no admitir el recurso 
a trámite, no entrará sino indirectamente en la pretendida vulnera-
ción de los derechos fundamentales protegidos por los artículos 15 y 
16 de la Constitución, pues, desde la perspectiva de la regulación del 
proceso constitucional de amparo, el litigio se centrará en el motivo 
del articulo 25 de la Constitución (la pretendida indefensión). 
Así pues, tan sólo en el fundamento jurídico tercero aflora el 
pretendido conflicto en relación con la temática que analizamos. Para 
el Tribunal Constitucional -al dar por bueno el razonamiento del 
Tribunal Supremo y exponerlo sintéticamente- no cabe apreciar de-
lito de coacciones, "por entender que existía una autorización legíti-
ma derivada de los arts. 3 y 5 de la Ley Orgánica de Libertad Religio-
sa 7/1980, de 5 de julio, para la actuación judicial, ya que el derecho 
garantizado a la libertad religiosa por el arto 16.1 de la Constitución 
tiene como límite la salud de las personas, según dichoart. 3, y en 
uso de ella actuó el Magistrado-Juez, otorgando autorización para las 
transfusiones sanguíneas, por lo que no concurrían en su conducta el 
elemento del injusto inicial específico, propio del tipo, contemplado 
en el in.ciso inicial del mismo arto 496 del Código penal ... ". 
En segundo lugar -y siempre para el T.C., al reproducir aquí el 
razonamiento del T.S.-, "en orden a los delitos contra la libertad de 
conciencia en su redacción por la Ley Orgánica 8/83, de 25 de junio, 
resulta patente ... la no aplicabilidad de los distintos tipos contenidos 
en el arto 205 a 212, en función a su misma descripción de conductas 
que resultan absolutamente ajenas a la conducta juzgada; y finalmen-
te se niega la existencia del delito culposo implícito en la impruden-
cia que se establece en el arto 565 del Código penal ... al poder confiar 
135. Antecedentes, 1 (fuente propia). 
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en la solicitud de los diversos médicos que atendían a la propia en-
ferma" (136). 
De este modo, el Tribunal Constitucional parece consolidar, hoy 
por hoy, las coordenadas jurisprudenciales por las que han transitado 
en España las cuestiones planteadas en la temática objeto de este 
estudio. 
2. La posición de la doctrina 
2.1. Observación previa 
La doctrina española ha abordado el problema de la objeción de 
conciencia a los tratamientos médicos desde el triple aspecto de su 
fundamentación (con especial referencia a sus dimensiones éticas), re- ' 
flejos deontológicos y repercusiones penales. 
Antes de aludir a las repectivas tomas de postura, convlcle hacer 
algunas observaciones previas. La primera es que si bien los autores 
suelen atenerse en el análisis del problema a su concreta especialidad, 
•• 
es inevitable que, en sus argumentaciones, se el}tremezclen aspi:ctos 
diversos, precisamente por el trasfondo pluridisciplinar de la temáti-
ca. La · segunda, que, al haberse pronunciado la jurisprudencia espa-
ñola exclusivamente sobre la vertiente penal de la cuestión, se en-
136. Nótese -y conviene reiterarlo- que los párrafos transcritos del auto del T.C. sola-
mente suponen una indirecta vía de afirmación de doctrinas propias, en el tema de fondo, 
pues se asume el criterio del Tribunal Supremo desde el prisma de la indefensión. Sin embar-
go, como ha precisado L. MARTIN-RETOR TILLO (Derechos fundamentales en tensión, en 
"Poder Judicial", diciembre 1984, p. 36), al describir y exponer el criterio del T.S., el 
propio T.C. lo está confirmando "de modo que el prisma de la indefensión y del art. 24, no 
impide que también -por esta vía indirecta y no autónoma- queden implicados los otros 
preceptos y, en lo que ahora interesa, el arto 16". Lo que también se confirma en el funda-
mento jurídico cuarto, cuando se concluye af"mnando que "al no existir lesión alguna de los 
derechos constitucionales invocados en la demanda de amparo... ha de concluirse que la 
demanda carece manifiestamente de contenido constitucional. .. por lo que su admisión a 
trámite resulta improcedente". Como hace notar el propio Martín Retortillo (p. 36), "se 
incorpora así, por más que de pasada, y sin un razonamiento autonómico y específico ••. un 
enjuiciamiento propio, referido de forma genérica a los derechos "invocados en la demanda 
de amparo" que (se refería) no sólo al derecho a la defensa, del art. 24, Íino también al 
derecho a la libertad religiosa, del arto 16". 
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tiende enseguida que hayan sido los penalistas los que le hayan pres-
tado especial atención. La tercera, que -salvo matices incidentales-
las observaciones doctrinales han versado casi exclusivamente sobre 
los distintos problemas que crea una de las formas de objeción de 
conciencia a los tratamientos médicos: la negativa a tratamiento 
hemo transfusional. 
Por lo demás, el marco de lege data, es decir, los preceptos 
normativos que encuadran el problema en el Derecho español, se irán 
aludiendo al hilo de la síntesis de las diversas posiciones doctrinales. 
2.2. Niveles fundamental y deontológico 
Ha sido Hervada (137) quien con especial vigor, y desde una pers-
pectiva eclesiasticista en su refer~ncia al derecho fundamental de 
libertad religiosa, se ha enfrentado con la cuestión objeto de análi-
sis. Conviene dejar constancia de su posición con cierto detenimiento 
porque, al moverse su reflexión jurídica en el nivel más profundo (el 
de su fundamentación), sus conclusiones pueden servir de punto de 
referencia crítico para las que se mueven en el simple plano de la .exé-
gesis de textos legales positivos. 
Su razonamiento es nítido: si un ordenamiento jurídico extiende 
la libertad de pensamiento y de religión a idearios o credos que con-
tengan valoraciones morales erróneas sobre una terapéutica -como 
es el caso de los testigos de Jehová respecto de las transfusiones de 
sangre- necesariamente debe extender la libertad a las decisiones de 
conciencia, de modo que, cuando éstas se conforman a los credos o 
idearios profesados, en ningún caso pueden ser castigadas. Amparar 
el sistema moral erróneo por la libertad de pensamiento o religiosa y 
no amparar la correlativa conducta por la libertad de conciencia es 
una inaceptable inversión de los términos de la cuestión (138). 
U7. J. HERVADA, Libertad de conciern:ia y e"or sobre la moralidad de una terapéu-
tica, en "Persona y Derecho", 1984, págs. 111·53. 
138. Ibidem, pág. 53. Repárese bien en que esta conclusión se mueve en el plano de los 
derechos positivos ordenadores de sociedades pluralistas, no en el plano de los principios 
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Naturalmente, la libertad de conciencia -aun en el plano del pu-
ro derecho positivo- tiene unos límites, que en la cuestión de recha-
zo de terapéutica por error moral cabría referirlos -en el Derecho 
español- a que la colaboración con dicha negativa pudiera suponer 
auxilio o inducción a suicidio u omisión del deber de socorro. Sin 
embargo, la posición de Hervada en este punto es también contun-
dente: la objeción de conciencia (en caso de adulto capaz) hay que 
respetarla, precisamente porque no cabe hablar aquÍ de suicidio, sino 
de un caso de actitud moral que, en tanto que es invenciblemente 
errónea, resulta irreprochable. No respetar la objeción de conciencia, 
imponiendo la terapéutica, sería un acto injusto, frente al cual el 
enfermo tendría derecho al amparo judicial (139). 
Más complicada le parece la solución cuando los objetores de 
conciencia son los representantes legales del enfermo (padres, tuto-
res, familiares, etc.). AquÍ distingue dos situaciones: a) Caso de me-
nor sin uso de razón o adulto incapacitado: si niegan la autorización 
para el tratamiento médico, tal negativa no estará amparada por la li-
bertad de conciencia de los representantes legales; por tanto, la au-
torización debe ser suplida por el órgano público competente. Si no 
fuera posible recurrir a él, en este caso los representantes legales han 
de considerarse -por una fictio iuris- como ausentes y el médico 
deberá actuar según el criterio moral correcto; b) Menor enfermo con 
uso de razón y capaz de juicios morales proporcionados a la decisión 
de derecho natural Desde esta última perspectiva la conclusión de Hervada es otra: ni la li-
bertad de pensamiento ni la libertad religiosa amparan aquella parte del ideario o credo reli-
gioso que considere erróneamente inmoral una terapéutica lícita, cuando puede acarrear la 
pérdida de la vida o un grave quebranto para la salud, precisamente porque entre los límites 
de los derechos fundamentales, los convenios y declaraciones internacionales suelen poner la 
salud pública (incluible en los derechos de la persona) y la moral pública; límites -siempre 
para el autor- que son de derecho natural (Ibidem, p. 47). Y partiendo de la base de que los 
límites de la libertad de conciencia son los mismos que los de las libertades de pensamiento 
y libertad religiosa, en el plano del derecho natural, ni el suicidio, ni el homicidio ni los da-
ños a la salud propia y ajenas serían protegidos (p. 48). 
139. Ibidem, p. 49. No obstante, Hervada admite una excepción: que el médico se en-
cuentre con un enfermo en estado de inconsciencia, aunque sepa o sea advertido del ideario 
o credo moral del enfermo. En este caso debe aplicar la terapéutica, pues no habría lesión 
a la conciencia del enfermo (no es objetor in actu) y no habría lugar a acciones judiciales 
posteriores contra el médico. 
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necesaria para el caso: si tiene las mismas convicciones morales que 
sus representantes y la aplicación de la terapéutica Jesiona su con-
ciencia, ésta no debe aplicársele (140). 
Y respecto al caso de los padres o cuidadores legales que omiten 
aplicar la terapéutica por error moral, supuesto que la autoridad pú-
blica no haya podido intervenir por desconocimiento del hecho, si el 
daño producido al menor o incapaz es irreversible no es punible tal 
omisión (141). Para poder castigar tales conductas -concluye-
habría que crear un tipo penal específico: mientras no exista, aplicar 
otros tipos por analogía no parece correcto (142). 
Si del contexto eclesiasticista en su nivel fundamental pasamos al 
marco de la deontología médica, antes que nada se precisa hacer una 
referencia a las normas deontológicas que hacen referencia al respeto 
hacia las convicciones religiosas o fIlosófIcas de los pacientes. 
El Código de Deontología de la Organización Médica Colegial de 
España (143) impone al médico, en su arto 24, la obligación de 
respetar "siempre las convicciones religiosas, fIlosófIcas y políticas 
del enfermo o sus familiares". Por su parte, las Normas de deontolo-
gía del Colegio Oficial de Médicos de Barcelona (144) igualmente de-
claran que los médicos han "de respetar las convicciones religiosas, 
morales, ideológicas y políticas de sus pacientes"; y teniendo en 
cuenta la gran influencia personal que el médico puede ejercer sobre 
ellos, añade que "han de evitar que sus propias convicciones condi-
140. Ibidem, p. 50. 
141. Entiende Hervada (ob. cit., pp. 50-51) que no estaríamos ante un supuesto de hQ-
micidio, pues éste implica siempre voluntas occisiva, que aquí no se da. Tampoco .ería apli-
cable el tipo de imprudencia temeraria, al tratane de una conducta plenamente reflexiva, 
tomada en conciencia y teniendo que sobreponerse al deseo de ver curado al enfermo. Ni 
cabe hablar del delito de omisión de socorro, porque en el caso estudiado los padres o cui-
dadores legales ponen todos los medios que moralmente les parecen lícitos para salvar a su 
hijo o pupilo y la imposibilidad moral impide que pueda hablarse de omisión. 
142. Ibidem, p. 5l. Por lo demás no le parece justo -la creación de un tipo penal especí-
fico para estos supuestos, ya que la conducta analizada constituye una injusticia material, 
pero no una injusticia formal, por faltar la intención de causar daño. 
1411. Consejo General de los Colegios Médicos de España. Código de Deontología Mé-
dica, Madrid, 1979. 
144. CO • .M de Barcelona. Normas de Deontología, Barcelona, 1979. 
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cionen la libertad de aquéllos" (normas 4 y 9). Tales disposiciones 
son asimismo reiteradas en los Principios de Etica Médica Europea, 
recientemente aprobados por la Conferencia Internacional de Orde-
nes Médicas y vigentes en la Comunidad Europea (145). 
Desde estos presupuestos directivos, muy recientemente G. He-
rranz (146) ha aludido a la "deontología del desacuerdo" entre el 
médico y el paciente que se niega, por motivos de conciencia, a un 
tratamiento médico. Los supuestos descritos son varios. Van desde la 
negativa a recibir productos biológicos derivados de animales proscri-
tos por las convicciones religiosas (administración de insulina o im-
plantación de válculas cardíacas de origen porcino) hasta el rechazo 
de los testigos de Jehová a recibir transfusiones de sangre o plasma, 
pasando por la imposibilidad de exploración física por parte de mé-
dicos varones a mujeres pertenecientes a sectas con rigurosos precep-
tos que protegen el pudor y referidos a grupos de inmigrantes que ca-
recen de médicos propios (147). 
Ante estos supuestos, la posición deontológica correcta no puede 
ser otra sino el respeto ante la ambigüedad moral, la tolerancia para 
todo lo que las creencias exigen y que sea compatible con la 
racionalidad humana. Lo cual no deja de plantear enseguida los lími-
tes por parte del médico a su tolerancia. 
Para Herranz, cuando la religiosidad falsificada, inauténtica, se 
hace agresora del respeto a la vida y de los valores más fundamentales 
del hombre, cuando por sí misma significa daños a otros, entonces se 
sobrepasa el nivel de lo tolerable y la creencia se vuelve fanatismo. 
Así, cuando se impide el acceso de un tratamiento salvador a alguien 
145. Cfr. arts. 1, 3 Y 5. Conference Internationale des O,.dres des Medecins. Principes 
d'Ethique Médicale, Paris, 1987. 
146. Deon!ología médica y creencÍlZ religiosa: entre la alianza y el conflicto. Conferen-
cia inédita pronunciada en el ciclo sobre "Etica y Medicina", Fundación Valenciana de Estu· 
dios Avanzados, Valencia 1987, y que por cortesía del autor hemos podido consultar. 
147. La contravención por parte del médico de dichas convicciones religiosas ha crea-
do de hecho supuestos dramáticos, algunos de los cuales han terminado con el suicidio del 
paciente, al sentirse éste. incapaz de superar el agravio, a veces inconsciente, que el médico 
puede asestar a su. valores. 
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privado de autonomía (como son, por ejemplo, los casos de trans-
fundir sangre a menores por parte de los testigos de Jehová, o de apli-
car tratamientos ordinarios -necesarios para salvar la vida- que los 
seguidores de la Ciencia cristiana declaran incompatibles con la cura-
ción por la sola oración), entonces el recurso a la intervención judi-
cial está justificado para evitar la perpetración de una injusticia irre-
versible (148). 
En síntesis: la posición de ontológica más compartida es la del 
respeto -en todo caso- a la voluntad del adulto capaz cuando sus 
convicciones religiosas le llevan a rechazar un tratamiento médico, 
aun cuando sea necesario para su vida. Sin embargo, en el caso de me-
nores o incapacitados los términos se invierten, pues entonces hay 
que remitir a la decisión judicial la resolución del problema. 
Sin embargo, no serían supuestos de objeción de conciencia aten-
dibles, aquellos en los que el paciente exige tratamientos médicos no 
ortodoxos, es decir, cuando su objeción no se decante hacia una acti-
tud simplemente omisiva por parte del médico, sino hacia una deci-
sión que implique -en base a conviccciones religiosas- una actuación 
activa médica que suponga una imposición de tratamiento que repug-
ne a la razón. Tal sería el caso de cultos degradados o contrarracio-
nales que impliquen exigencias activas por parte del médico que des-
borden lo que puede concederse a la autonomía de las personas 
(149). De ahí que, cuando lo reclamado por el paciente pugne con lo 
civilmente tolerable o carece de una mínima coherencia racional, el 
médico no podrá participar en tal tipo de tratamiento. En este sen-
148. Ibidem. 
149. Dudosamente tales exigencias podrían incluirse en el radio de acción de una au-
téntica objeción de conciencia, pues la especificación más radical de ella estriba en el recha-
zo -por motivOl de conciencia- de un acto o conducta que, en principio, resultaría jurídi-
camente exigible; se caracterizaporconsÍstir'en un comportamiento omisÍvo -una absten. 
ción...., ante una ' oblig3ción personaJ,motivado por imperativos de conciencia que tienen pa-
ra el sujeto un :rango mperior a cualquier otra Inltancia normativa. Sobre este punto, MAR· 
TINEZ·TORRON, La objtlCiim de conciencia •.• , cit., p. 404. 
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tido el Ethics Manual del American College 01 Physicians (150) ob-
serva que "el médico también es un agente moral. No se le puede exi-
gir que viole su propia conciencia". 
2.3. Perspectiva penal 
Ya se dijo que la doctrina penal ha abordado el problema de la 
objeción de conciencia a los tratamientos médicos fundamentalmente 
al hilo de las decisiones jurisprudenciales anteriormente reseñadas. 
Sin embargo, también se observó que -tomando ocasión de tales de-
cisiones- ha ampliado el número de supuestos posibles, sin 
circunscribirse al caso de la posible responsabilidad penal del juez que 
ordena la aplicación dé! tratamiento médico. En este sentido, ha to-
mado postura acerca de la posible existencia de responsabildiad penal 
encaso de inhibición del juez ante el correspondiente requerimiento 
médico, así como sobre las resonancias penales de actuaciones impo-
sitivas u omisiones por parte del personal sanitario y de los represen-
tantes legales del menor o incapacitado. 
a) La posición de los jueces 
Prescindiendo ahora del supuesto de menores -al que se aludirá 
enseguida- y centrándonos en la objeción de conciencia consciente-
mente planteada por un adulto capaz, la mayoría de la doctrina di-
sien te del criterio jurisprudencial que exonera al juez de toda respon-
sabilidad penal al ordenar la imposición del tratamiento rechazado. 
El razonamiento más atendible bascula sobre la noción del "debido 
respeto a la dignidad de la persona humana", que se conceptúa como 
un principio material de justicia, .un límite inmanente del Derecho 
positivo, que no permite ser incluido como un interés más en el mar-
co de la ponderación .de intereses en juego,ni como un mero mecanis-
150. A.C. 01 Physicians. Ethics ManuaL Ann. Inter. Med., 1984, 101. pp. 129-57, cito 
por G. Herranz. 
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mo corrector a posteriori de tal ponderación (151). De este modo, el 
juez que autoriza a un médico a practicar una transfusión de sangre 
a un paciente testigo de Jehová que conscientemente se opone a ella 
por sus convicciones religiosas, realizaría el tipo de delito contra la li-
bertad religiosa del arto 205 del Código penal. Y ello aunque lo haga 
cumpliendo un deber de rango superior -el de prestar socorro a una 
persona que se halla desamparada y en peligro manifiesto y grave 
(art. 489 bis del Código Penal)- al de abstenerse de realizar la acción 
prohibida (152). 
En otra línea se mueve la argumentación de Bajo Femández 
(153) para declarar incurso en responsabilidad criminal al juez que, 
contra la voluntad del paciente, impone la transfusión de sangre. Su 
razonamiento no se f~a tanto en el atentado que contra la dignidad 
de la persona humana supone tal actividad, sino más bien en el hecho 
(para nosotros discutible) de que la propia transfusión de sangre pue-
de conceptuarse como una "agresión física que provoca riesgos para 
la salud", condición de hecho que considera debe concurrir para exo-
151. Cfr. J. CEREZO MIR, Curso de Derecho Penal EspoiíoL Parte General, 1, 3a. ed, 
Madrid, 1985, pp. 87 Y 88; J.L. DIEZ RlPOLLES, La huelga de hambre en el ámbito 
penitencimio, en "Cuadernos de Política Criminal", 1986, p. 635. 
152. Cfr. J. CEREZO MIR, La eximente de obrar en cumplimiento de un deber o en el 
ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo, en "Anuario de Derecho Penal y Ciencias 
Penales", 1987, pp. 277 Y 278. En el mismo sentido parece pronunciarse F. BUENO ARUS 
(Límites del consentimiento en la disposición del propío cuerpo desde la perspectiva del 
Derecho Penal, en "Poder Judicial", junio 1985, p. 18) cuando rechaza la jerarquía de 
bienes establecida por la jurisprudencia antes reseñada (primacía del derecho a la vida y a la 
.alud sobre la libertad religiosa) para fundamentar la aplicación del estado de necesidad 
Aunque su posición la refiera directamente al facultativo que aplica el tratamiento hemo-
transfusional contra la voluntad expresa del paciente -al que hace respon,able de un delito 
contra la libertad, no simplemente la religiosa, sino la libertad más íntima de autodetermina-
ción..., parece que indirectamente la refiere también al juez que impone el tratamiento, al 
disentir de la fundamentación jurídica de 101 autos del T.S. de 14 de man;o de 1979, 23 de 
diciembre de 1983 y 25 de enero de ·1984. Para Bueno Arús tal imposición de tratamiento 
"resultaría evidentemente contraria a la dignidad de la persona humana, la cual, juntamente 
con "los derechos inviolables que le son inherente," constituye uno de los "fundamentos del 
orden político y de la paz social" (art. 10.1 de la Constitución). 
153. M. BAJO FERNANDEZ, La intervención médica contra voluntad del paciente, en 
"Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales", 1979, pp. 499 y 500. 
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nerar de responsabilidad por la vía de aplicación del nO 7 del arto 8 
del Código Penal (154). 
Frente a este sector, algunos autores exoneran al juez de respon-
sabilidad criminal, bien porque el mal causado es menor del que se 
trataba de evitar -aunque la eximente de estado de necesidad tendría 
aquÍ la naturaleza de una "causa de inculpabilidad" (155)-, bien 
porque allí donde cabe una intervención en favor de la vida aquélla 
se legitima por sí misma (156). 
y dado que estamos refiriéndonos a la posición del juez ante la 
negativa, por razones de conciencia, a un tratamiento médico transfu-
sional (siempre, por ahora, cuando se trate de adulto capaz), no basta 
simplemente preguntarnos por la posible concurrencia de responsabi-
lidad criminal si ordena la transfusión; también convendrá aducir las 
coordenadas doctrinales que -sensu contrario- lo declaran exento 
de responsabilidad si su actividad se decanta por la inhibición, es de-
cir, por la negativa a otorgar el mandato judicial que se le solicita. 
Si se recuerda, al analizar la fundamentación jurídica del auto 
del T.S. de 14 de marzo de 1979, manifestábamos nuestra extrañeza, 
cuando incidentalmente hacía notar que, de haberseinhibido el juez 
en su actuación y de ella se hubiera seguido la muerte del paciente, 
"pudo haber incurrido en verdadera responsabilidad penal". Esta sen-
sación es compartida también prácticamente por toda la doctrina 
154. Ha matizado su posición en dos trabajos posteriores (Agresión médica y consen-
timiento del paciente, en "Cuadernos de Política Criminal", 1985, pp. 150 Y sl.;Manual de 
Derecho Penal (parte especial), Madrid, 1986, pp. 166 Y 167). En ellos estima que, si el 
paciente está internado en un centro hospitalario de carácter público y no lo abandona, 
pidiendo el alta voluntaria, al anunciarle que hay que practicarle una transfusión, el médico 
(y el juez) .e encontrarán en un conflicto de deberes, el de expulsarle del hospital contra su 
voluntad y el de salvar su vida practicándole la transfusión. Bajo e.tima que debe darse 
preferencia a este último deber y, por tanto, la conducta del médico y del juez al 
practicar la transfusión será en e.te caso lícita. 
155. C. ROMEO CASABONA, El médico y el Derecho Penal, 1, Barcelona, 1981, pp. 
!J79 Y 11.; J. PEMAN, HacÍD un estatuto del enfermo hospitalizado, en "Revista de la Admi-
nistración pública", 1984, p. 121. 
156. Cfr. 1.. MARTIN-RETORTILLO, Derechos fundamentales en tensión, en "Poder 
Judicial", diciembre 1984, p. !J8. No obstante, el propio MartÍn-Retortillo no oculta que 
conserva "una ligera zona de duda" ante su propia conclusión. 
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que, directa o indirectamente, ha comentado la tantas veces aludida 
jurisprudencia. 
La clave del razonamiento es que en el supuesto que venimos ana-
lizando (negativa a tratamiento hemotransfusional por razones de 
conciencia) no sería aplicable el artículo 409 del Código Penal. Es de-
cir, el juez que se inhibiera no sería culpable de delito de auxilio omi-
sivo al suicidio, precisamente porque al objetor de conciencia no 
puede calificársele, en este supuesto, de "suicida" (157). 
Incluso otros autores (158) que aceptan una noción de suicidio 
tan amplia que incluye dentro de ella no sólo la "intención de morir" 
(dolo directo de primer grado), sino también supuestos en que el su-
jeto muestra una estructura subjetiva análoga a la del dolo directo de 
segundo grado (advierte su muerte como consecuencia necesaria), 
o incluso sólo a la del dolo eventual (advierte su muerte como conse-
cuencia probable), parecen justificar la actitud inhibicionista del juez 
en el caso contemplado, pues entienden que si quizá podrá realizar el 
tipo del ar!; 409 su abstención encontraría fundamentación jurídica. 
También la doctrina se ha planteado la posición del juez cuando 
la negativa al tratamiento médico procede no del paciente (al estar in-
capacitado o ser menor), sino de los representantes o cuidadores lega-
les. Aquí la unanimidad doctrinal se decanta hacia el deber judicial 
de ordenar el tratamiento médico. 
157. Así, BAJO (La intervención médica ... , cit., pp. 497-498) observa que "en caso de 
muerte de la paciente (se está refiriendo al supuesto de hecho contemplado por el auto de 
1979) no cabe responsabilidad alguna derivada de la aplicación del arto 409 C.P., por la 
sencilla razón de que no estamos en presencia de un suicidio. No hay suicidio porque son 
sujetos (los testigos de Jehová objetores) que quieren vivir, aunque no a toda costa Y a 
cualquier precio; sólo una cierta insensibilidad a las opiniones no comunes mantenidas por 
sectores sociales minoritarios puede explicar que se califique de suicida al testigo de Jehová 
que se niega a las transfusiones". Por su parte, Bueno Arús (ob. cit., p. 16) entiende que 
"únicamente si la negativa del paciente revela no simplemente resignación ante su destino, 
sino una voluntad claramente suicida, sería legítimo imponerle un socorro necesario que no 
desea". En el mismo sentido, J. BARREIRO, La relevanciojurídico penal del cons.entimien-
to del paciente en el tratamiento médico quirúrgico, en "Cuadernos de Política Criminal", 
1982, p. 20. 
158. Cfr. DIEZ RIPOLLES, La huelga de hambre ... , cit., pp . . 609-610; J.M. SILVA, 
Causación de la propia muerte y responsabilidad penal de terceros, en "Anuario de Derecho 
Penal y Ciencias Penales", 1987, pp. 456-457. 
258 
OBJECION DE CONCIENCIA A TRA TAMIENTOS MEDICOS 
Partiendo de la base de que el Código Civil conceptúa la patria 
potestad o las funciones tutelares como potestades que deben ejer-
cerse siempre en beneficio del menor o tutelado (159), se concluye 
que traspasar a un menor o a un incapaz las consecuencias de una 
creencia religiosa o de una decisión heroica del adulto constituiría un 
evidente abuso de la patria potestad o de las facultades del tutor. De 
ahí la legitimidad de que un rechazo anormal del tratamiento por 
parte de aquéllos pueda ser suplido por los órganos jurisdiccionales, 
de oficio o a instancia del Ministerio fiscal, en lo que se coincide con 
la doctrina sentada por el auto del Tribunal Supremo de 26 de sep-
tiembre de 1978, que ya vimos (160). 
b) La posición del médico 
Para concluir esta breve síntesis de las posturas doctrinales, con-
viene referirnos ahora a la posición del médico ante la negativa por 
parte del adulto capaz o de los representantes del menor o incapaz a 
un tratamiento médico por razones de conciencia. 
Desde la perpectiva penal en que ahora venimos abordando esta 
cuestión, se precisa tener en cuenta que el arto 10, ap. 60 y 150 de la 
Ley General de Sanidad de 25 de abril de 1986 exige el previo 
consentimiento del usuario, tanto de los servicios sanitarios públicos, 
como privados, para la realización de cualquier inteIVención. Sólo 
podrá prescindirse del consentimiento del paciente: "a) Cuando la no 
inteIVención suponga un riesgo para la salud pública; b) Cuando no 
esté capacitado para tomar decisiones, en cuyo caso el derecho co-
rresponderá a sus familiares o personas a él allegadas; c) Cuando la ur-
159. Cfr. aru. 154 y 216 C.C. 
160. Cfr. BUENO ARUS. ob. cit •• p. 16; CEREZO MIR. La eximente de obrar •••• cit.. 
p. 294; ROMEO CASABONA. ob. cit., p. 1184; MARTIN-RETORTILLO. ob. cit.. p. 118. 
Sería aquí de aplicación el art. 158.110 del Código civil: "El Juez. a instancia del propio hijo. 
de cualquier pariente o del Ministerio Fiscal. dictará... en general las disposiciones que 
considere oportunas afín de apartar al menor de un peligro o de evitarle perjuicios". ·Si el 
menor es de edad inferior a los 16 años. el . órgano jurisdiccional competente sería el Tribu-
nal Tutelar de Menores. 
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gencia no pennita demora, por poderse ocasionar lesiones irreversi-
bles o existir peligro de fallecimiento". 
La tendencia mayoritaria es equiparar la posición del médico a la 
del juez, de modo que aquél incurriría en los mismos delitos que éste 
cuando arbitrariamente, esto es, sin el consentimiento del paciente 
adulto y consciente impone el trataminto rechazado por cuestiones 
de conciencia (161). Aduciéndose -por lo demás- similares razona-
mientos a los ya vistos respecto al juez para exonerar al médico de 
toda responsabilidad si se inhibe en estos supuestos (162). 
y respecto a los menores o incapacitados, la tendencia mayori-
taria se convierte en posición unánime cuando atribuye al médico el 
deber de recurrir a los órganos jurisdiccionales para suplir con su au-
torización la negativa planteada por los representantes legales adu-
ciendo razones de conciencia (163). 
3. Síntesis valorativa 
Si se releen las argumentaciones hasta aquÍ sintetizadas, es evi-
den te que se observa una sustancial coincidencia de la doctrina espa-
ñola (sea cual sea el nivel desde el que se reflexiona) en proclamar el 
respeto que se debe a la objeción de conciencia a los tratamientos 
161. A.$í, BUENO ARUS (ob. cit., p. 16) entiende que la ;actividad médica lÍn consenti-
miento del paciente supone un delito de coacciones -art. 496 C.P.-, con independencia 
del resultado favorable o desfavorable para la salud del sujeto pasivo, dejando a salvo los 
supuestos de tratamiento médico obligatorio, salvo que la negativa del paciente revele "una 
voluntad claramente suicida". Eit el mismo sentido CEREZO MIR (La e;cimente de obrar ••• , 
p. 296 y nota 93 de la misma página) observa que el tratamiento médico arbitrario, en el ca-
lO de que no se dé el tipo de lesiones corporales dolosas o culposas, puede estar comprendi-
do en el tipo de delito de coacciones del art. 496. Añadiendo que "cuando la negativa del 
paciente a un tratamiento obedezca a sus creencias religiosas, la conducta del médico reali-
za en todo caso el tipo del delito contra la libertad religiosa del párrafo segundo del art. 205 
del Código Penal (tipo especial en relaci6n con el delito de coracciones) y será siempre 
antijun'dica" • 
162. Cfr. BAJO, La intervención médic.a ••• , cit., pp. ·496-498, quien descarta el auxilio 
omisivo al suicidio y el delito de omw6ndel deber de locorro; SILVA, ob. cit., p~457; 
CEREZO MIR, La e;cimente ••• ,pj>. 277 y 278. 
163. Vid. nota 160. 
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médicos cuando el que la opone es un adulto capaz. Ya sea por la vía 
de las exigencias más básicas del respeto a la libertad de conciencia, 
ya sea por el recurso a la noción de dignidad de la persona humana, la 
con c1usiónes idéntica. Y es que, en efecto, la objeción de conciencia 
en los supuestos contemplados constituye una afinnación moral de 
los propios objetores, absolutamente disímil de la hipótesis 
configuradora de conducta suicida. 
En el horizonte intencional del suicida aparece, en primer lugar, 
el contra-valor de quitarse la vida. No hay en la conducta suicida un 
valor que merezca la estima y tutela de la sociedad, por más que el 
suicidio en sí no sea punible. Pero en el supuesto del objetor de con-
ciencia a tratamientos médicos -incluso cuando sean necesarios para 
su vida- existen en su horizonte intencional unos valores que mere-
cen el respeto de la sociedad, incluso cuando ésta no los asume ma-
yoritariamente. No puede olvidarse que ya Thering hablaba de la 
lucha por el derecho como "la afinnación moral" de la propia perso-
na. Afirmación que, en el objetor de conciencia, es evidente, y que 
merece la tutela de la primera de las libertades, que es la religiosa. De 
ahí nuestra coincidencia con las argumentaciones que exoneran de 
responsabilidad -civil o penal- a los médicos o jueces que se inhiben 
no aplicando u ordenando la aplicación del tratamiento rechazado. 
Sin embargo, hay algún extremo que no llega a satisfacernos to-
talmente en las argumentaciones que entienden punibles la actuación 
judicial o médica que, apostando por la vida, impone el tratamiento 
rechazado en caso de adulto consciente objetor z·n actu. Aquí quizás 
la vía penal complique la cuestión, al reclamar para jueces y médicos 
la reacción más vigorosa de que dispone un ordenamiento jurídico. 
Pensámosque la vía penal no es la adecuada para sancionar esas 
conductas. En todo caso nos parece que habría de aplicarse la noción 
de eximente por analogía, _ ya que no es posiblé apreciar directamente 
la eximente de estado de necesidad. Efectivamente, el Tribunal 
Supremo (164) refiriéndose a las atenuantes por analogía ha hecho 
notar que podrán ser apreciadas por los Tribtinalescuand6 reúnen los 
164. Sentericia de 25 de octubre de 1978, texto en"Revista de Derecho Público", nO 
197, p. 501. 
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siguientes requisitos: "a) que, como toda circunstancia modificativa 
de responsabilidad criminal, quede suficientemente descrita y afir-
mada en el preceptivo relato probatorio de hechos; b) que tenga una 
clara razón de analogía con cualquiera de las que el Código señala en 
el artículo mencionado, pero siendo dicha analogía referida a una 
concreta y determinada entre aquéllas; y c) que esté informada en 
principios de licitud y moralidad que son inherentes a todas las 
atenuantes, principios por consiguiente conciliables c,on la ética y el 
derecho, o sea, que la base de la situación que se invoca como ate-
nuante sea lícita". 
No vemos especial dificultad en que, sobre estas bases, quepa 
aplicar a los supuestos descritos la noción de eximente por analogía 
(165). 
Se coincidirá con nostros en que, en los supuestos que describen 
los autos antes analizados, las motivaciones que llevaron a los jueces 
a ordenar la imposición de tratamiento hemotransfusional estaban in-
formadas por principios "conciliables con la ética y el derecho", por 
lo menos en el estado de evolución en que la conciencia social valora-
ba, por entonces, las actitudes descritas. Naturalmente, lo deseable 
hubiera sido captar en toda su hondura las exigencias que dimanan 
del respeto a la libertad de conciencia, pero dudamos que tal capta-
ción hubiera sido posible a los jueces protagonistas de los hechos 
requerimientos médicos urgentes. 
Por lo demás, y en el caso de menores, se habrá detectado una 
cierta discrepancia entre la doctrina que aborda la objeción de con-
ciencia en su nivel más fundamental y la que la aborda desde una 
perspectiva de puro derecho positivo. Nos referimos a que la primera 
distingue entre el menor sin uso de razón y el menor con capacidad 
de juicios morales proporcionados a la decisión necesaria para el caso 
-autorizando en el primer supuesto el amparo judicial y no auto-
165. No desconocemos que e. discutida en el ámbito penal la posibilidad de aplicar 
por analogía la. eximentes. Sin embargo, coincidimos con E. OCTA VIO DE TOLEDO 
(Sobre el concepto de Derecho Penal, Madrid 1981, p. !J22) cuando entiende que la analogía . 
..... es un ümite al exceso (ümite por arriba), no al defecto (IÍlnite por abajo). De aquí que 
pueda afirmarse la prohibición de la llamada analogía in malam partem y la admisión de la 
analogía in bonam partem". Vid. también IQbre esteextremQ la posición de S. MIR, Intro-
ducciém a las bases del Derecho PenaL Concepto 'Y método, Barcelona 1976, pp. !J17 Y n. ' 
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en el segundo-, mientras que la segunda habla del menor, sin distin-
ciones, entendiendo justificada en todo caso la intervención judicial. 
Prescindiendo ahora del menor emancipado, .cuya objeción de con-
ciencia nos parece en todo caso atendible, pues el arto 323 del Código 
civil le confiere habilitación para "regir su persona y bienes", el pro-
blema se plantea con el menor no emancipado, cuando sus convic-
ciones morales coinciden con las de sus representantes legales, esto 
es, coinciden con el rechazo a la terapéutica. En este supuesto, tan rÍ-
gida nos parece la posición de quienes afirman eldeber de respeto, en 
todo caso, de tales convicciones como quienes justifican, sin más, el 
tratamiento impositivo contra la concorde voluntad del menor capaz 
de juicios morales sólidos y sus represen tan tes legales. 
La solución más razonable es conceder a los órganos jurisdiccio-
nales un margen de discrecionalidad para su decisión, después de 
escuchar las razones del menor, que serán atendidas o no valorando la 
concreta situación de hecho y la racionalidad y solidez de los argu-
mentos esgrimidos. Naturalmente, compartimos sin reticencia alguna 
la unánime posición doctrinal que justifica la actividad impositiva 
del tratamiento médico, rechazado por razones de conciencia por los 
representantes legales del menor sin uso de razón o incapacitado. 
En fin, nos parece desorbitada la contraposición que efectuaba el 
Tribunal Supremo -en el ya aludido auto de 26 de septiembre de 
1978- entre el arto 205 del Código Penal y el 407 del mismo cuerpo 
legal, en el supuesto de negativa de los padres por razones de con-
ciencia a la transfusión de sangre de su hijo menor. Nos parece desor-
bitada -yen este extremo coineidimoscon la posición de Hervada 
(166)-:- porque es evidente que, en este supuesto, no podría aplicarse 
el tipo penal del homicidio al estar claramente ausente el imimus ne-
candi y la vo/untas occisiva, y ello aunque sea unánime en la doctri-
na española la posibilidad de la comisión por oniisión del arto 407 
(167). 
166.0b. cit., p. 19. 
167. Cfr. DIEZ RIPOLLES, ob. cit., p. 640, bibliograña citada en nota 1411. 
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La calificación que merece la conducta de quien, por error in-
vencible acerca de la moralidad de una terapéutica, se opone a .que se 
aplique a quien está bajo su custodia legal es subjetivamente equipa-
rable a la de quien se niega a aplicar un medio terapéutico inmoral: 
no cabe hablar de vo/untas necandi, sino de la aceptación de los lími-
tes de la capacidad de la medicina humana. De cualquier forma, ca-
brÍadiscutir si, en estos supuestos, podría aplicarse el arto 486 bis 
del Código Penal (delito de omisión del deber de socorro), pero en 
modo alguno puede incidirse en el tipo legal descrito en el 407. 
V. CONSIDERACIONES CONCLUSIV AS 
El estudio del Derecho comparado en torno a la objeción de con-
ciencia a tratamientos médicos muestra que no es fácil proporcionar 
un trato jurídico adecuado a supuestos tan diversos. Una vez más, y 
con singular claridad, aparece nítidamente que la experiencia real no 
es susceptible de ser encorsetada en una sistemática legal que distri-
buya a priori soluciones definitivas. Especialmente en el ámbito de 
los derechos de la persona, el Derecho se revela, ante todo, como pru-
dentia iuris, y no como simple lógica omniprevisora. Lo cual significa 
que resolver en justicia los conflictos ocasionados por las objeciones 
de conciencia supone, en última instancia, un proceso de equilibrio 
de intereses -balancing process- a veces reservado a lajurispruden-
cia, a veces realizable genéricamente por el legislador, y siempre 
-esto último- revisable por la decisión insustituible, ad casum, del 
juez. Esa labor de equilibrio consiste, en suma, en determinar cuándo 
debe prevalecer la opción asumida en conciencia por el individúo, y 
cuándo han de primar otros intereses sociales que resulten afectados 
en esa concreta situación. 
Lo anterior, sin embargo, no nos exime de proponer aquí algunas 
valoraciones personales, referidas específicamente a la objeci6n de 
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conciencia a tratamientos médicos. Que el Derecho sea. fundamental-
mente prudencia implica que ·es razón . (aunque no sólo razÓnJógica). 
De ahí que sea factible -incluso en un terreno tan casuístico como 
la objeción . de conciencia- emitir reglas de cierta generalidad al res-
pecto. Pero entiéndase bien: no reglas que aprehendan con precisión 
matemática los innumerables supuestos de hecho que pueden darse, 
sino más bien reglas que actúen como criterios onOentadores de una 
decisión que aspira a ser justa (ajustada al caso concreto). 
Criterios, por lo demás, que nos parecen particularmente aplica-
bles a la presente situación jurídica española. En opinión de quienes 
suscriben estas líneas, nuestra jurisprudencia ha sido hasta el momen-
to -en esta materia- poco sensible a las exigencias que comporta la 
libertad de conciencia reconocida en el artículo 16 de la Constitu-
ción. Y, por el contrario, ha sido extremadamente -e indiscriminada-
mente- sensible al interés del Estado en la conseIVación de ese bien 
jurídico fundamental que es la vida, cuando colisiona con ese otro 
bien, también jurídicamente mensurable, que es la valoración emitida 
por la conciencia humana ante las situaciones descritas. 
a) Pasando ya a las sugerencias concretas, un primer punto que 
consideramos intangible es que debe respetarse la objeción de con-
ciencia del adulto capaz, aunque se tenga la certeza de que su negati-
va a la medicación le producirá la muerte. A salvo, naturalmente, de 
que concurran circunstancias -exteriores a esa persona- desuficien-
te cualificación jurídica como para considerar legítiina la imposición 
de un tratamiento contra el ejercicio de. su libertad .de conciencia. En-
tre tales circunstancias, la más reseñable . es, probablemente, la exis-
tencia de una familia -sobre todo hijos menores, incluso · no naci-
dos- que dependa econóinica,educativa y afectivamente de la su-
peIVivencia del adulto. Y, junto a ello, las consideraciones de salud 
pública; por ejemplo,cuando se impone el forzoso sometimiento a 
determimido tipo de vacunación con objeto de atajar o prevenir una 
epidemia. En ambos casos, la proteccióri. de los derechos de terceros 
justifica la excepCión . a la regla general de que el Estado no puede in-
terferirse en la decisión voluntariamente adoptada en conciencia por 
el adulto. 
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La aceptación de ese principio general resulta incontrovertida en 
la jurisprudencia comparada. En cuanto a las circunstancias que per-
miten decretar el sometimiento a una medicación contra la voluntad 
del enfermo, la jurisprudencia norteamericana es la única que directa-
mente ha contemplado las razones de salud pública, y que ha señala-
do que es posible obligar a un adulto a sufrir una intervención cuan-
do de él dependen hijos menores o en gestación (168). Esta última 
circunstancia ha sido también abordada por la jurisprudencia alema-
na, pero sólo indirectamente, en el sentido de dictaminar que la exis-
tencia de hijos menores no comportaba para el padre el deber, jurí-
dicamente exigible, de procurar ayuda médica para su esposa cuando 
ésta la rechazaba expresamente; no se pronuncia, por tanto, sobre si 
la autoridad judicial podía ordenar la aplicación forzosa del trata-
miento a la madre objetora (169). 
La actitud de la jurisprudencia española, en cambio, parece ser 
justamen te la opuesta, según puede deducirse de la manera en que se 
expresan las decisiones que desestiman la existencia de responsabili-
dad penal en los jueces que ordenaron transfusiones de sangre a adul-
tos contra su explícita voluntad, religiosamente motivada (170). 
Junto a lo discutible de tal planteamiento, haya nuestro juicio una 
imprecisión técnica de importancia, en lo referente a la apreciación 
del estado de necesidad que justifica -más bien parecería que exi-
ge- el mandato judicial. Concretamente, el hecho de que no puede, 
en rigor, calificarse de suicida la intención del objetor. Quien rechaza 
en conciencia un tratamiento médico -ya lo hemos dicho al analizar 
la postura de la doctrina española- no lo hace por deseo de acabar 
con su vida, sino porque considera que no vale la pena conservarla 
a costa de perder la salvación eterna, o bien porque juzga los medios 
sobrenaturales como los más adecuados -y los únicos lícitos- para 
168. Cfr. epígráfe n. 1.2. a y b de este trabajo. 
169 • . Recuérdese que, en el caso contemplado por el Tribunal Constitucional alemán, 
tanto el esposo como la esposa rehusaban la ayuda médica por su. convicciones religiosas. 
Lo que se trataba de dilucidar era si la existencia de hijos menores creaba para el esposo una 
particular obligación de solicitar esa ayuda médica, y si el incumplimiento de tal obligación 
era sancionable penalmente. Vid. supra, epígráfe 111.1.2. 
170. Cfr. supra, ep.ígrafe IV. 1.3. 
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obtener su curación. Su voluntad no va dirigida a dejarse morir: 
simplemente, se adhiere con más intensidad a bienes que tienen para 
él un valor superior a la propia vida. De ahí que sea desenfocado 
enjuiciar estos supuestos desde la perspectiva de remediar un intento 
de suicidio. Jurídicamente, el único punto de vista riguroso es la 
protección de la libertad de conciencia -y de otros derechos de la 
persona- en tanto que enfrentada a otros bienes protegibles,de 
manera que se trata de decidir cuál debe prevalecer en ese caso. Cosa 
distinta es que sea jurídz·camente punible la conducta del juez que 
emite el mandato imperativo del tratamiento médico al apreciar pe-
ligro para la vida del objetor. Como ya indicamos, la reacción penal 
-la más grave de las respuestas posibles de un ordenamiento jurídi-
co- no parece justificarse en estos supuestos, sobre todo si la norma-
tiva penal no establece claramente un tipo de delito directa e inequí-
vocamen te referido al caso. Por ello, en ausencia de norma directa-
mente aplicable, ha de dejarse un margen de discrecionalidad, que 
puede reconducirse a sanciones disciplinarias, y no estrictamente 
penales. 
Estrechamente conectado al respeto de la voluntad del adulto 
aparece el problema de las consecuendas que el resultado de suded-
sión puede acarrear a terceros relacionados con él. En primer térmi-
no, la posible responsabilidad criminal de quien permite el falleci-
miento de su cónyuge por no buscarle ayuda médica contra las con-
vicciones de conciencia del enfermo. La jurisprudencia alemana y 
estadounidense -esta última con mayor rotundidad- coinciden con 
acierto en afirmar que no existe responsabilidad penal, siempre que el 
cónyuge objetor -permaneciendo en sus facul tades- haya tomado y 
mantenido por sí mismo la resolución de rechazar el tratam~entoque 
podría haberle sanado. La cuestión · apenas ofrece duda, si se piensa 
que nadie .,...ni siquiera el propio esposo- puede suplir la voluntad de 
quien es compos mentt"s en esta materia: . resultaría incoherente san-
cionar a quien nobuscó para otro una asistencia inédica que sólo el 
enfermo podía 'autorizar. Y tampoco parecen punibles las conductas 
dirigidas a colaborar con la firmeza de la decisión negativa del obje-
tor, con tal que sólo pueda imputarse a éste, en última instancia, la 
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responsabilidad del rechazo: téngase en cuenta -a tenor de lo dicho 
poco antes- que la falta de intención suicida en el objetor de con-
ciencia impide considerar esa clase de conductas como cooperación 
o inducción al suicidio (171). 
Una segunda cuestión, a este respecto, es la responsabilidad que 
puede pesar sobre quien -de modo involuntario- produce un daño 
físico a otra persona, que acabe en el fallecimiento de ésta o ensu in-
capacidad permanente, como resultado de una negativa a recibir el 
tratamiento que habría evitado el perjuicio. En estas situaciones, nos 
parece claro que no puede apreciarse, en el causante del daño, res-
ponsabilidad penal distinta de la que se habría estimado si el lesiona-
do hubiera estado dispuesto a someterse a los cuidados médicos nece-
sarios; de lo contrario, se estaría cargando injustamente al agresor 
con una responsabilidad criminal suplementaria correspondiente a 
unas consecuencias que no son debidas a su conducta, sino a una op-
ción voluntariamente ejercitada por el objetor de conciencia Algo 
análogo cabe decir respecto a la responsabilidad civil por daños. 
Aunque aquí la frontera es menos precisa, es indudable que la negati-
va del enfermo -desde un punto de vista objetivo- ha de interpretar-
se como una actitud de negligencia que contribuye a reducir la in-
demnización que debe pagar el autor de la lesión. De otro modo, se 
admitiría la posibilidad de que el respeto a la libertad de conciencia 
se tradujera en un perjuicio directo a terceros. No obstante, ha de re-
pararse en que presupuesto para decidir estos casos es la real probabi-
lidad de salvación o mejora que hubieran aportado los auxilios sanita-
rios rechazados: lógicamente, la responsabilidad del inculpado decre-
ce en la medida en que esa probabilidad es mayor. POr lo demás, ésta 
parece ser la línea seguida por la Corte de Casación francesa, como 
antes se hizo notar (172). 
171. Tal puntualización tiene interés para casos como el citado en la nota anterior, o 
como el enjuiciado en la sentencia Konz (vid. supra, epígrafe 1I.1.3.b). EiI este último, la 
corte no se plantea esa cuestión, .. probablemente porque 'lo que se trataba de juzgar era una 
acusación de homicidio involuntario. 
172. Cfr. supra, ep.ígrafe IIL3.1. 
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Por último, en lo concerniente a los adultos capaces, si es patente 
que debe respetarse su objeción de conciencia a tratamientos médi-
cos, es igualmente claro que no puede reconocérselesun derecho a re-
clamar un tratamiento inadecuado como alternativa. Esta actitud 
contrastaría frontalmente con un interés presente en estos supuestos, 
repetidas veces citado por la jurisprudencia norteamericana y aludi-
do por la doctrina española: el interés público en garantizar la integri-
dad ética de la profesión médica, dirigida a procurar la salud de los 
pacientes, lo cual implica la libertad en cuanto a la elección de lo.s 
medios técnicos aptos para esa finalidad. Aunque, naturalmente, 
la misma ética profesional del médico le llevará a emplear otros re-
medios alternativos compatibles con las convicciones del enfermo, 
cuando -aun no siendo los más adecuados- ofrecen alguna esperan-
za de éxito. Si existen tales remedios, serán además jurídicamente 
exigibles, lo cual comporta la responsabilidad del médico que actuara 
con negligencia en esas circunstancias; de ahí que, en la práctica, a 
efectos de lograr una constatación fehaciente de los datos de hecho, 
sea conveniente contar con el dictamen de más de un especialista en 
la materia. 
b) Si en el caso de adultos capaces la norma general es el respeto 
de su voluntad -y la consiguiente inhibición del juez-, la regla se in-
vierte cuando se trata de menores que -ellos mismos o sus padres-
se oponen a un determinado tratamiento por motivos de conciencia, 
si ese tratamiento resulta imprescindible para salvar su vida o evitar 
un grave daño. a su salUd físiea o mental. El análisis del Derecho com-
parado en este punto muestra la opinión unánime de que un juez 
puede -en caso de peligro...:.... ordenar larealizáeión de las oportunas 
actuaciones sanitarias, subrogándose en el derecho que naturalmen-
te corresponde a los padres sobre sus hijos: se entiende que ese dere-
cho no es absoluto, y que debe ceder en una sítuación.de emergencia. 
En ocasiories, incluso-ya lo vimos en el Derecho australiano y en el 
españo~-, ni siquiera es necesaria la intervención . de laau toridad ju-
dicial, sino que los propios médicos están legalmente capacitados 
para decidir la imposición .del tratamiento, entendiéndose a todos los 
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efectos que éste se llevó a cabo con la autorización paterna. 
Naturalmente, la pregunta que surge de modo inmediato es hasta 
qué edad una persona ha de ser considerada menor a este propósito: 
es decir, a partir de qué momento se supone que goza de la autono-
mía necesaria para decidir por sí mismo sin que la autoridad pueda 
suplantar su voluntad. Como se ha visto, la respuesta del Derecho 
comparado y del Derecho español es maximalista: debe exigirse la 
mayoría de edad legal, salvo que haya tenido lugar una emancipación 
previa. Se entiende que, por la relevancia de los bienes jurídicos que 
están en juego en esa clase de decisiones, sólo haber rebasado la ma-
yor edad constituye garantía suficiente para estimar que el individuo 
posee la madurez de juicio que hace falta para emitir, con conoci-
miento de causa, un acto de voluntad en materia tan importante. Sin 
embargo -ya lo hicimos notar al comentar la situación jurídica espa-
ñola-, pensamos que en el caso del menor de edad no emancipado, 
pero capaz de emitir decisiones de conciencia adecuadas a la grave-
dad de la situación, el juez debe disponer de un margen de discrecio-
nalidad que le permita valorar todas las circunstancias de hecho, 
sobre todo si las convicciones religiosas de los representantes legales 
coinciden con la decisión del menor. 
Junto a ello, conectado con estos casos aparece un segundo inte-
rrogante: si puede apreciarse responsabilidad criminal en los padres 
que rechazan la ayuda médica para sus hijos. En nuestra opinión, la 
contestación debe ser negativa. Como se recuerda, la cuestión fue 
abordada, y resuelta con ese criterio, por la jurisprudencia alemana, 
aunque-con una argumentación un tanto compleja y probablemente 
innecesaria (173). Másacerta:do nos parece afrontar este tipo de si-
tuaciones desde la perspectiva de que nos encontramos ante una 
imposibilidad moral de prestación de .auxilio, por motivos de con-
ciencia.i>e manera que la conducta de los padres no podría ser puni-
ble como un delito de omisión del deber de socorro. La existencia 
173. El TribuDal Supremo de Hamm, por lo demás, enjuiciaba un caso en que la mu<;rte 
del niño no había llegado a producirse, ya que la voluntad negativa .de los padres respecto a 
la transfusión de sangre había sido suplida a tiempo por la penona designada judicialmente. 
Cfr. supra, ep.ígrafe m.l.3. 
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tanto de dolo como -sobre todo- de culpa vendría a ser excluida 
por la circunstancia de la objeción de conciencia, que actuaría, . no 
sólo como eximente o atenuante, sino propiamente como factor 
constitutivo de imposibilidad moral para llevar a cabo el socorro que 
en otro caso sería debido. Lo que en todo caso habría que excluir es 
la posible existencia, en estos supuestos, de la figura penal del homi-
cidio. 
En suma, si es cierto que puede imponerse un tratamiento médi-
co a un menor de edad, no nos resulta menos cierto que no cabe de-
clarar penalmen te responsables a los padres que, por razones de con-
ciencia, se resisten a ello, con independencia de que su compor-
tamiento pasivo haya llegado a provocar o no, de hecho, el falleci-
miento o un grave daño del hijo sujeto a su custodia De ahí que 
consideremos radicalmente desenfocada la actitud de la jurispruden-
cia italiana en la resolución del caso de Isabella Oneda. Paradójica-
mente, además, los tribunales no se plantearon la cuestión de la 
responsabilidad que podía incumbir a las autoridades administrativas, 
por su negligencia en cumplir el mandato judicial que les ordenaba 
colaborar a que se efectuara el tratamiento periódico que la niña 
necesitaba (174). 
c) En orden a dilucidar si puede obligarse a recibir una medica" 
ción, el supuesto tal vez menos claro es el de los adultos considerados 
mentalmente incapaces, sobre todo cuando su incapacidad es sobre-
venida. Ineludiblemente, alguien tiene que decidir por el incapaz, 
pero el problema es quién y de qué manera. Ciertamente, nada parece 
oponerse a que los familiares autoricen de manera supletoria la inter-
vención médica. Pero la situacióri se toma más compleja cuando los 
parien'tes se muestran contrarios a ello por razones de conciencia, y 
consta que también el enfermo -aunque ahora incapaz- había de-
claro anteriormente su objeción al tratamiento. 
174. Recuérdese que, el 3 de marzo de 1980, el tribunal tutelar de menores estableció 
que lIabella debía someterse, cada 28 días, a control médico para, en su caso,verificarla 
correspondiente transfusión; al mismo tiempo, ordenaba a los padres que cumplieran ese 
mandato, y al ayuntamiento de SarrOch que cooperase en ese cumplimiento. Las autoridades 
municipales, sin embargo, no intervinieron hasta 'cuatro meses después, cuando ya era tat-
de para aalvar a la niña (cfr. supra, epígrafe llL2.2.A.a.). 
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En tal caso, no parece obligado seguir la opción.negativa de la fa-
milia del paciente, sino que las autoridades estaran .legitimadas para 
tomar una decisión . en su lugar, buscando el bien de la persona, y 
tratando de ceñn:sea los criterios más objetivos que sea posible. De 
cualquier modo, siempre resulta arriesgado cargar con la responsabi-
lidad de una decisión .de esa índole. POr ello, a nuestro juicio, convie-
ne diferenciar dos tipos de situaciones. 
En primer lugar, cuando el tratamiento es indispensable para sal-
var la vida del enfermo o para evitar su definitiva incapacidad mental, 
el juez podrá -e incluso deberá- autorizar la intervención, supliendo 
así la voluntad del incapaz (voluntad realmente inexistente o, al me-
nos, jurídicamente inoperante). El bien jurídico amenazado es de tal 
relieve que ninguna otra persona, a excepción del propio sujeto, pue-
de asumir la responsabilidad de permitir su desaparición. Es demasia-
do alto el riesgo que, en estos casos, implicaría tratar de actuar como 
lo haría el mismo enfermo, aunque haya constancia de su objeción de 
conciencia al tratamiento, formulada previamente a la incapacidad 
(175 ). 
Esta última solución, en cambio, sería admisible cuando la ayuda 
médica no va dirig,:da a evitar la muerte, sino solamente a retardarla, 
o bien a evitar un daño para la salud que no consista en una incapaci-
tación mental permanente. En nuestra opinión, aquÍ cabría el recurso 
a lo que la jurisprudencia estadounidense · ha denominado doctrina 
del substitutedjudgement, o juicio de sustitución: es decir, intentar 
determinar la voluntad presunta del paciente ante el tratamiento que 
se propone coíDo solución. Lo cual podría conducir a que la autori-
-dad judicial se negara a autorizar el tratamiento, por estimar que así 
actuaría el enfermo si se hallara en el válido ejercicio de sus faculta~ 
des mentales. Este enfoque de la cuestión es el que nos parece más 
175. Natúralmente, aquí nOs referimos a casos en que la objeción de conciencia se hu-
biera fonnuladocon anterioridad al procelopatológico que desencadenó tanto la incapaci-
dad como el peligro para la vida de la persona. Al contrario, si la incapacidad es provocada 
por el avance de una dolencia a .cuyo tratamiento se opuso directa y expresamente el enfer-
mo mienttasestaba en sus facultades, consideramos que debe respetarse la opción del obje-
tor, aunque eso suponga su muerte. 
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adecuado para una actitud del juez que tienda a buscar el bien del in-
dividuo en sentido objetivo pero, al mismo tiempo, en sentido am-
plio: es decir, sin reducir el bien objetivo a sus connotaciories mate-
riales o físicas,sino entendiéndolo como comprensivo del respeto a 
las convicciones de conciencia de la persona, con independencia de 
que éstas aparezcan o no como socialmente razonables. 
No obstante, no se nos oculta lo arriesgado de una decisión .seme-
jante, por un doble motivo. Primero, porque comporta un ineludible 
subjetivismo, ya que persigue determinar una voluntad que no deja 
de ser ficticia o interpretativa. Y además, por la dificultad de precisar 
el momento hasta el cual pueden recabarse los datos que permiten la 
formación de esa voluntad presunta. Téngase en cuenta que, cuando 
alguien es declarado incapaz, consta indubitadamente que en ese 
momento ya lo es; pero no siempre es fácil delimitar el instante 
-previo a la declaración- en que se inició de hecho la incapacidad; y, 
naturalmente, a partir de entonces han de considerarse irrelevantes 
las manifestaciones de voluntad de esa persona en orden a fonnular 
el juicio de sustitución. 
Por ello, pensamos que el juez, siguiendo la doctrina del substitu-
ted judgment, sólo puede denegar la autorización de un tratamiento 
cuando se dan dos condiciones. En primer lugar, que se haya adquiri-
do la absoluta certeza moral de que el enfermo -si . fuera capaz-
rechazaría la asistencia médica por razones de conciencia; de no ser 
así, debe ordenarsejudicialmen te la intervención, aunque restringida 
a la clase de tratamiento que resulte presumiblemente menos lesiva 
para las convicciones del afectado. Por lo demás, en .cuanto al modo 
de llegar a esa certeza moral, nos parecen de gran-utilidad los crite-
rios especificados por la Corte de apelacióri del Distrito Columbia en 
el caso In re Boyd (176). En segundo lugar -yase ha indicado-, que 
la omisión _ de los auxilios médicos no suponga una amenaza para la 
vida: del pacielite o el peligro de incapacidad mental permanente, ya 
que entonces se produciría Una irreparable pérdida: de la libertad de 
176. Cfr. suPra. ep.ígrafe 1I.1.2;c. 
177. Cfr. supra, epígrafe 1I.1.4.a. 
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elección por parte del enfermo, y una decisión de tal envergadura só-
lo puede corresponder directamente a quien ha de sufrir las conse-
cuencias. 
d) Las obselVaciones precedentes sereferíari a la posibilidad de 
imposición absoluta de tratamientos médicos contra las convicciones 
de conciencia de quien ha de someterse a ellos. Resta, por tanto,exa-
minar cómo debe procederse en los casos que implican un tratamien-
to que pretende imponerse sólo de manera relativa: es decir, la perso-
na es libre para aceptarlo o no, pero, de rechazarlo, se verá privada de 
un beneficio al que tendría acceso de no existir objeción de concien-
cia. Naturalmente, si antes la perspectiva de análisis partía del dere-
cho a la libertad de conciencia, ahora el enfoque predominante será 
el principio de igualdad, aunque conectado con ese derecho fun-
damental. 
La jurisprudencia norteamericana ofrece soluciones relacionadas 
principalmente con dos clases de supuestos, de diversa aplicabilidad 
a la situación jurídica española. El primero viene representado por la 
sentencia Montgomery (177). Por negarse a la intervención quirúrgi-
ca que podría remediar su incapacidad laboral, a una empleada se le 
deniega el derecho a percibir el subsidio de desempleo por invalidez; 
el tribunal fallará. a favor de la trabajadora, reconociendo su derecho 
al subsidio. La solución adoptada por la corte californiana nos parece 
la más adaptada al principio de igualdad, y plenamente aplicable a la 
realidad jurídica española. Actuar de otro modo sería discriminar al 
individuo por razón de la conducta elegida según sus convicciones de 
conciencia. Y por otro lado -como se sugirió en su momento-, no 
parece que se viole el principio de igualdad por el hecho de que no se 
admitiría .el derecho al subsidio si el rechazo de la intervención se 
hubiera -fundado en meros motivos de conveniencia personal. El dere-
cho a la libertad de conciencia protege y garantiza comportamientos 
no protegibles en virtud de otros. derechos. Lo que sí exige el princi-
pio de igualdad es que se ampare de igual modo la conciencia religio-
sa y la conciencia no religiosa (siempre que se trate de imperativos 
177. Cfr. supra, epígrafe 1I.1.4.a. 
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estrictamente éticos). De ahí puede extraerse una regla que es plena-
mente conforme con nuestros principios constitucionales: los fondos 
públicos previstos para situaciones de invalidez son también accesi-
bles a las personas que padecen una anomalíamédicamente corregi-
ble, pero cuyo remedio está vetado por la propia conciencia. 
El segundo tipo de supuestos responde a la decisióri Davis v. 
Maryland (178), en la que se declara la inconstitucionalidad de una 
norma que eximía a los objetores de conciencia -pertenecientes a 
confesiones legalmente reconocidas- de las vacunaciones que eran 
obligatorias para los alumnos de escuelas públicas. Ya se hizo notar, 
en relación con esta sentencia, lo discutible de su opción acerca del 
significado de la establishment clause de la Constitución estadouni-
dense. Pero, sea cual fuere el sentido que se atribuya a esa cláusula, 
esta doctrina jurisprudencial no parece coordinable con nuestros 
preceptos constitucionales. Téngase en cuenta que la primera enmien-
da a la Constitución americana adopta el separatismo como sistema 
de relaciones entre la religión y el Estado. En cambio, el artículo 16 
de nuestra Constitución se inclina por la perspectiva opuesta: el prin-
cipio de cooperación entre los poderes públicos y las confesiones reli-
giosas. Lo cual comporta que, en España, es teóricamente posible que 
la legislación exima a los objetores de someterse a medicaciones que 
son impuestas a las demás personas pertenecientes a cierta clase de 
ciudadanos. 
En la práctica, sin embargo, es difícil que una tal legislación pue-
da estimarse compatible con el principio constitucional de igualdad, 
pero no porque ese ,principio prohiba exigir cosas distintas a objeto-
res y a no objetores (piérisese en el caso del servicio.militar obligato-
rio), sino más bien porque no es fácil admitir que las consideraciones 
de salud pública permhan requerir comportamientos diferentes según 
sean las propias creencias. En efecto, si una determinada medicación 
aparece necesaria por razones de salud pública, es claro que puede 
imponerse· a los objetores de conciencia, ' ya que -'-según el arto 
3 de la Ley orgánica de libertad religiosa~ está en juego el orden 
, 178. Cfr. supra, epígrafe 1I.1.4.b. 
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público, que la Constitución señala como único límite al ejercicio de 
la libertad religiosa y de conciencia. Si se eximiera a los objetores, es 
que probablemente la medicación no era tan imprescindible para la 
salud pública: y por tanto, el principio de igualdad reclamaría que 
pudieran ser también eximidos quienes se opusieran a ella por el me-
ro ejercicio de su derecho sobre el propio cuerpo. En otras palabras: 
o el legislador considera necesaria la medicacióri y la exige a todos sin 
distinción, o deberá admitir la exención de todos los que se opongan 
a ella, sea por motivos de conciencia o por otras razones. 
* * * 
El análisis del Derecho comparado y español sobre la objeción de 
conciencia a tratamientos médicos revela la existencia de una variada 
casuística. El factor común a todos los casos es el rechazo -por 
las creencias personales- de una intervención médica que resulta ne-
cesaria para salvaguardar la vida o salud del individuo, o bien para ga-
rantizar la salud pública. Ante tales situaciones, los poderes públi-
cos han de decidir si cabe o no imponer el tratamiento; o si, respetan-
do la actitud del objetor, le hacen sufrir las consecuencias negativas 
que se deriven de su objeción. En el fondo, estamos ante el problema 
de los límites al principio general de que la libertad de conciencia de-
be ser respetada. Y, como sucede en las cuestiones relativas a todos 
los derechos de libertad, los principios generales son fácilmente iden-
tificables: la dificultad estriba en la resolución de las controversias 
singulares que provoca su ejercicio individual. 
A este respecto, hemos podido observar y valorar las actitudes del 
Derecho extranjero y español ante los conflictos más frecuentes, lo 
cual nos ha permitido proponer algunos criterios de -decisión que tal 
vez tengan alguna utilidad para el futuro desarrolla de nuestra juris-
prudencia, .en la medida en que el creciente plui'alismo religioso vaya 
planteando una mayor diversidad de casos que reclamen una inter-
vencióri . inás matizada por parte de nuestros. órganos judiciales. De 
cualquier modo, el panorama conflictualenesta materia es enor-
memente elástico: es · imprevisible la direecióri _ hacia la que pueden 
dirigirse las -elecciories individuales tomadas en· conciencia. . 
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De ahí que, en éste como en otros ámbitos, la objeción de con-
ciencia sea poco susceptible de una regulaCión predominantemente 
legislativa. A nivel general, son pocas las respuestas definitivas que 
pueden darse. Una vez más, la experiencia jurídica muestra que los 
problemas jurídicos de la objeción de conciencia sólo pueden abor-
darse, en última instancia, desde la perspectiva de un Derecho ju-
risprudencial. 
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